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Análisis y valoración de la prueba en los juicios de prescripción adquisitiva extraordinaria 
de dominio en el derecho procesal civil ecuatoriano vigente. 
 
Hablar de propiedad en el Ecuador es expresar el poder directo e inmediato que tiene una 
persona sobre una cosa, por el que se atribuye la capacidad de disponer de la misma, sin más 
limitaciones que las que disponga la Ley.   
 
La legislación ecuatoriana manifiesta con respecto a la propiedad y los modos de adquirir la 
misma, entre ellos la Prescripción Adquisitiva de Dominio, institución jurídica que, de acuerdo 
a la norma legal, está amparada a favor de quien pretende adquirir una cosa ajena, sin la 
voluntad del dueño, por haberla poseído durante el tiempo, sin violencia, clandestinidad y más 
requisitos que determina la Ley, observando que en todo el proceso confluyen los elementos 





ANÁLISIS.- Estudio minucioso de un escrito o cualquier otro objeto de estudio intelectual.  
LEGISLACIÓN.- Conjunto de leyes de un Estado. 
PRESCRIPCIÓN.- Modo de adquirir el dominio de los bienes. 
PRUEBA.- Demostración de la verdad de alguna cosa o su existencia. 
VALORACIÓN.- Apreciación de las pruebas en su conjunto.  












ANALYSIS AND ASSESSMENT OF EVIDENCE IN EXTRAORDINARY DOMAIN 
ACQUISITIVE PRESPCIPTION JUDGEMENTS IN THE ECUADOR EFFECTIVE 
CIVIL PROCESS LAW 
 
 
Talking of property in Ecuador is expressing the direct and immediate power of a person on a 
thing, through which he is invested of the capacity to dispose of it, only with the restrictions 
imposed by the Law. 
In accordance to Ecuadorian legislation, in respect to ownership and ways to acquire a property, 
among them the Domain Acquisition Prescription, a juridical institution, that in accordance to 
the legal regulation, is in behalf of the party interested in acquiring a property owned by 
someone else, without the owner will, justifying it has been under his/her possession for a long 
time, without violence or unlawful procedures and other requirements provided in the Law, by 
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Uno de los modos de adquirir el dominio, es la PRESCRPCIÓN. El fondo jurídico del 
interesante asunto, materia de este análisis, consiste en determinar en qué momento se adquiere 
un bien por el modo de Prescripción. Plantea posibles soluciones para conflictos jurídicos que se 
derivan a causa de esta institución jurídica. 
Enfocado y con la propuesta de reforma al Código, este trabajo se desarrolla en un primer 
capítulo contiene el problema; esto es el planteamiento, la ubicación, la delimitación, la 
formulación. Además la evaluación y los objetivos generales, específicos y la justificación del 
tema.  
Un segundo Capítulo se realiza un estudio analítico-crítico de todo el espectro conceptual dentro 
del marco histórico, doctrinal y jurídico en función de proporcionar un estudio del valor de la 
prescripción como una forma de adquirir la propiedad de los bienes, en un marco teórico en el 
cual se hace una presentación amplia con la información doctrinaria y jurídica, en la cual se 
aborda temas como el dominio, los modos de adquirirlo, el justo título, la posesión, elementos y 
características, los bienes que se someten a la posesión, su importancia y la mera tenencia; así 
como, la prescripción adquisitiva, sus modos de adquirirla, clases, características, elementos, 
reglas, plazos para que opere, interrupción, y lo relacionado con la Prescripción Extraordinaria 
Adquisitiva de Dominio, sus características, importancia y requisitos. 
 
Se refiere también a la Prescripción Adquisitiva de Dominio  en el Ecuador, el trámite judicial 
correspondiente: presentación de la demanda, calificación, citación, junta de conciliación, 
prueba,  hasta llegar al dictamen final por parte de la Autoridad competente;  fallo que solo será 
necesario obtener cuando se promueva un juicio contra dicho prescribiente, o cuando este se vea 
precisado a plantear litigio judicial contra alguien que enerva su posesión o desconoce su 
derecho. 
 
La esencia de este trabajo se  referirá a los problemas, análisis y valoración de las pruebas, que 
por ley se necesitan para que la Autoridad competente llegue a expedir la decisión judicial. El 
objeto inmediato de la prueba es acreditar los hechos expuestos por las partes, producir certeza 
en el Juez respecto de todos los puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones, más  el 
objeto mediato de la prueba es llegar a la verdad de los hechos. La prueba al ser un medio para  
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la demostración de la verdad de una afirmación, de la existencia de una cosa o de la realidad de 
un hecho, debe ser valorada por el Juez con estricto sentido de la lógica y de la razón. En  
nuestra legislación el artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, dispone que las pruebas 
deben ser  valoradas de conformidad con los principios de la sana crítica, mismos que deberán 
estar integrados por las reglas de la lógica, y la experiencia de los jueces, pues la sana critica es 
el razonamiento del Juez con lógica y experiencia, libre de arbitrariedad. Debiendo señalar que 
la lógica es el estudio de las reglas y métodos para distinguir el razonamiento válido delo 
inválido. El razonamiento, viene a ser el producto de una derivación de un conjunto de 
proposiciones, tal que, una de ellas, la conclusión  se deriva de las otras  premisas, las cuales son 
consideradas como elementos explicativos de la primera. La experiencia  son nociones de 
dominio común y que integran el conjunto  cognoscitivo de la sociedad. Los medios de pruebas 
son muy variados, siendo los principales los documentos, testigos, confesión judicial, 
inspección judicial, informe de peritos, entre otros. 
En un tercer capitulo se detalla la modalidad de la investigación, metodología y técnicas que se 
utilizaron en la ejecución de la investigación, se encuentran las conclusiones a las que se han 
llegado, las cuales están expuestas de forma clara, así como también se han adjuntado anexos;  
 
En un cuarto capítulo consta el análisis e interpretación de resultados, sus antecedentes, las 
entrevistas, encuestas finalizando con las conclusiones y recomendaciones. 
 
Finalmente, en un quinto capítulo se desarrolla la propuesta jurídica a través de la cual se 
plantean reformas al Código Adjetivo Civil Codificado, lo que permitirá buscar mecanismos 
que beneficie  a la sociedad en la resolución de conflictos jurídicos con respecto a la 
Prescripción Extraordinaria de Dominio, toda vez que, la Ley está fundada en la necesidad 
















1. EL PROBLEMA 
 
1.1.  Planteamiento del Problema 
 
El Estado tiene el deber primordial de garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de 
derecho a la propiedad de la tierra, como una forma de perpetuar el patrimonio que tiene cada 
persona. 
 
La ley prohíbe el acaparamiento de la tierra y el latifundio para evitar que grandes extensiones 
de tierra productiva, permanezcan abandonadas o que predios y fundos que cumpliendo 
distintos fines, sean objeto de prescripción adquisitiva de dominio por no haber ejercido su 
titular las acciones y derechos que prevé la ley. 
 
En este contexto jurídico, si bien en principio la ley debe asegurar que la propiedad con título 
inscrito no sufra ninguna acción que contradiga la norma jurídica por el no uso y que su dueño 
pierda su propiedad; hoy nuestra legislación tiende a evitar que los bienes muebles e inmuebles 
permanezcan abandonados sin cumplir la función social que establece la Constitución de la 
República del Ecuador, por lo que ha previsto diferentes modos de adquirir el dominio, entre 
ellos, la prescripción, sea ordinaria o extraordinaria; esto es, el derecho que le otorga la ley a 
una persona a reclamar como suyo un bien inmueble en el que está posesionado en forma 
pacífica e ininterrumpida con el ánimo de señor y dueño, y cumpliendo los demás requisitos 
legales. 
 
El presente proyecto de investigación jurídica, tiene como objetivo realizar un estudio analítico 
– crítico, doctrinario y jurídico, de las pruebas aportadas dentro de los juicios de prescripción 
adquisitiva extraordinaria de dominio. “La afirmación de las partes vincula al juez en cuanto a la 
posición del hecho; de un lado porque no puede poner una situación de hecho que no haya sido afirmada 
por una (cuando menos) de las partes y, de otro, porque no puede dejar de omitir una situación de hecho 







1.1.1. Formulación del Problema 
 
¿De qué manera las pruebas aportadas en un proceso judicial de prescripción adquisitiva 





1. ¿Dónde podemos acudir para recibir información? 
 
2. ¿Quién puede ejercer la acción de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio? 
 
3. ¿Cuáles son los elementos de la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio? 
 
4. ¿Quién regula los honorarios de los peritos en las acciones judiciales? 
 
5. ¿Cuáles son los requisitos para la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio?  
 
6. ¿La prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, como forma de ejercer el 
derecho adquirido? 
 
7. ¿La sentencia ejecutoriada de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, 
constituye justo título del bien inmueble.  
 




Puntualizar los campos problemáticos que se derivan del análisis y valoración de las pruebas y 




1.- Diagnosticar la situación que genera la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio 
respecto de la propiedad. 
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2.-Elaborar la norma jurídica que determinen los honorarios de los peritos para la correcta 
administración de justicia. 
 
3.- Informar y evaluar la actuación de los peritos designados por los jueces en la etapa 
probatoria, en los juicios de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio. 
 
4.- Establecer un proyecto de reforma para que el Consejo de la Judicatura regule a través de 
una tabla salarial los honorarios de los peritos, y de esta manera garantizar la imparcialidad de 
los informes periciales.  
 
5.- Establecer medidas administrativas severas para los peritos, generando la correcta actuación 
y dentro de los términos establecidos. 
 
 
1.3.  Justificación 
 
Varios son los aspectos que justifican el desarrollo de este proyecto de investigación jurídica. 
En primer lugar, es un tema que se ajusta a la programación académica y a los requerimientos 
de nuestra formación como futuros profesionales del Derecho. Los campos problemáticos que 
presenta la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio requieren de un análisis objetivo 
en función del nuevo orden Constitucional y legal que hoy vive la sociedad ecuatoriana.  
 
Para el efecto, la Constitución de la República del Ecuador garantiza el respeto a los derechos y 
libertades individuales, siendo uno de ellos, él derecho a la propiedad como lo señala la 
Constitución de la República del Ecuador. 
 
Debemos enfatizar que el Derecho Constitucional ha garantizado siempre el derecho a la 
propiedad, desde el inicio de nuestra vida republicana aunque de manera concomitante ha 
prescrito restricciones que están en función de las necesidades sociales y el progreso social. 
 
En la presente investigación analizaremos si efectivamente en nuestro sistema de justicia, los 
jueces de instancia al momento de motivar sus fallos valoran las pruebas presentadas por las 
partes, o por lo contrario no están cumpliendo con lo que manda nuestra Constitución, nuestra 
legislación vigente y  jurisprudencia, que disponen  que las sentencias deben de ser motivadas y, 




“Por Objeto de la prueba se entiende lo que se puede probar en general, aquello 
sobre que puede recaer la prueba; de idéntica aplicación en actividades procesales 
y extraprocesales, se extiende a todos los campos de la actividad humana. El objeto 
de la prueba tanto en general como procesal, son los hechos, esto es, todo lo que 
representa una conducta humana, los hechos de la naturaleza, en que no interviene 
actividad humana; las cosas u objetos materiales; la persona física humana, los 
estados y hechos síquicos o internos del hombre”. (Cabrera Acosta) 
En razón de  la falta de valoración de la pruebas en la motivación de la sentencia, existe un 
gran número de recursos de casación interpuestos ante la Corte Suprema de Justicia, en donde 
las partes señalan que los jueces de instancia  no han valorado eficazmente las pruebas 
presentas, recursos que la Corte Suprema desecha señalando que no es de su competencia 
conocer y resolver, como los jueces de instancia valoraron determinada prueba,  además indican 
que el Tribunal de Casación carece de atribuciones para hacer una nueva valoración o 
apreciación de los medios de prueba incorporados al proceso ya que la valoración de las pruebas 
es potestad exclusiva de los Jueces y Tribunales de Instancia.  
 
¿Qué dice la legislación ecuatoriana sobre la prueba en los juicios de prescripción 
adquisitiva extraordinaria de dominio? 
 
Para controlar que efectivamente el juez exponga su apreciación de la prueba, y fundamente su 
resolución en la ( Constitución de la República del Ecuador , 2008, pág. 49), vigente de nuestro 
país  en su Art. 76 numeral 7, literal L, manda que “las resoluciones de los poderes públicos deben 
ser motivadas...”. Este artículo garantiza a los ciudadanos que recurren  a los Tribunales de 
Justicia  para obtener una tutela judicial efectiva de sus derechos e intereses legítimos, por 
cuanto es el derecho de toda persona el conocer las justificaciones de la decisión tomada por el 
juez que conoció la causa, ya que la motivación debe operar como una verdadera justificación 
racional de la sentencia en el sentido amplio del concepto.   
 
Sin embargo, a pesar de constar la motivación de la sentencia  como garantía constitucional, 
prevista  en la Constitución Política de 1998, y recogida también  en la Constitución de 2008, 
lastimosamente en nuestro sistema de justicia no se obedece éste mandato, como también  se 
viola diariamente el Art. 276 del Código de Procedimiento Civil, que obliga a los tribunales a 
expresar los fundamentos o motivos de la decisión.  
 
Pues los jueces de instancia al dictar sus fallos lo hacen de manera escueta, fundamentando su 
fallo únicamente en dos o tres artículos de nuestra  normativa positiva, sin que en los fallos se 
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exponga de manera clara la operación mental de valoración o apreciación de la prueba, varias 
veces únicamente enumeran las pruebas que se han practicado, sin realizar un razonamiento 
lógico de acuerdo a la sana crítica, sobre las pruebas que han sido solicitadas, ordenadas y 
practicadas. Es decir, los jueces en sus sentencias no realizan una verdadera  motivación, peor 
aún efectúan una real apreciación o valoración de las pruebas,  que dan la razón a las 
pretensiones de cada una de las partes que intervinieron en el juicio; dejando en la mayoría de 


































2. MARCO TEÓRICO 
 
2.1.  La Prescripción 
 
2.1.1. Antecedentes Históricos 
 
La prescripción como modo de adquirir los derechos reales, debe ser analizada, por lo menos 
superficialmente, en su origen, para lograr una imparcial comprensión; de la misma manera para 
ver si sufrió o no modificaciones sustanciales en el transcurso de los siglos. 
 
Se dice que la prescripción tiene su origen en el Derecho Natural, pero esta afirmación no es 
exacta; en esta investigación consideramos su origen  en el Derecho Civil, siendo  una 
institución especialmente positiva; pues si bien es cierto, el objeto de la prescripción es el de 
adquirir o el de extinguir alguna obligación, esta adquisición o extinción de los derechos 
quedarán consumadas y perfeccionadas en el Derecho Civil; mas no liberaran de la situación de 
conciencia a que la prescripción dará origen. Así, lo que quedaría extinguido en el Derecho 
Civil, no lo estará en conciencia para la persona cuyo favor se invoca. 
 
Por esta razón afirmamos, pues, que la prescripción no es una institución de Derecho Natural. 
La justificación de adquirir por la prescripción se hallaría en que esta proceda o que vaya 
acompañada de la buena fe de parte del adquirente. 
 
El origen de esta institución jurídica es remoto. A continuación veremos cómo nació  y se fue 
perfeccionando en el Derecho Romano hasta obtener su culminación en la época Justinianea,  
para luego entrar a estudiarla en el Derecho Civil. 
 
En el Derecho Romano  
 
La prescripción nació en el Derecho Romano formando con las doce tablas, ampliado en la 
Época Clásica del Derecho Romano y obteniendo su culminación en tiempos de Justiniano.  Su 
manifestación se debe a la necesidad que sintió el hombre de depurar y estabilizar sus relaciones 
jurídicas, puesto que, todo acto en busca de propiedad puede ser de tal manera defectuoso que 




Pues, en los casos de adquisición especialmente de bienes inmuebles se forma una cadena que 
liga entre sí a todos los sucesivos adquirentes, por lo que se hizo necesario fijar un límite de 
tiempo, transcurrido este, la persona quien adquirió en circunstancias merecedoras de protección 
legal, y ha continuado en posesión de la cosa, se hace propietario de ella sin otro requisito. 
 
Este modo de adquisición recibió antiguamente el nombre de “USUS” o “USUCAPIO”,  en las 
doce tablas el tiempo fijado era de dos años para los fundos, es decir, en general para los 
inmuebles, y de un año para los bienes muebles, entre las cuales se consideraba la “manus” 
sobre la mujer casada, por la tendencia que existía entre los romanos a equiparar el dominio y 
las potestades familiares, como se puede anotar se entiende que, la mujer que haya pasado un 
año en poder de un hombre se considerará usucapida; es decir, que es propiedad de un hombre 
por prescripción.  
 
No se ha logrado determinar con exactitud, a pesar de numerosas investigaciones científicas, si 
en el Derecho antiquísimo Romano se exigían como requisitos fundamentales de la “usucapio”, 
la justa causa y la buena fe, o si es necesario reconocer una pluralidad de concepciones, en la 
mayoría de los casos sobrepuestas. Por ejemplo en la Segunda Tabla, en el  numeral 12 se lee 
“Las cosas robadas no pueden usucapirse”. Esto quiere decir que sobre los objetos robados no 
hay el derecho de prescripción.  
 
La palabra “usucapión”, proviene de “usu capere” que etimológicamente significa aprovecharse  
de una cosa por el uso. 
 
“Usucapio” como institución jurídica, permanece en vigor durante toda la Época Clásica, pero 
con la particularidad que se hace indispensable para su operancia, que haya justa causa y buena 
fe. La justa causa, equivalía a que el título existiera realmente, porque de no ser así, no se podía 
adquirir por usucapión: y la buena fe, consistía en la convicción del usucapiente  de no lesionar 
el derecho ajeno; por esta razón el “usus” conducente a la adquisición de la propiedad se 
denominó, “possessio bonae fidei”. 
 
Los requisitos para que pudiera darse el “usucapio” en esta época se puede agrupar así: 
  
a) Posesión jurídica continua e iniciada con justa causa y buena fe durante el tiempo 
establecido por la ley; 
 
b) “Commercium en el sujeto”, puesto que los peregrinos no podían usucapir porque no 
poseían el “ius commercii” que era exclusivo de los ciudadanos romanos; y, 
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c) “Commercium en el objeto” porque solamente las cosas que eran capaces de propiedad 
civil podían ser usucapidas.  
 
Un hecho que favoreció enormemente el perfeccionamiento de la institución jurídica de la 
prescripción en el Derecho Romano fue el hecho de que Caracalla hubiese concedido el 
beneficio de la ciudadanía a todos los habitantes del imperio. 
 
Derecho Justinianeo; la prescripción para la época no operaba en los siguientes casos: 
  
a) En las cosas extra commercium; 
b) En las cosas sustraídas furtiva o violentamente; 
c) En las cosas vendidas por un poseedor de mala fe; 
d) En las dádivas recibidas por magistrados en el ejercicio de su cargo; 
e) En las cosas de propiedad del Estado; 
f) En los bienes raíces de asociaciones piadosas o de menores de edad; 
g) En los casos en que la ley determinaba las cosas como de carácter inajenable. 
 
Justinianeo en el año 528 elevó esta prescripción a modo originario de adquirir el dominio por 
posesión ininterrumpida de treinta años, y se extendió a las cosas hurtadas pero no a las robadas. 
Durante esta época se unificó el Derecho de Propiedad como Derecho Individual  accesible por 
igual a todas las personas, concepción que llega hasta  al Derecho Moderno en el que aparece el 
principio de la Función Social de la Propiedad.  
 
En cuanto a la prescripción extintiva o liberatoria, no fue conocida en el Derecho Romano 
antiguo, porque las acciones que se tenían para sancionar las obligaciones eran por regla general 
perpetuas. 
 
El Derecho Romano no acepto la renuncia de la prescripción, porque esta desde su origen se 
concibió como una institución de Derecho Público, y por consiguiente ajena a cualquier acto de 
voluntad de las partes.    
 
Los romanos exigieron como requisitos para que pudiese operar la prescripción de los derechos 
personales, que la obligación sea exigible y que hubiese transcurrido el tiempo previamente 
determinado en la ley positiva. Como regla general se exigió un término de treinta años, no 
obstante exigía plazos diferentes para determinadas acciones.  
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Esta sabia organización jurídica, que imprimieron los romanos a la prescripción, ha sido 
recibida por las legislaciones modernas en forma original del Derecho Justinianeo, de modo de 
adquirir los derechos reales y de extinguir las obligaciones, siendo una institución típica romana 
que ha logrado perpetuarse en el Derecho Romano, sufriendo pequeñísimas modificaciones.    
 
2.1.2. Concepto  
 
Para iniciar diremos que una de las tareas más difíciles es lograr dar una acertada definición de 
las cosas; por ello transcribiré algunas de las definiciones que se han dado de la prescripción 
para finalmente ensayar una que inevitablemente será un resumen de todas las anotadas. 
 
El Art. 2219 del Código de Napoleón, dice: 
 
 “La prescription est un moyen d” acquerir ou de se libérer  par certain laps de Tamps et sous 
les conditions determinées par la loi”  
Según el Diccionario de Legislación y Jurisprudencia de Escriche:  
 
“Prescripción es un modo de adquirir el dominio de una cosa o liberarse de una 
carga u obligación mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones 
señaladas por la ley”. 
Nuestro Código Civil en el título XI del libro IV define a la prescripción en el Art. 2392: 
 
 “Prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir la acciones y 
derechos ajenos; por haberse poseído las cosas, o no haberse ejercido dichas 
acciones y derechos, durante cierto tiempo, y concurriendo los demás requisitos 
legales. 
Una acción o derecho se dice que prescribe cuando se extingue por la 
prescripción”. 
Como podemos resaltar el factor tiempo es un elemento importantísimo de la figura jurídica, 
prescripción, pero no el único, porque ella solamente puede resultar de la correlación del 
elemento tiempo con el factor posesión tranquila e ininterrumpida, o con el abandono o 




Me permito afirmar que de las definiciones expuestas se puede concluir que la prescripción con 
sus elementos generales y específicos es un modo de adquirir o de extinguir los derechos por 
posesión o por no ejercicio de los mismos en las condiciones y tiempo previamente 
determinados en la ley.  
 
“La razón que justifica la prescripción consiste, pues, en el interés social de que los 
derechos y las cosas cumplan su función para el bien común y no solo para el 
interés individual, y la presunción de que quien no se interesa por sus cosas, 
posiblemente desea abandonarlas. Se vincula esta explicación con el sentido social 
de la propiedad, que no solo confiere atribuciones sino que impone cargas, de modo 
que quien no aprovecha de ninguna manera de su propiedad, también está faltando 
al deber de cumplir las cargas que lleva consigo. La doctrina social de la iglesia 
acentúa el destino y beneficio universal de los bienes de modo que el concepto de 
propiedad privada está muy lejos de ser el concepto romano clásico que incluía el 
“ius abutendi”, y, por el contrario, la propiedad impone el deber de utilizarla para 
el bien común, con sentido social”.  (Larrea Holguín, 2005, pág. 424) 
La prescripción es una institución jurídica de orden público, que normaliza situaciones de hecho 
mediante la consolidación del derecho. En función de los interese particulares convirtiendo al 
poseedor en propietario, o librando al sujeto pasivo de una obligación para sancionar el 
abandono que el titular del derecho a tenido a bien hacer de las acciones que la ley puso en sus 
manos para que se protegiese. 
 
La prescripción facilita la prueba del dominio porque probada la prescripción queda probada la 
propiedad, aunque por otros medios no haya sido posible probarla. La propiedad adquirida por 
prescripción no puede ser discutida, porque confiere el derecho de una manera absoluta e 
incontrovertible; con la realización de la prescripción fenece todo derecho ajeno, es decir la 
prescripción equivale a un título, según varios autores.  
 
A sabiendas que en el campo civil casi todo se tramita a petición de parte, la prescripción no es 
la excepción por lo que, el juez no puede declararle de oficio sino, quien pretende alegarla debe 








2.1.3. Tipos de Prescripción  
 
De la definición se deduce, la clasificación de adquisitiva y extintiva, dos instituciones distintas 
aunque correlativas. La definición del Art. 2392 del Código Civil abarca a ambas, pero al 
mismo tiempo las identifica, “exige las acciones y derechos ajenos…”. 
 
La prescripción adquisitiva de alguna manera reconoce que la cosa no es propia, puesto que se 
le está adquiriendo o queriendo adquirir mediante el reconocimiento judicial de la prescripción 
previa justificación de las exigencias legales “Ahora bien, para adquirir por prescripción se requiere 
ser poseedor es decir, tener la cosa “con ánimo de señor o dueño”, y por tanto, sin reconocer el dominio 
de otra persona. De aquí que quien demanda prescripción debe tener mucho cuidado de no reconocer en 
la misma demanda el derecho de otra persona, pues, si lo reconoce no tendrá éxito su acción”.  (Larrea 
Holguín, 2005, pág. 428) 
 
Cuando lo que se demanda es la prescripción extintiva de un derecho, de alguna manera supone 
reconocer el derecho, puesto que no puede extinguirse lo que no existe, al alegar prescripción se 
debe tener extremado cuidado en no dañar la propia causa reconociendo el derecho ajeno. 
 
Si la prescripción fuera solamente adquisitiva quedaría sin sanción alguna el no empleo de las 
acciones que el legislador ha puesto en las manos del titular del crédito para que se defienda de 
la mala fe del deudor; y si fuera solamente extintiva los derechos reales en especial la propiedad 
carecería de una forma jurídica eficaz que sancionará y refrendará el fenómeno admirable de la 
posesión.  
 
En ambas clases de prescripción son elementos comunes, los elementos llamados 




 Debe Alegarse; en el Ecuador el Art. 2393 del Código Civil exige que: “El que quiera 
aprovecharse de la prescripción debe alegarla. El juez no puede declararla de oficio”. Esta disposición 
legal concuerda con el principio general del que el juez debe obrar a petición de parte y solo 
excepcionalmente de oficio para que el poseedor adquiera una cosa por prescripción no basta 
que haya transcurrido el tiempo de la posesión con todas las características exigidas por la ley, 
sino también se requiere un pronunciamiento judicial. 
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“La acción de prescripción requiere legitimo contradictor, entendiéndose por tales 
contradictores al que alega la posesión prescriptiva contra el que perdería su 
propiedad por la declaración de prescripción”. (Larrea Holguín, 2005, pág. 430) 
De lo anotado se concluye que si el demandado afirma no ser propietario ningún valor tendrá el 
juicio de prescripción. 
 
Cabe señalar que en los juicios de prescripción, la citación a una entidad pública no supone 
necesariamente que dicha entidad sea la parte demandada y el legítimo contradictor, puesto que, 
se debe citar por disposición expresa de la ley. 
 
 Puede renunciarse; según el Art. 2394, del Código Civil manifiesta textualmente que:  
 
“La prescripción puede ser renunciada expresa o tácitamente; pero solo después de 
cumplida. 
Renunciase tácitamente, cuando el que puede alegarla manifiesta, por un hecho 
suyo, que reconoce el derecho del dueño o del acreedor. Por ejemplo cuando 
cumplidas las condiciones legales de la prescripción, el poseedor de la cosa la toma 
en arriendo, o el que debe dinero paga intereses o pide plazo”.  
Corrobora lo anteriormente expuesto que por expresa disposición de la ley se puede renunciar 
tanto la prescripción extintiva como la adquisitiva. 
 
“La renuncia puede ser expresa o tácita. Puede realizarse dentro de un juicio en el 
que se dispute la propiedad o el derecho al que se refiere la prescripción y cabe 
también la renuncia fuera del juicio, lo más frecuente será lo primero: si 
demandada, por ejemplo, la reivindicación, el demandado no opone la excepción de 
prescripción adquisitiva habrá una renuncia tácita judicial”. (Larrea Holguín, 
2005, pág. 432) 
Según el Art. 2395 del Código Civil manifiesta: “No puede renunciar la prescripción sino el que 
puede enajenar”. 
 
Este artículo se refiere a la capacidad jurídica que debe poseer quien pretende renunciar a la 
prescripción, pero no resuelve si esa renuncia constituye o no una enajenación, porque la 
prescripción no obra de pleno derecho, sino que requiere declaración judicial, porque bien 
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entendido esta, que quien renuncia antes de dicha declaración judicial no enajena, porque aún no 
ha entrado a su patrimonio ningún nuevo bien o derecho y bien es cierto que quien renunciara a 
ese derecho o a esa cosa después de la sentencia ejecutoriada ya no estaría renunciando a la 
prescripción, sino a esa cosa o a ese derecho. 
 
“Si no es una enajenación la renuncia, se sigue de ello que no hay lugar a inscribir 
en el Registro de la Propiedad tal renuncia, puesto que no se traslada el dominio de 
una a otra persona. Más bien, si el predio estuvo inscrito seguirá inscrito a nombre 
del propietario, y si no hubo anterior inscripción, la renuncia tampoco cambia este 
estado de cosas, y el verdadero dueño deberá hacer inscribir su derecho, sin que en 
ello intervenga para nada el renunciante de la prescripción, que pudo darle el 
dominio de la finca”. (Larrea Holguín, 2005, pág. 433) 
El Art. 2396 del Código Civil señala: “El fiador podrá oponer al acreedor la prescripción 
renunciada por el principal deudor”. 
Por lo manifestado se entiende que, si renuncia a la prescripción el deudor principal esa 
renuncia no afecta al interés de otra persona distinta del renunciante, como lo es el fiador, 
aunque la fianza sigue generalmente la suerte de la obligación principal. 
 
El acreedor podrá cobrar al deudor principal que renuncio a la prescripción pero no podrá cobrar 
al fiador cuya obligación prescribió y que se puede defender con la excepción de prescripción, 
debido a que él no ha renunciado a su derecho. 
 
 A quienes afecta la Prescripción; en este sistema de derecho de modo especial en la 
prescripción se ha fundamentado en el criterio de igualdad de las personas, confirmado así por 
el Art. 2397 del Código Civil “Las reglas relativas a la prescripción se aplican igualmente a favor y 
en contra del Estado, de los consejos provinciales, de las municipalidades, de los establecimientos y 
corporaciones nacionales, y de los individuos particulares que tienen la libre administración de lo suyo”. 
 
Es decir, que todo sujeto capaz ante la ley, puede adquirir o perder sus derechos por 
prescripción, ya sean estos incapaces como lo son las entidades públicas o personas naturales 
que tienen la libertad de administración de sus propiedades. 
 
La suspensión de la prescripción entre cónyuges, está declarada únicamente en la prescripción 
ordinaria como lo ratifica el Art. 2409 del Código Civil mientras que, en el Art. 2411 del mismo 
cuerpo legal sostiene que, la prescripción extraordinaria corre contra toda persona “Y no se 
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suspende a favor de las enumeradas en el artículo 2409”, sino hay el régimen de sociedad conyugal 
por cuanto se haya establecido desde el principio el de separación o se haya hecho separación de 
bienes posteriormente o incluso se haya llegado a la terminación y liquidación de la sociedad, 
entonces si cabe prescripción extraordinaria. 
 
 La Prescripción entre condóminos; “La prescripción, en principio no es posible 
que se verifique a favor de uno de ellos y en perjuicio del otro u otros. La razón radica en 
que cada condómino posee en nombre propio y en nombre de los demás, y cualquier acto 
realizado por uno, beneficia o perjudica a los demás, esta es la estructura normal del 
condominio. A lo dicho se agrega la consideración de que no habría buena fe por parte 
del condómino que pretendiera a apoderarse de lo que le pertenece en común con otra u 
otras personas, ya que se presume que conoce el derecho”. (Larrea Holguín, 2005, pág. 
435) 
 
En resumen se puede anotar que, por regla general no es posible la prescripción entre 
condóminos, sin embargo excepcionalmente es posible que un condómino llegue a poseer 
exclusivamente para sí un bien, aunque será muy difícil que actué de buena fe y además de ello 
reúna los requisitos necesarios que exige la figura jurídica de prescripción. 
 
 Cosas que se pueden adquirir por Prescripción; el Código Civil ecuatoriano en su Art. 
2398 dice: “Se gana por prescripción el dominio de los bienes corporales raíces o muebles, que 
están en el comercio humano y se han poseído con las condiciones legales”. 
 
Resultando por consiguiente, que los derechos personales no son susceptibles de prescripción, 
sino únicamente los derechos reales  que no generan obligaciones. 
Los derechos personalísimos, es decir los inherentes a la personalidad como por ejemplo el 
estado civil, la capacidad, el nombre, etc. de igual manera jamás podrán ser sujetos de 
prescripción. 
 
La ley también es clara en exigir para que opere la prescripción, se trate de cosas que estén en el 
comercio, excluyendo de esta forma a los bienes comunes a todas las personas, sin embargo hay 
que analizar a leyes especiales que declaran “imprescriptibles ciertos bienes públicos”, denotando 
intrínsecamente que hay otros bienes públicos que si se pueden adquirir por prescripción, esto 
corresponde a los bienes públicos de índole patrimonial que forman el haber privado de los 
entes públicos. 
 
La posesión para adquirir por Prescripción; el fundamento base para la prescripción 
es la posesión, según el Art. 715 del Código Civil define que: “Posesión es la tenencia 
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de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño; sea que el dueño o el que se da 
por tal tenga la cosa por sí mismo o bien otra persona en su lugar y a su nombre. 
El poseedor es refutado dueño, mientras otra persona no justifica serlo”. 
Es decir que, la posesión recae sobre algo determinado, no se puede adquirir por 
prescripción una cosa indeterminada. 
 
La mera tenencia no es posesión, puesto que el mero tenedor únicamente reconoce el 
dominio de otra persona, es decir no tiene el ánimo de señor o dueño más bien afianza la 
posesión del verdadero poseedor, ya que el dueño o el que se da por tal o bien por otra 
persona en su lugar, confirmando que el que puede adquirir por prescripción es el poseedor 
más nunca el mero tenedor. 
 
Para obtener la prescripción de una cosa, la posesión debe reunir un conjunto de elementos, 
por ejemplo debe ser pública, pacifica, exclusiva y no interrumpida por el tiempo que exige 
la ley.  
 
 La Prescripción con relación al título inscrito; de forma general si un predio no se allá 
inscrito en el Registro de la Propiedad, no constituye título, la inscripción se considera 
como tradición, modo de transmitir la propiedad, según el Art. 702 del Código Civil “Se 
efectuará la tradición del dominio de bienes raíces por la inscripción del título en el libro 
correspondiente del registro de la propiedad” consiguientemente prueba la propiedad y como 
la propiedad da derecho a la posesión, el título inscrito prueba también la posesión, aunque 
lo que propiamente se prueba es la posesión del derecho. 
 
Según el Art. 2406 del Código Civil en principio general se firma que no se puede adquirir 
por prescripción ordinaria los bienes raíces, o derechos reales constituidos en estos, sino en 
virtud de otro título inscrito, ni empezará a correr sino desde la inscripción del segundo. 
Esta disposición deja abierta la posibilidad de despojar al propietario mediante la 
prescripción extraordinaria. 
 
Es así como el numeral No. 1 del  Art. 2410 del Código Civil manifiesta claramente que si 




 El tiempo necesario para la Prescripción; para la prescripción ordinaria de muebles en 
la ley civil ecuatoriana es de tres años; para la ordinaria de bienes raíces es de cinco años 
y para la extraordinaria es de quince años. 
 
La diferencia entre el tiempo requerido para la prescripción ordinaria y la extraordinaria 
es que, la ordinaria admite suspensión, mas no cabe suspensión en la Extraordinaria, se 
entiende que la prescripción ordinaria puede suspenderse sin extinguirse, más el tiempo 
necesario para adquirir por prescripción extraordinaria es de quince años contra toda 
persona y no cabe la suspensión. 
 
Clases De Prescripción Adquisitiva 
 
Según lo determina el Art. 2405 del Código Civil Ecuatoriano la prescripción adquisitiva se 
deriva en ordinaria y extraordinaria: 
   
2.1.3.1.  Prescripción adquisitiva ordinaria de dominio 
 
La prescripción adquisitiva ordinaria de dominio, es un modo de adquirir el dominio que 
confiere la propiedad por el simple hecho de haber poseído una cosa durante el tiempo que 
señala la ley y con los requisitos que ella indica, Art. 603 del Código Civil Ecuatoriano “Los 
modos de adquirir el dominio son la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de 
muerte y la prescripción”. En concordancia con el Art. 2392 del Código Civil Ecuatoriano  
 
“Prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir la acciones y 
derechos ajenos; por haberse poseído las cosas, o no haberse ejercido dichas 
acciones y derechos, durante cierto tiempo, y concurriendo los demás requisitos 
legales. 
Una acción o derecho se dice que prescribe cuando se extingue por la 
prescripción”. 
2.1.3.1.1. Concepto y Definición 
 
Como concepto de la prescripción adquisitiva ordinaria de dominio diremos que, es un modo de 
adquirir el dominio de los bienes raíces, o de derechos reales constituidos en estos, y como 
dispone el Art. 2408 del Código Civil Ecuatoriano, el tiempo necesario es de tres años para los 
bienes muebles y de cinco para los raíces. 
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“Es un modo de adquirir el derecho, derivado de la actividad y diligencia del 
adquirente, durante el periodo de tiempo establecido en la ley, coincidente con el 
abandono o desinterés del titular legitimo del mismo. E Couture”. (Andrade 
Barrera, 2006, pág. 321) 
2.1.3.1.2. Elementos 
 
Por principio general, es natural que un bien mueble o inmueble que no haya sido utilizado por 
su titular, sirva de hecho o de derecho en beneficio de otra persona que lo posee, Art. 2408 del 
Código Civil manifiesta que, el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva ordinaria es de 
tres años para los bienes muebles y de cinco años para los bienes raíces, a más de este elemento 
fundamental como es el tiempo, se desprenden otros elementos específicos como son: 
 
A.- La Posesión Regular; se entiende por posesión la tenencia de una cosa determinada con 
ánimo de señor o dueño y dentro de ésta, la posesión regular, que procede de justo título y ha 
sido adquirida de buena fe, aunque la buena fe no subsista después de adquirida la posesión, 
según lo señala el Art. 717 del Código Civil. 
 
 Cabe señalar que el Código Civil Ecuatoriano no define título, ni justo título sino 
más bien doctrinariamente se entiende que “Es la forma jurídica justificativa de todo 
derecho patrimonial”, para entender de mejor manera el justo título debemos estudiar 
el Art. 719 del Código Civil en el cual nos dice en qué casos no lo es, “No es justo 
título: 1. El falsificado, esto es, no otorgado realmente por la persona que aparece como 
otorgante; 2. El conferido por una persona como mandatario o representante legal de otra, 
sin serlo; 3. El que adolece de un vicio de nulidad, como la enajenación que, debiendo ser 
autorizada por un representante legal o por el juez, no lo ha sido; y; 4. El meramente 
putativo como el del heredero aparente que no es en realidad heredero; el de legatario cuyo 
legado ha sido revocado por acto testamentario posterior, etc. Sin embargo, el heredero 
putativo a quien, por disposición judicial, se haya dado la posesión efectiva, servirá aquella 
de justo título, como al legatario putativo el correspondiente acto testamentario que haya 
sido judicialmente reconocido”. 
 
De lo anotado podemos afirmar que constituye justo título el que no se encuentre 







 Ahora bien, la buena fe es un elemento subjetivo e inmaterial que define nuestro 
Código Civil en el Art. 721 “La buena fe es la conciencia de haberse adquirido el 
dominio de la cosa por medios legítimos, exentos de fraude y de cualquier otro vicio”. 
 
La buena fe es indispensable únicamente en el acto de tomar la posesión y no se 
opone a ella la mala fe sobreviniente, por regla general se presume la buena fe por 
lo que es susceptible de prueba en contrario. 
 
El error de hecho, el que incide sobre los bienes, no afecta la buena fe; pero el error 
de derecho, cuando incide sobre la ley, constituye una presunción de mala fe que no 
admite prueba en contrario. 
 
 El Art. 717 en el inciso segundo del Código Civil establece que “si el título es 
traslativo de dominio, es también necesaria la tradición”, para que la posesión sea 
regular. 
 
La tradición es la forma jurídica de cumplir las obligaciones que por su naturaleza 
sirven para transferir el dominio, como la venta, la permuta, la donación entre 
vivos, en donde la entrega que el dueño de una cosa hace a otro con la intención de 
transferir el dominio. Pero no basta ser dueño de una cosa para transferir el 
dominio, sino que se necesita el derecho de poder transmitirlo en el momento del 
acto jurídico, es decir, necesita reunir los requisitos para la existencia y validez de 
los actos jurídicos, de la misma manera es necesario que los actos o contratos no 
sean nulos, ni ser incapaz para efectuarlos. 
 
Claramente se entiende que, sin tradición valida no habrá prescripción ordinaria 
valida, porque inexorablemente no podrá darse la posesión regular y a su vez, para 
que la tradición sea válida, es necesario reunir los requisitos para la existencia y 
validez de todo acto jurídico, los mismos que se encuentran tipificados en el Art. 
1461 del Código Civil “Para que una persona se obligue a otra por un acto o 
declaración de  voluntad es necesario: 
 
1. Que sea legalmente capaz;  
2. Que consienta en dicho acto o declaración, y su consentimiento no adolezca de vicio; 
3. Que recaiga sobre un objeto lícito; y, 
4. Que tenga una causa licita. 
La capacidad legal de una persona consiste en poderse obligar por sí misma, y sin el 




Además, se deben cumplir con los requisitos propios de la tradición que para el 
efecto son los siguientes: 
 
a) Que recaiga sobre cosas susceptibles de propiedad privada; 
 
b) Que se encuentren en el comercio; 
 
c) Que el tradente sea el verdadero dueño de la cosa; y, 
 
d) Que el titulo traslaticio de dominio sea válido. 
  
Del requisito a) se deriva que las cosas que están fuera del comercio son las 
enumeradas en el Art. 602 del Código Civil, que si llegan a  enajenarse tendrán 
objeto ilícito. 
 
El tradente debe ser el dueño de la cosa porque nadie puede transferir a otro, más 
derechos de que es el legítimo titular según el Art. 686 del Código Civil. 
Que el titulo traslaticio de dominio sea válido. 
 
En resumen se puede indicar que, cumplidas todas las formalidades requeridas por 
la ley para la validez de la tradición, existiendo justo título y buena fe se da la 
posesión regular, por lo que, se pueden adquirir los derechos por prescripción 
ordinaria. 
 
B.- Posesión Material Ininterrumpida; según el Art. 2401 del Código Civil, para ganar la 
prescripción ordinaria se necesita también que la posesión sea ininterrumpida, es decir que no 
haya sufrido ninguna interrupción ya se natural o civil, así mismo el Código Civil en el Art. 
2402 aclara puntualmente la interrupción natural: “La interrupción es natural: 
 
1. Cuando sin haber pasado la posesión a otras manos, se ha hecho imposible el ejercicio de actos 
posesorios, como cuando una heredad ha sido permanentemente inundada; y,  
2. Cuando se ha perdido la posesión por haber entrado en ella otra persona. 
 
 
La interrupción natural de la primera especie no surte otro efecto que el de descontarse su duración; 
pero la interrupción natural de la segunda especie hace perder todo el tiempo de la posesión anterior; a 
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menos que se haya cobrado legalmente la posesión, conforme a lo dispuesto en el Titulo De las acciones 
posesorias. En tal caso, no se entenderá haber habido interrupción para el desposeído”. 
 
De igual forma el Art. 2403 del Código Civil nos puntualiza la interrupción civil: 
 
“Interrupción civil es todo recurso judicial intentado por el que se pretende 
verdadero dueño de la cosa, contra el poseedor. 
Sólo el que ha intentado este recurso podrá alegar la interrupción y ni aun el, en los 
casos siguientes: 
Si la citación de la demanda no ha sido hecha en forma legal; 
Si el recurrente desistió expresamente de la demanda o cesó en la persecución por 
más de tres años; y, 
Si el demandado obtuvo sentencia de absolución. 
En estos casos se entenderá no haber sido interrumpida la prescripción por la 
demanda”. 
Como se ha indicado uno de los requisitos fundamentales para obtener la prescripción es que, la 
posesión sea ininterrumpida, el efecto que produce la interrupción es hacer perder todo el 
tiempo de posesión anterior de la cosa.  
 
El primer caso de interrupción natural, es por un fenómeno natural que, implica una perdida 
material de la posesión, una privación del goce, que la ley ejemplifica en una inundación que 
hace imposible la posesión. En este ejemplo se puede dar una interrupción definitiva o una 
interrupción temporal, será definitiva si el poseedor del bien aunque desaparezca la causa de la 
imposibilidad no vuelve a poseer el bien, y será temporal cuando el poseedor reanuda los actos 
posesorios al desaparecer la causa de interrupción, en concordancia con el Art. 669 del Código 
Civil. 
 
La segunda forma en que opera la interrupción natural, es en el caso de que la posesión se 
pierda porque otro la toma, la interrupción de la prescripción en este caso será siempre 
definitiva. 
 
Siendo que la posesión es la conjugación de dos elementos, el corpus y el animus, si desaparece 
uno de ellos, desaparecerá también la posesión, por lo tanto desaparecido el corpus conlleva 
finalmente a la perdida de la posesión salvo el caso que se recupere legalmente mediante el 
empleo de las acciones necesarias correspondientes. 
23 
 
En la interrupción civil que hace referencia el Código Civil en sus artículos pertinentes, no se 
dará ni perdida de posesión ni privación de goce, mientras la persona que promueve el recurso 
no triunfe en él, es decir que, solamente quien se pretende verdadero dueño, puede interrumpir 
civilmente la prescripción, mediante una acción que se sigue en los tramites de juicio ordinario 
encaminada a recuperar la posesión. 
 
C.- Tiempo; para prescribir ordinariamente los derechos sobre los bienes se requiere el tiempo 
necesario para que opere, en el caso puntual de la ordinaria es de tres años para los bienes 
muebles, y de cinco para los raíces. 
 
Se entiende que los bienes muebles son los que se pueden transportar de un lugar a otro, 
mientras que los bienes inmuebles, fincas o raíces son las cosas que no pueden transportarse de 




Los efectos que produce la prescripción adquisitiva ordinaria son los enumerados a 
continuación: 
 
1. A quien adquiere por prescripción ordinaria, le sirve como justo título. 
 
2. Si el prescribiente poseía un bien con título defectuoso, al cumplirse la prescripción 
queda saneado. 
 
3. Al consumarse la prescripción el poseedor se refuta propietario desde el momento 
mismo que la prescripción comenzó a correr. 
  
4. La prescripción ordinaria otorga estabilidad y seguridad jurídica, evitando que otra 
persona pueda suplantarle en la posesión. 
 
5. Para que la prescripción ordinaria cumpla su objetivo, debe necesariamente ser a través 









2.1.3.2.  Prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio 
 
Como ya lo hemos enunciado en reiteradas ocasiones en este capítulo, la prescripción es un 
modo de adquirir el dominio, por medio del cual se gana el dominio de los bienes inmuebles que 
están en el comercio humano, que se han poseído por las condiciones legales y con el tiempo 
estipulado en la ley.  
  
2.1.3.2.1. Concepto y Definición 
 
De lo anotado diremos que la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, es un modo de 
adquirir el dominio de los bienes inmuebles que son susceptibles del comercio humano, con el 
tiempo necesario de quince años, contra toda persona.  
 
“Es un modo de adquirir un derecho real por el transcurso del tiempo, en las 




De lo examinado hasta aquí cabe señalar que, la prescripción adquisitiva ordinaria de dominio y 
la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio en cuanto a los elementos fundamentales 
tienen la misma esencia, por lo que, sus requisitos son semejantes, salvo con notorias 
excepciones que las detallamos a continuación: 
 
 A.- Titulo Inscrito; la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio cabe contra título 
inscrito. De igual manera la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio no exige título 
alguno para alegarla basta la posesión material de bien inmueble, así lo ratifica el numeral 
segundo del Art. 2410 del Código Civil. 
 
B.- Buena Fe; la buena fe se presume de derecho, por lo tanto no admite prueba en contrario, 
pero la existencia de un título de mera tenencia hará presumir la mala fe. 
 
“La excepción tiene una contra excepción se vuelve a la regla general de que no 
cabe prescripción contra título inscrito, si el poseedor “material” de la finca, tiene 
un título de mera tenencia. En este caso se cambia la regla: se presume la mala fe. 
Esto es muy lógico, ya que quien entra en posesión por un título de mero poseedor, 
reconoce la posesión de otro: la mera tenencia supone la existencia de un poseedor 
distinto; por ejemplo, el arrendatario, es un mero tenedor, y al actuar como 
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arrendatario está reconociendo la propiedad y la posesión del propietario que es 
otra persona distinta de él”. (Larrea Holguín, 2005, pág. 462) 
De conformidad con el Art. 729 del Código Civil “Se llama mera tenencia la que se ejerce sobre 
una cosa, no como dueño, sino en lugar o a nombre del dueño…”. 
 
C.- Posesión Publica, Pacifica, Exclusiva, No Interrumpida; para exigir la prescripción 
extraordinaria de dominio se requiere que la posesión se encuentre dentro de los términos 
establecidos por la ley, los mismos que los detallamos a continuación: 
 
 En virtud del Art. 728 del Código Civil, la posesión pública se opone a la 
clandestina, es decir que, posesión clandestina es la que se ejerce ocultándola a los 
que tienen derecho para oponerse a ella. 
 
Para que la posesión no sea clandestina, los actos posesorios deben ser notorios de 
modo que puedan ser interpretados con el ánimo “de señor o dueño”. 
 
 Posesión pacífica, es decir no violenta, el poseedor pacifico debe recurrir a las 
acciones judiciales correspondientes para defender su posesión si es atacada, pero 
no puede rechazar por la fuerza a quien pretende apoderarse de la cosa que posee de 
lo contrario puede incurrir en la posesión violenta tipificada en el Art. 725 del 
Código Civil. 
 
 La posesión debe ser también exclusiva, si es compartida por varios poseedores, 
esas personas forman un solo sujeto, es un ejemplo claro el de los condóminos, la 
exclusividad de la posesión se refiere a una cosa determinada, no posee todo el 
predio, quien solamente hace actos posesorios en una parte. 
 
En este caso los menores e incapaces pueden ganar por prescripción un bien 
inmueble aunque ellos directamente no tengan la posesión, y solamente ostenten la 
posesión ejercitada en su nombre, por su representante legal. 
 
 Finalmente la posesión debe ser no interrumpida, a diferencia de la prescripción 
ordinaria, no se suspende la prescripción adquisitiva extraordinaria. 
 
La regla legal es que no hay lugar a interrupción posible en la prescripción 
extraordinaria, con el resultado final que acarrea la interrupción, que es perder o 
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extinguir todo el tiempo de posesión, a menos que se la recobre legalmente, 
(mediante las acciones posesorias). 
 
Art. 960 del Código Civil “Las acciones posesorias tienen por objeto conservar o 
recuperar la posesión de bienes raíces o de derechos reales constituidos en ellos”. 
 
En caso de que el bien objeto de la prescripción extraordinaria pertenezca a varias 
personas, todo lo que interrumpe la prescripción respecto de una de ellas, lo 
interrumpe también respecto de las otras. 
 
En conclusión diremos que, la interrupción sea natural o civil hace referencia a un 
acto del titular del derecho, que produce la privación de la posesión a otra, o 
también en el ejercicio de un recurso judicial por parte del mismo titular contra el 
poseedor, es decir el dueño del bien inmueble ejerce el derecho de interrumpir 
natural o civilmente la prescripción. 
 
D.- Ánimo de Señor o Dueño; uno de los elementos necesarios para la prescripción 
extraordinaria es el ánimo de verdadero señor o dueño, es decir como si fuera de propiedad de 
uno, el poseedor debe comportarse como dueño absoluto y exclusivo del bien inmueble. Por 
ejemplo si existiese un contrato de arrendamiento con alguien que firma como propietario, se 
está reconociendo que no es de su propiedad, por lo tanto, no es poseedor sino solamente mero 
tenedor; como el ánimo o voluntad esta intrínsecamente dentro de una persona, se necesita 
exteriorizar, exponerla al conocimiento de los demás, de no ser así el poseedor se maneja en 
forma clandestina ocultando su propósito, es una posesión viciosa que no sirve para adquirir. 
 
Esta exteriorización se efectúa mediante “hechos posesorios” que demuestran el ánimo de 
dueño, como por ejemplo edificar, cercar, conectar servicios públicos (agua, luz, teléfono, etc.) 
o cualquier acto que un propietario acostumbra realizar. Más allá aun es el pago de impuesto 
predial, porque nadie paga impuestos de terreno ajeno, pero hay que señalar también que nadie 
se hace dueño solo por los pagos. 
 
Por lo anotado se desprende que, el poseedor sabe que una cosa es ajena, pero no debe 
reconocerlo jamás, sino comportarse como dueño absoluto y exclusivo; ni dejar que se la quiten, 
ni que nadie entre sin su permiso. 
 
E.- Tiempo: actualmente regidos por el Código Civil vigente, el tiempo para ganar por 
prescripción extraordinaria el dominio de los bienes, es de quince años, desde que la acción se 
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haya hecho exigible Art. 2410 No.4-1“Que quien se pretende dueño no pueda probar que en los 
últimos quince años se haya reconocido expresa o tácitamente su dominio por quien alega la 
prescripción; …”. 
 
La ley no tiene efecto retroactivo por lo tanto, quien escoge a tenerse al derecho de prescripción 
solamente se podrá hacer valer la posesión a partir de la vigencia de la ley actual sobre este 
tema. 
 
Según el Art. 33 del Código Civil ecuatoriano “Todos los plazos de días, meses o años de que se 
haga mención en la leyes…se entenderá que han de ser completos,…se aplicaran estas reglas a las 
prescripciones, a las calificaciones de edad y, en general a cualesquiera plazos o términos prescritos en 




Los efectos que produce la prescripción adquisitiva extraordinaria son los enumerados a 
continuación: 
 
1. La prescripción extraordinaria de dominio es un modo de adquirir originario de las 
cosas, porque el derecho del prescribiente no proviene del dueño anterior, sino es un 
hecho independiente como es la posesión. 
 
2. Es un modo de adquirir gratuitamente las cosas, ya que la adquisición no implica 
gravamen económico para el prescribiente. 
              
3. Es un acto entre vivos. 
 
4. A quien adquiere por prescripción extraordinaria, le sirve como justo título. 
 
5. Al consumarse la prescripción extraordinaria el poseedor se refuta propietario desde el 
momento mismo que la prescripción comenzó a correr. 
  
6. La prescripción extraordinaria otorga estabilidad y seguridad jurídica, evitando que otra 




7. Para que la prescripción extraordinaria cumpla su objetivo, debe necesariamente ser a 
través de sentencia judicial, la misma que será catastrada, protocolizada e inscrita en el 
Registro de la Propiedad correspondiente.  
 
8. La sentencia ejecutoriada de prescripción adquisitiva extraordinaria produce el efecto de 
cosa juzgada, no solo para las partes intervinientes en el proceso, sino también a quienes 
sus sucesores universales o particulares. 
 
9. La sentencia de prescripción adquisitiva extraordinaria afecta también a terceros. 
 
 
2.2.  La prescripción adquisitiva extraordinaria como modo de adquirir el dominio 
 
2.2.1. Trámite Judicial 
 
Luego de tener los conceptos y definiciones generales de la prescripción, en este capítulo 
analizaremos paso a paso las diferentes etapas que se realizan procesalmente para establecer 
quien tiene derecho a exigir la prescripción.  
 
2.2.1.1.  De la demanda 
 
Esta clase de litigios se inicia con la demanda, que debe contener los requisitos establecidos 
en el Art. 67 del Código Procesal Civil que dispone: “Requisitos y contenido.- La demanda debe 
ser clara y contendrá: 
 
 
1. La designación de la jueza o el juez ante quien se propone;  
2. Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los nombres completos del 
demandado; 
3. Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y precisión; 
4. La cosa, cantidad o hecho que se exige; 
5. La determinación de la cuantía; 
6. La especificación del trámite que debe darse a la causa; 
7. La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar donde debe 
notificarse al actor; y,  




El primer requisito es que la demanda debe ser clara, lo que significa que es fácil de 
comprender, en lenguaje entendible, manifiesto expresado con libertad.   
   
 La designación de la jueza o el juez ante quien se propone la demanda.- 
 
Esto tiene relación con la jurisdicción y competencia establecidas en el Art. 1 del 
Código de Procedimiento Civil que manifiesta: “La jurisdicción, esto es, el poder de 
administrar justicia, consiste en la potestad publica de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado 
en una materia determinada, potestad que corresponde a los tribunales y juezas y jueces 
establecidos por las leyes. 
Competencia es la medida dentro de lo cual la referida potestad está distribuida en los 
diversos tribunales y juzgados, por razón del territorio, de la materia, de las personas y de 
los grados”. 
 
Y el Art. 150 del Código Orgánico de la Función Judicial que manifiesta; “La 
jurisdicción consiste en la potestad publica de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, potestad 
que corresponde a las juezas y jueces establecidos por la Constitución y la leyes, y que se 
ejerce según las reglas de la competencia”.  
 
En el caso particular que estamos estudiando cómo es la prescripción adquisitiva extraordinaria 
de dominio, la demanda se la presenta ante un Juzgado de lo Civil, del lugar donde estuviese la 
cosa raíz materia del litigio. 
 
 Los nombres completos, estado civil, edad y profesión del actor y los 
nombres completos del demandado.-  
 
El Art. 32 del Código de Procedimiento Civil define qué; “Actor es el que propone la demanda, y 
demandado, aquel contra quien se la intenta”. 
 
En la demanda se especifica con claridad los nombres y apellidos, edad, estado civil, ocupación, 
y domicilio de la persona que propone la demanda, en cumplimiento de lo que dispone el Art. 
77 de la Ley de Registro Civil, Identificación y Cedulación que manifiesta: “Los nombres y 
apellidos que constan en el acta de inscripción del nacimiento de una persona son los que le 
corresponden, y debe usarlos en todos sus actos públicos y privados de carácter jurídico”.  
 
Así como el Art. 331 del Código Civil que dispone: “El estado civil es la calidad de un individuo, 
en cuanto le habilita o inhabilita para ejercer ciertos derechos o contraer ciertas obligaciones civiles”. 
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Y el Art. 332 del Código Civil que define: “El estado civil de casado, divorciado, viudo, padre, hijo, 
se probará con las respectivas copias de las actas de registro civil”. 
 
Y de igual forma todos los datos que se conozca del demandado, de ser necesario y cuando así 
lo exige la ley se indica también los nombres de los herederos de haberlos y del cónyuge 
sobreviviente cuando el propietario del bien ha fallecido. 
 
 Los fundamentos de hecho y de derecho, expuestos con claridad y 
precisión.-  
 
En los fundamentos de hecho o dentro del campo jurídico en general, consisten en relatar los 
antecedentes. Es hacer una relación de los hechos, de cómo empezó y se ha mantenido la 
posesión, pacifica, pública y notoria con el ánimo de señor y dueño, hasta la fecha que se 
presenta la demanda, del inmueble debidamente identificado y delimitado, haciendo constar sus 
linderos y superficie; además se indicará desde que fecha y año  se viene manteniendo la 
posesión ininterrumpida, señalando los efectos posesorios que se efectúan sobre el bien raíz; 
como ejemplo indicaremos sembríos, cerramientos, construcciones, como prevé el Art. 969 del 
Código Civil; “Se deberá probar la posesión del suelo por hechos positivos, de aquellos a que soló el 
dominio da derecho, como la corta de maderas, la construcción de edificios, la de cerramientos, las 
plantaciones o cementeras, y otros de igual significación ejecutados sin el consentimiento del que disputa 
la posesión”.  
 
Como la prescripción es la acción de adquirir, es muy  importante tener en cuenta que, el 
prescribiente no debe reconocer en ningún momento de la demanda el derecho de otra persona 
sobre la propiedad; pues si expresamente reconoce el derecho del titular, obviamente no le asiste 
el derecho de señor y dueño. En relación con la circunstancia 1ra. del numeral 4to. del Art. 2410 
del Código Civil, “Que quien se pretende dueño no pueda probar que en los últimos quince años se 
haya reconocido expresa o tácitamente su dominio por quien alega la prescripción; y,…”. 
 
De la misma manera, dentro de los fundamentos de hecho se debe especificar la prescripción 
que se solicita, no se trata simplemente de alegar la prescripción, sino indicar la clase de 
prescripción, pues, existen innumerables casos en jurisprudencia que se ha desechado la 
demanda por no cumplir con este elemental requisito. 
 
De los fundamentos de derecho, el actor debe exponer las disposiciones legales en las cuales se 
ampara, con el objeto de hacer valer sus derechos. 
A continuación transcribiremos las siguientes: 
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Art. 603, Código Civil del Ecuador “Los modos de adquirir el dominio son la 
ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la 
prescripción. 
De la adquisición de dominio por estos dos últimos medios se tratará en el libro de 
la sucesión por causa de muerte, y al fin de este Código”. 
Art. 715 Código Civil del Ecuador, “Posesión es la tenencia de una cosa 
determinada con ánimo de señor o dueño; sea que el dueño o el que se da por tal 
tenga la cosa por sí mismo, o bien por otra persona en su lugar y a su nombre. 
El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifica serlo”. 
Art. 969 del Código Civil del Ecuador, “Se deberá probar la posesión del suelo por 
hechos positivos, de aquellos a que soló el dominio da derecho, como la corta de 
maderas, la construcción de edificios, la de cerramientos, las plantaciones o 
cementeras, y otros de igual significación ejecutados sin el consentimiento del que 
disputa la posesión”.  
Art. 2392, Código Civil del Ecuador, “Prescripción es un modo de adquirir las 
cosas ajenas, o de extinguir las acciones y derechos ajenos, por haberse poseído las 
cosas, o no haberse ejercido dichas acciones y derechos, durante cierto tiempo, y 
concurriendo los demás requisitos legales. 
Una acción o derecho se dice que prescribe cuando se extingue por la 
prescripción”. 
Art. 2410, Código Civil del Ecuador, “El dominio de las cosas comerciales que no 
ha sido adquirido por la prescripción ordinaria, puede serlo por la extraordinaria, 
bajo las reglas que van a expresarse: 
1.- Cabe la prescripción extraordinaria contra título inscrito; 
2.- Para la prescripción extraordinaria no es necesario título alguno; basta la 
posesión material en los términos del Art. 715; 
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3.- Se presume en ella de derecho la buena fe, sin embargo de la falta de un título 
adquisitivo de dominio; 
4.- Pero la existencia de un título de mera tenencia hará presumir mala fe, y no 
dará lugar a la prescripción, a menos de concurrir estas dos circunstancias: 
1.- Que quien se pretende dueño no pueda probar que en los últimos quince años se 
haya reconocido expresa o tácitamente su dominio por quien alega la prescripción; 
y, 
2.- Que quien alega la prescripción pruebe haber poseído sin violencia, 
clandestinidad ni interrupción por el mismo espacio de tiempo”. 
Art. 2411 Código Civil del Ecuador, “El tiempo necesario para adquirir por esta 
especie de prescripción es de quince años, contra toda persona, y no se suspende a 
favor de las enumeradas en el Art. 2409”. 
Es necesario también atenerse al Art. 1000 del Código de Procedimiento Civil, que 
manda: “El juez dispondrá la inscripción en el registro de la propiedad, en el 
registro mercantil o en la jefatura de tránsito, según el caso, de las demandas que 
versen sobre dominio o posesión de inmuebles o de muebles sujetos a registro, así 
como también de las demandas que versen sobre demarcación y linderos, 
servidumbres, expropiación, división de bienes comunes y acciones reales 
inmobiliarias. 
Antes de que se cite con la demanda se realizará la inscripción, que se comprobará 
con el certificado respectivo. La omisión de este requisito será subsanable en 
cualquier estado del juicio, pero por ella se sancionará al actuario. 
La inscripción de la demanda no impide que los bienes se enajenen válidamente en 
remate forzoso y aún de modo privado, pero el fallo que en el litigio recayere tendrá 
fuerza de cosa juzgada contra el adquirente, aunque éste no haya comparecido en el 
juicio. Hecha la inscripción del traspaso de dominio, el registrador la pondrá en 
conocimiento del juez de la causa, dentro de tres días, mediante oficio que se 
incorporará al proceso. 
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Si el vendedor citado con la demanda, no diere aviso al comprador del litigio sobre 
la cosa que se vende, será culpable de fraude, además de los daños y perjuicios 
causados al comprador. Se presumirá la falta de dicho aviso si no hay constancia 
de ello en el instrumento de compra-venta. 
Si la sentencia fuere favorable al actor, el juez ordenará que se cancelen los 
registros de transferencia, gravámenes y limitaciones al dominio efectuados después 
de la inscripción de la demanda. 
Caducará la inscripción de la demanda, si dentro de los tres meses siguientes a 
ésta, no se hubiere citado al demandado, y en todos los casos en que se declare el 
abandono de la primera instancia o del juicio”. 
Y finalmente es necesario solicitar que en sentencia se declare la prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio, para que haga las veces de escritura pública, como dispone  el Art. 
2413 del Código Civil; “La sentencia judicial que declara una prescripción hará las veces de escritura 
pública para la propiedad de bienes raíces o de derechos reales constituidos en ellos; pero no valdrá 
contra terceros, sin la competente inscripción”. 
  
Y sea inscrita en el Registro de la Propiedad del cantón respectivo, donde se halle ubicado el 
bien, para que de acuerdo a la ley surta los efectos contra terceros. 
 
 La cosa, cantidad o hecho que se exige.- 
  
Como ya lo mencionamos, el inmueble o cosa materia de la prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio, debe estar debidamente identificado y delimitado, haciendo constar 
sus linderos y superficie; indicando el sector, parroquia, cantón y provincia en donde se 
encuentra ubicado el inmueble. 
 
 La determinación de la cuantía.- 
  
La determinación de la cuantía, en este caso, es indeterminada, con la salvedad del 
Art. 407 del Código de Procedimiento Civil, “Si se trata de demandas cuya cuantía 
no pase de cinco mil dólares de los Estados Unidos de América, se presentará ante 
la jueza o el juez de lo civil respectivo, acompañada de la prueba de que disponga 
el actor o anuncie la que deba actuarse en la audiencia de conciliación y 
juzgamiento. La jueza o el juez mandará citar al demandado, quien en el término de 
ocho días podrá contestar la demanda proponiendo excepciones, a las que 
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acompañará la prueba de que disponga y anunciará la que deba actuarse en la 
audiencia de conciliación y juzgamiento. Transcurrido el tiempo señalado, con o sin 
contestación, la jueza o el juez fijará fecha para la audiencia de conciliación y 
juzgamiento, la que se realizará no antes de tres días ni después de ocho días de la 
fecha de señalamiento. 
Si inasisten ambas partes a la audiencia de conciliación y juzgamiento, la jueza o el 
juez dará por concluido el proceso y dispondrá su archivo, al igual que si inasiste la 
parte demandante. Si inasiste el demandado, la jueza o el juez declarará su 
rebeldía, mandará en el mismo acto a practicar la prueba solicitada por el actor, y 
dictará su fallo. Si asisten las dos partes, la jueza o el juez promoverá la 
conciliación entre ellas. Si esta alcanza la totalidad del litigio, la jueza o el juez 
dictará sentencia aprobándola, de no contravenir a derecho. Si no hay acuerdo o si 
éste es parcial o no es homologado por ser contrario a derecho, la jueza o juez 
dispondrá que a continuación se practiquen las pruebas que hayan sido solicitadas 
por las partes. En la audiencia, se recibirán las declaraciones testimoniales, la 
absolución de posiciones y la declaración de los peritos, así como se examinarán 
los documentos y objetos que se hayan adjuntado; inmediatamente se concederá la 
palabra a las partes para que aleguen, comenzando por el actor. Si la audiencia se 
extiende más allá de las dieciocho horas, se suspenderá para continuarla en el día 
siguiente y así hasta concluirla. No podrá interrumpirse en ningún caso, salvo 
fuerza mayor. Escuchados los alegatos, la jueza o el juez dictará en el mismo acto 
sentencia, la que será reducida a escrito y debidamente fundamentada en el término 
de cuarenta y ocho horas y se notificará a las partes en las veinticuatro horas 
siguientes. Únicamente se podrá apelar de la sentencia en efecto devolutivo. De la 
sentencia que dicte la corte provincial no cabrá recurso de casación ni de hecho. La 
corte provincial resolverá por el mérito de los autos, dentro del término de cinco 
días de recibido el proceso. El incumplimiento de los términos para sustanciar el 
procedimiento, será sancionado de conformidad con las disposiciones del Código 
Orgánico de la Función Judicial”. 
 La especificación del trámite que debe darse a la causa.- 
 
El trámite que debe darse a la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, es el 
ORDINARIO, toda vez que, la ley no ha fijado un trámite especial según el Art. 59 del código 
de Procedimiento Civil; “Toda controversia judicial que, según la ley, no tiene un procedimiento 
especial se ventilara en juicio ordinario”, en cuyo caso se debe cumplir el Art. 395 del Código de 
Procedimiento Civil: “El juicio ordinario se sujetará a las disposiciones de esta Sección y se tramitará 
ante uno de las y los jueces de lo civil”. 
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 La designación del lugar en que debe citarse al demandado, y la del lugar 
donde debe notificarse al actor.- 
  
En atención a lo dispuesto en el Art. 73 del Código de Procedimiento Civil 
“Citación es el acto por el cual se hace saber al demandado el contenido de la 
demanda o del acto preparatorio y las providencias recaídas en esos escritos. 
Notificación es el acto por el cual se pone en conocimiento de las partes o de otras 
personas o funcionarios, en su caso, las sentencias, autos y demás providencias 
judiciales, o se hace saber a quién debe cumplir una orden o aceptar un 
nombramiento, expedidos por la jueza o el juez”. 
En la demanda se debe indicar con claridad “el lugar” dirección en donde debe citarse al 
demandado, especificando calles, numeración, sector, parroquia, cantón, provincia para facilitar 
al funcionario público quien se encargará de esta importantísima diligencia, entendiéndose por 
lugar según la definición del diccionario de la lengua española “Espacio ocupado por un cuerpo”.  
 
Procesalmente se debe citar en esta clase de juicios al Municipio del cantón en donde se 
encuentra ubicado el inmueble, en la persona del Alcalde y del Procurador Síndico, indicando 
de igual forma calles, numeración, sector. 
 
El actor de la demanda debe señalar casilla judicial (físico y/o electrónico) de su 
patrocinador legal, según el Art. 75 del Código de Procedimiento Civil: “Todo el 
que fuere parte de un procedimiento judicial designará el lugar en que se ha de ser 
notificado, que no puede ser otro que la casilla judicial y/o el domicilio judicial 
electrónico en un correo electrónico de un Abogado.  
No se hará notificación alguna a la parte que no cumpliere este requisito; pero el 
derecho a ser notificado convalecerá el momento en que hiciere la designación a 
que se refiere el inciso anterior, y, desde entonces, se procederá a notificarle.  
Las notificaciones al Procurador General del Estado, se harán en la forma prevista 
en el art. 6 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General del Estado.  
Las notificaciones a los representantes de las instituciones del  Estado y a los 
funcionarios del Ministerio Público, que deben intervenir en los juicios, se harán en 
las oficinas que estos tuvieren en el lugar del juicio, o en la casilla judicial y/o en el 
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domicilio judicial electrónico en un correo electrónico, que señalaren para el 
efecto”.   
 Los demás requisitos que la ley exija para cada caso.- 
 
Certificado de hipotecas y gravámenes emitido por el Registro de la Propiedad, como principio 
universal para la transferencia de dominio es necesario la inscripción del título, que no es otra 
que, la escritura pública debidamente celebrada con las solemnidades que exige la Ley Notarial 
previo al pago de impuestos.   
 
Con el correspondiente certificado  se identificará claramente al legítimo contradictor, a quien 
se ha de demandar la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio.   
 
Plano, para identificar e individualizar el bien inmueble materia del litigio, es necesario adjuntar 
a la demanda el plano determinando linderos, dimensiones, y  superficie.  
 
Carta del impuesto predial, en la práctica es necesario adjuntar a la demanda la carta del 
impuesto predial, con esto identificaremos el pago de tributos al Municipio correspondiente y el 
número de predio junto con la clave catastral. 
 
Además, en los casos especificados por la ley, es necesario adjuntar la  partida de defunción en 
el caso que el legítimo contradictor haya fallecido. 
 
La demanda deberá ser presentada en la Sala de Sorteos de la Función Judicial de la provincia 
en donde se encuentra el bien que se está reclamando por prescripción,   
 
A) Modelo de Demanda  
 
SEÑOR JUEZ DE LO CIVIL DE PICHINCHA 
 
JOSÉ JULIO GUALOTO SIMBAÑA, de 36 años de edad, de estado civil casado, de 
ocupación chofer profesional, domiciliado en la parroquia de Calderón, cantón Quito, 









Esta demanda la deduzco en contra de los herederos presuntos y desconocidos del señor 
JUAN JOSÉ TATAYO SANGUÑA y MARÍA DEL CARMEN COLLAGUAZO 
TITUAÑA, de quienes desconozco la individualidad y sus domicilios actuales. 
 
FUNDAMENTOS DE HECHO: 
 
Desde hace aproximadamente 18 años, me encuentro en posesión tranquila, pacifica, pública 
y notoria de un lote de terreno de 684.00 metros cuadrados, el mismo que se encuentra 
situado en el sector de San José, Parroquia Calderón, cantón Quito, Distrito Metropolitano de 
Quito, provincia de Pichincha. 
 
Mi posesión es en forma ininterrumpida, no equivoca con el ánimo de verdadero señor y 
dueño, dentro de este terreno he sembrado, he cosechado productos de ciclo corto, propios de 
la zona, así como también plantas frutales, etc., que han servido y sirven para resolver parte 
de mi sustento, con gastos de mi propio peculio he construido una vivienda en la que me 
encuentro residiendo hasta el día de hoy junto con mi familia, demostrando y ejerciendo el 
verdadero ánimo de señor y dueño, por lo tanto todos los vecinos del sector me reconocen y 
me consideran como tal. 
 
Por esta razón los demandados reconocen de mi posesión en el predio y por lo tanto nadie ha 
interferido sobre la misma. 
 
El lote de terreno se encuentra circunscrito dentro de los siguientes linderos y dimensiones: 
 
POR EL NORTE: con una longitud de 38 m., con Propiedad Privada. 
POR EL SUR: en una longitud de 38 m., con propiedad del señor Marcelo Guacollante. 
POR EL ESTE: en una longitud de 18 m., con varios propietarios. 
POR EL OESTE: en una longitud de 18m., con Pasaje Privado. 
 
Considero que me encuentro en el pleno derecho de reclamar la Prescripción Adquisitiva 
Extraordinaria de Dominio, tanto más que he realizado actos de posesión en el predio 






FUNDAMENTOS DE DERECHO: 
 
Con los antecedentes expuestos y amparado en lo que disponen los artículos 603, 715, 2392, 
2410, 2411, y demás pertinentes del Código Civil Ecuatoriano, acudo ante su señoría y  
demando la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, del lote de terreno cuya 
individualidad dejo especificada, a fin de que luego del trámite legal expida SENTENCIA, la 
misma que dispondrá, protocolizar, en una de las Notarías del cantón Quito, catastrar e 
inscribir en el Registro de la Propiedad del mismo cantón, para que sirva de suficiente 
TÍTULO INSTRUMENTAL DE DOMINIO. 
 
Se mandará inscribir esta demanda en el Registro de la propiedad del Cantón Quito, de 












Por expresa disposición de la Ley del Distrito Metropolitano de Quito según los Arts. 4 y 11, 
se servirá tomar en cuenta en la presente causa al Ilustre Municipio de Quito, en la persona 
del señor Alcalde y al señor Procurador Metropolitano, por ser aquellos legales personeros y 
encontrarse el bien inmueble en el sector urbano de esta ciudad, a quienes se les citará con la 
presente demanda y la providencia respectiva en las calles Venezuela entre Chile y Espejo, 
de esta ciudad. 
 
A los demandados, se le citará de conformidad a lo dispuesto en el Art. 82 del Código de 
Procedimiento Civil, citándose por medio de la prensa de mayor circulación de la ciudad de 
Quito a los herederos de los señores JUAN JOSÉ TATAYO SANGUÑA y MARÍA DEL 
CARMEN COLLAGUAZO TITUAÑA, y demás personas que se creyeren tener derecho 




Se debe adjuntar prueba documental que acredite haber realizado averiguaciones; (Gaceta 
Judicial, Serie XVII, No. 9, Pág. 2645 y 2646). 
            
NOTIFICACIONES: 
 
Notificaciones que me correspondan las recibiré en la casilla judicial número 3789 del 
Palacio de Justicia, perteneciente a mi Abogado Patrocinador Dr. Marcelo Balseca, 
profesional a quien autorizo suscriba y presente cuanto escrito sea necesario en procura y 
defensa de mis intereses. 
 
Adjunto el respectivo certificado de hipotecas y gravámenes, así como también copia del 
plano y carta del impuesto predial.  
 
Firmo junto a mi abogado patrocinador. 
 
Sr. Julio Gualoto S. 
 
 
2.2.1.2.  Sorteo 
 
La demanda debe ingresarse en la oficina de sorteos y casilleros judiciales de la Corte 
Provincial de Justicia, para que a través del sistema SATJE se radique la competencia de un 




CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA 
OFICINA DE SORTEOS Y CASILLEROS JUDICIALES 
 
Ingresado por: MUÑOZC 
Recibida el día de hoy, martes 8 de abril del dos mil diez, a las doce horas y tres minutos, el 
proceso ORDINARIO por PRESCRIPCION EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE 
DOMINIO seguido por: JOSÉ JULIO GUALOTO SIMBAÑA en contra de JUAN JOSÉ 
TATAYO SANGUÑA y MARÍA DEL CARMEN COLLAGUAZO TITUAÑA, en: 0 
foja(s), adjunta TRES FOTOCOPIAS, UN CERTIFICADO, UN CROQUIS UNA 
DEMANDA EN DOS FJS Y TRES COPIAS DE LA MISMA. Por sorteo su conocimiento 
correspondió al JUZGADO TERCERO DE LO CIVIL y al número 17303-2010-0807. 
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QUITO, martes 8 de abril del 2010 
 
JEFE DE SORTEOS Y CASILLEROS (E)                                       SECRETARIA 
 
 
2.2.1.3.  Calificación de la demanda 
 
Una vez que se ha presentado la demanda, y radicado la competencia, es obligación de la 
Jueza o el Juez a quien le correspondió conocer la causa en razón del sorteo realizado previo 
a la calificación examinar, si reúne los requisitos establecidos en la Ley, si la demanda es 
clara, precisa y reúne los requisitos de ley, se acepta a trámite por vía ordinaria, según el 
Art. 69 del Código de Procedimiento Civil; Art. 69 “Presentada la demanda, la jueza o el juez 
examinará si reúne los requisitos legales.  
 
Si la demanda no reúne los requisitos que se determinan en los artículos precedentes, ordenará que 
el actor la complete o aclare en el término de tres días; y si no lo hiciere, se abstendrá de tramitarla, 
por resolución de la que podrá apelar únicamente el actor.  
La decisión de segunda instancia causará ejecutoria. 
La jueza o el juez cuando se abstenga de tramitar la demanda, ordenará la devolución de los 
documentos acompañados a ella, sin necesidad de dejar copia. 
La omisión de este deber por la jueza o el juez constituirá falta que será sancionada por el director 
provincial del Consejo de la Judicatura respectivo, con amonestación por escrito la primera vez y la 
segunda con multa equivalente al diez por ciento de la remuneración de la jueza o del juez. La 
reiteración en el incumplimiento de este deber constituirá falta susceptible de ser sancionada con 
suspensión o destitución.  
La corte que advierta esta omisión, la pondrá en conocimiento del director provincial del Consejo de 
la Judicatura para los fines de ley”.  
 
Si la demanda no reúne los requisitos de Ley, el Juez mediante providencia ordenará que el 
actor complete o aclare la demanda en el término de tres días; de no hacerlo se abstendrá de 
tramitar la causa. 
 
Cuando el Juez se abstenga de tramitarla se puede apelar, si no apela el Juez ordenará la 
devolución de los documentos acompañados a la demanda, sin necesidad de dejar copias.   
 
Una vez que el Juez acepte la demanda a trámite, dará traslado con apercibimiento en 
rebeldía, simultáneamente a todos los demandados, en la forma establecida por la ley, para 
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que los demandados contesten la demanda en el término de quince (15) días, formulando 
conjuntamente las excepciones dilatorias y perentorias de las que se crean asistidos.  
 
Para el efecto de la citación establecida en el Art. 73 del Código de Procedimiento Civil, a 
quienes fueren conocidos, se los citará en la persona del demandado o de su procurador por 
una sola boleta; y por tres boletas de no hallase en el lugar establecido por el actor en la 
demanda, dejada en la correspondiente habitación, a cualquier individuo de su familia o 
servicio, si no hubiere a quien entregarla se las fijará en las puertas y el funcionario sentará 
la razón de la diligencia correspondiente. 
 
A quienes fueren desconocidos o no se pudiere determinar su residencia se los citará por 
tres publicaciones en uno de los diarios de mayor circulación del lugar, cada una de ellas en 
fechas distintas, en el que contendrá un extracto de la demanda y la providencia respectiva. 
Previo a ello el actor deberá declarar con juramento la imposibilidad de dar con el domicilio 
o residencia del o los demandados, esta afirmación a más de ser presentada 
documentalmente, la hará el solicitante bajo juramento, cuyo requisito es indispensable. 
 
Para notificar al ausente según el Art. 87 del Código de Procedimiento Civil “Si la parte 
estuviere ausente, se le citará por comisión al teniente político, o por deprecatorio o exhorto, si se 
hallare fuera del cantón, de la provincia o de la Republica, en su caso”. 
 
Si los demandados no comparecieran  en veinte días después de la última publicación 
podrán ser declarados rebeldes, como dispone el inciso final del Art. 82 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 
Toda vez que, si el caso lo requiere, ya dentro de juicio de conformidad con el Art. 83 del 
Código de Procedimiento Civil, cuando falleciere uno de los legítimos contradictores, se 
notificará a sus herederos para que comparezcan a juicio, en persona o por una sola boleta 
en la forma y efectos señalados el Art.82 del Código Procesal Civil. 
 
En consecuencia, la diligencia procesal de la citación es imprescindible, y de tal importancia 
que, de no cumplirse acarrea de manera inevitable la nulidad del proceso, en concordancia 
con lo establecido en el Art. 346 numeral 4to. del Código de Procedimiento Civil, en 
concordancia con el Art. 1014 del mismo cuerpo legal. 
 
Una vez, que se ha cumplido con la citación, la parte demandada presentará la contestación 
con las excepciones dilatorias y perentorias de no hacerlo se lo declarará en rebeldía. 
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Art. 99 del Código de Procedimiento Civil, dispone “Las excepciones son dilatorias o 
perentorias. Son dilatorias las que tienden a suspender o retardar la resolución de fondo; y 
perentorias, las que exigen en todo o en parte la pretensión a que se refiere la demanda”.  
 
En esta clase de juicios, al tiempo de contestar la demanda el demandado puede reconvenir 
al demandante, por lo que se concederá al actor quince días para contestar a la 
reconvención, como dispone el Art. 398 del Código de Procedimiento Civil, “Si, al tiempo de 
contestar a la demanda, se reconviniere al demandante, se concederá a éste el término de quince 
días para contestar a la reconvención”. 
 
 
2.2.1.4.  Junta  de Conciliación 
 
Para continuar con el debido proceso en esta clase de juicios, y una vez cumplido con lo 
establecido en el Art. 400 del Código de Procedimiento Civil; “Si las excepciones o la cuestión 
planteada en la reconvención versan sobre hechos que deben justificarse, el juez señalará día y hora 
en los que las partes deben concurrir, con el propósito de procurar una conciliación, que dé término 
al litigio.  
 
En el día y hora señalados, si sólo una de las partes hubiere concurrido, se dejará constancia, en 
acta, de la exposición que presente y se dará por concluida la diligencia.  
 
La falta de concurrencia de una de las partes constituirá indicio de mala fe, que se tendrá en cuenta 
para la condena en costas al tiempo de dictarse la sentencia”, el Juez dispondrá si se ha trabado 
la Litis con cuestiones de puro derecho, elevará autos y dictará sentencia. (Art. 399 C.P.C.).  
 
Pero, si en las excepciones existen hechos que deben probarse, el Juez generalmente a 
petición de parte señalará día y hora con el fin de que se lleve a cabo la Junta de 
Conciliación, que dé término al litigio.  
 
En el día y hora señalados mediante providencia, se dará inicio a la Junta de Conciliación, si 
una de las partes no concurriera, constituirá mala fe, que se tomará en cuenta al momento de 
resolver. 
 
Así el Art. 401 del Código de Procedimiento, dispone: “Si concurrieren ambas 
partes, el juez dispondrá que cada una, por su orden, deje constancia, en el acta que 
debe levantarse, de las exposiciones que tuviere por conveniente hacer y, 
principalmente, de las concesiones que ofrezca, para llegar a la conciliación. Se 
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entenderá que tales concesiones están subordinadas siempre a la condición de ser 
aceptadas en la conciliación, de tal modo que no implicarán, en caso alguno, 
reforma de las cuestiones de hecho y de derecho planteadas en la demanda y en la 
contestación. El juez, por su parte, procurará, con el mayor interés, que los 
litigantes lleguen a avenirse”. En concordancia con el Art.1012 del mismo cuerpo 
legal “En el ejercicio de la jurisdicción contenciosa, el juez de primera instancia o 
el de segunda en su caso, hallándose la causa en estado de prueba y antes de 
conceder término para ésta, convocará a las partes a una junta de conciliación, 
señalando día y hora; junta que no podrá postergarse ni continuarse por más de 
una vez. Procurará el juez, por todos los medios aconsejados prudentemente por la 
equidad, hacer que los contendientes lleguen a un avenimiento. De haberlo, 
aprobará el juez y terminará el pleito; de otra manera, continuará sustanciando la 
causa. En los casos en que este Código establece la junta de conciliación de una 
manera especial, se estará a lo que disponga la regla correspondiente”.  
De esta manera, del Art. 403 del Código de Procedimiento Civil contempla que: “Si 
las partes no llegaren a conciliar, se dejará constancia, en el acta, de las 
exposiciones de cada una y se dará por concluida la diligencia. Estas exposiciones 
se tendrán en cuenta, al tiempo de dictar sentencia, para apreciar la temeridad o 
mala fe del litigante al que pueda imputarse la falta de conciliación”. Art. 405 
Código de procedimiento Civil “De no obtenerse la conciliación, sea por el caso del 
Art. 403, sea por el Art. 400, inciso 2o. el juez recibirá la causa a prueba por el 
término de diez días, para que se practiquen las que pidan las partes”. 
En resumen diremos que, a la junta concurren las partes por sus propios derechos, o a través 
de la delegación a su abogado patrocinador, quien deberá legitimar su intervención en la 
junta, con un escrito dirigido al juez, solicitando se les conceda un término para legitimar su 
intervención; puede darse el caso que la parte demandada no concurra a la diligencia, caso 
en el cual se lo declarará en rebeldía; Una vez concluida la junta el juez y las partes firman. 
 
2.2.1.5.  De la Prueba 
 
Una vez concluida la junta de conciliación, el juez a petición de parte concede el término de 
prueba de diez días, para el juicio ordinario, y abierto este mediante providencia, el actor, 
que es la parte más interesada para justificar sus pretensiones, debe hacer uso de las pruebas 





Sera necesario considerar bajo esta premisa, que la prueba constituye una etapa esencial del 
proceso, puesto que, es una manifestación del principio contradictorio que se produce antes, 
durante y después de la producción de la prueba que deberá ser notificado a las partes para 
que exista el derecho constitucional a la defensa, por esta razón Jorge Zabala Baquerizo 
manifiesta que, “la carga probatoria se refiere al interés particular de la parte procesal que 
necesita introducir los medios de prueba a fin de llevar al Juez a la certeza de la existencia o 
inexistencia de los hechos”.  
 
La prueba deberá ser apreciada en su conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana critica 
del Juez, sin embargo se deberán respetar las solemnidades previstas en la ley respecto a la 
existencia o validez de ciertos actos. Por su parte el juez tendrá la obligación de expresar en 
su resolución la valoración de todas las pruebas producidas, así lo establece el Art. 115 del 
código de Procedimiento Civil, las mismas que deberán ser pedidas en la etapa probatoria, 
pues solo la prueba debidamente actuada,   hará fe en juicio. 
 
Las pruebas podrán consistir en confesión judicial, instrumentos públicos o privados, 
declaraciones de testigos, inspecciones judiciales, y dictamen de peritos o intérpretes, como 
así dispone el inciso primero del Art. 121 de Código de Procedimiento Civil. 
 
En definitiva, las pruebas aportadas, como el contenido de la demanda, la reproducción del 
certificado del Registro de la Propiedad, el informe pericial, la misma prueba testimonial y 
el contenido del acta de la junta de conciliación serán suficientes para dejar en firme la 
verdad absoluta, a fin de que el juez de la causa administre justicia debidamente 
fundamentada, motivada y ajustada a derecho. 
 
2.2.1.5.1. Término para Alegar  
 
Una vez concluida la etapa de prueba y haber evacuado todo lo solicitado, se puede a 
petición de parte presentar alegatos, amparado en lo que dispone el Art. 406 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 
Alegato significa según Guillermo Cabanellas, “En general, el escrito donde hay controversia; 
esto es, demostración de las razones de una parte para debilitar las de la contraria. DE BIEN 
PROBADO. Escrito que, después de practicar las pruebas, pueden presentar las partes en primera 
instancia, y antes de la sentencia. La alegación o alegato de bien probado ha desaparecido del 




En síntesis el escrito de ALEGATO, debe ser el resumen del proceso, más la consolidación 
de la prueba aportada en el juicio, evidenciando ante el juez la verdad de los hechos y sobre 
todo el derecho de prescripción adquisitiva de dominio que se crea asistido.  
 
Una vez agotado este medio, el juez emitirá el respectivo fallo. 
 
2.2.1.6.  Sentencia 
 
Si analizamos en forma general, sentencia de acuerdo al Art. 269 del Código de 
Procedimiento Civil “Sentencia es la decisión del juez acerca del asunto o asuntos principales del 
juicio”, junto con lo que establece el Art. 273 del Código de Procedimiento Civil, en 
concordancia con el Art. 76 inciso primero de la Constitución de la República del Ecuador 
que textualmente manifiesta: 
 
“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes 
garantías básicas: y en su literal l) consagra: Las resoluciones de los poderes 
públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se 
enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la 
pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideraran 
nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados”.   
La sentencia judicial que declare la prescripción a favor del actor, se constituirá en una 
escritura pública, así lo determina el Art. 2413 del Código Civil “La sentencia judicial que 
declara una prescripción hará las veces de escritura pública para la propiedad de bienes raíces o de 
derechos reales constituidos en ellos; pero no valdrá contra terceros, sin la competente inscripción”, 
la misma que se la protocolizará, en una Notaría para que a su vez haga de escritura pública, 
la cual debe ser inscrita en el Registro de la Propiedad para que surta los efectos legales 
pertinentes.  
 
La sentencia de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio tiene sus características 
particulares como: 
1. Sirve de título de propiedad, una vez inscrita en el Registro de Propiedad. 
 
2. Si la sentencia es favorable, y debidamente inscrita, automáticamente quedará cancelada 
la inscripción del título de propiedad del anterior propietario. 
46 
 
3. El Art. 2413 del Código Civil manda que: “La sentencia judicial que declara una 
prescripción hará las veces de escritura pública para la propiedad de bienes raíces o de derechos 
reales constituidos en ellos; pero no valdrá contra terceros, sin la competente inscripción”. 
Entonces diremos que sólo a través de la inscripción puede perfeccionarse el título frente a 
terceros. 
 
4. Esta sentencia es apelable según las características del juicio ordinario y susceptible de 
casación. 
 
5. La sentencia no condena al anterior propietario, por perder la propiedad, sino reconoce 
el derecho del poseedor que ha cumplido todos y cada uno de los preceptos legales. 
 
2.2.2. Trámite Administrativo 
 
Una vez ejecutoriada la sentencia, de conformidad con el Art. 296 del Código de procedimiento 
Civil, surte efectos de cosa juzgada, y los efectos no sólo se extienden a las partes intervinientes 
en el pleito, sino también  a quienes sean sus  sucesores universales o particulares,  como 
también a terceros. 
 
Planiol y Ripert, dicen:  
 
“Cuando la usucapión se ha cumplido, el poseedor es considerado propietario, no 
ya solamente desde el último día del plazo, sino en cuanto a lo pasado, desde el 
momento mismo, en que la prescripción empezó a correr”. 
  Protocolización  
La copia certificada conferida por el Juzgado que emitió la sentencia, se debe protocolizar en 
una de las notarías del país, en base al Art. 18 de la Ley Notarial.- “Son atribuciones de los notarios, 
además de las constantes en otras leyes: Protocolizar documentos públicos o privados por orden judicial o a 
solicitud de parte interesada patrocinada por abogado, salvo prohibición legal”. 
 
2.2.2.2.  Catastro 
 
El catastro es definido como una herramienta para procurar y garantizar la ordenación del 
espacio geográfico con fines de desarrollo, es el procedimiento estadístico, técnico, científico y 
administrativo en virtud del cual se hace el inventario de todos los bienes inmuebles y recursos 
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naturales de un país, mediante el levantamiento catastral, el registro de la propiedad y el estudio 
de las operaciones que tienen por finalidad determinar la tenencia de la tierra. 
 
El catastro debe especificar la siguiente información de cada predio: 
 
a)  Designación catastral: solar, manzana, parcela y distrito catastral. 
b) Nombre y domicilio del propietario. 
c)  Ubicación del predio: calle, avenida, sector, etc. camino, carretera, sección, paraje, etc. 
d) Uso actual del terreno: vivienda, agrícola, otros. 
e) Características topográficas. 
f) Información sobre las mejoras: tipos de edificaciones, dimensiones, áreas, número de 
pisos, uso, edad, conservación, etc. tipos de cultivos, áreas cultivadas, estado de los 
cultivos, etc. 
g) Superficie del terreno: dimensiones, formas. 
h)  Planos catastrales. 
i) Valor de cada predio. 
 
El catastro tiene los siguientes objetivos 
 
a) Determinar y gestionar el cobro del impuesto predial. 
b) Mantener actualizado los datos y registros catastrales. 
c) Establecer y apoyar los acuerdos de coordinación en la materia con el gobierno del 
Estado. 
d) Apoyar las acciones de planeación municipal y de desarrollo de la comunidad. 
 
Art. 494 de Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización  “Actualización del Catastro.- Las municipalidades y distritos 
metropolitanos, mantendrán actualizados en forma permanente, los catastros de 
predios urbanos y rurales. Los bienes inmuebles constarán en el catastro con el 
valor de la propiedad actualizado, en los términos establecidos en este Código”.  
2.2.2.3.  Inscripción en el Registro de la Propiedad 
 
Una vez catastrado el inmueble se ingresa la documentación a transferencia de dominio, junto 
con la protocolización, el formulario donde debe encontrarse la firma del juez que otorgó la 




Concluido este acto administrativo-tributario, se ingresa toda la documentación al Registro de la 
Propiedad para la correspondiente inscripción.  
 
Con esto se habrá cumplido con todas las exigencias legales y administrativas en los procesos 
de prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, para que surtan los efectos jurídicos y 
administrativos pertinentes. 
 
2.3. Análisis y valoración de la prueba en los juicios de prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio 
 
2.3.1.  Generalidades 
  
Una vez instaurado y desarrollado el proceso judicial, se busca la decisión de una jueza/juez o 
autoridad que de efecto de cosa juzgada, apegadas a las normas del debido proceso.  
 
Las personas inmersas en todo proceso tienen derecho a aportar  por medios lícitos los medios 
de prueba y hacerlo valer en el respectivo término, respetándose el derecho al debido proceso y 
a la defensa. El Estado garantiza a través de los órganos jurisdiccionales la realización de las 
pruebas. 
 
El derecho inicia, se transforma o se extingue a consecuencia de un acto y/o hecho, por lo que, 
las pruebas tienen la finalidad de quien afirma un hecho lo pruebe para que el administrador de 
justicia, en este caso el juez, tenga una convicción certera que le permita expedir un fallo 
apegado a la verdad.  
 
El actor de un proceso tiene un imperativo de propio interés, esto es, la probanza de los hechos 
reclamados, es decir, se lo considera una carga procesal, más que un derecho o una obligación, 
porque si no se ejerce, no demostrará los fundamentos de la demanda. Las pruebas pueden 
versar sobre personas para demostrar su estado de salud, golpes o heridas, circunstancias, 
relaciones situaciones, entre otras; y, sobre cosas para probar el estado en que se encuentran, su 
naturaleza, circunstancia o situaciones.  
 
“Cuando el actor y demandado están de acuerdo sobre la forma en que los hechos 
se han producido, el juez debe aceptarlos, a menos que sean inverosímiles o 
contrarios al orden natural de las cosas; se dice entonces que la cuestión es de puro 
derecho, y el Juez prescindirá de la prueba, limitándose a aplicar el derecho. Pero 
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cuando las versiones son distintas no puede dar crédito a una de ellas en detrimento 
de la otra,…” (Alsina, 1961, pág. 223) 
El peso de la prueba recae en quien busca probar un derecho o negar una pretensión contraria. 
La doctrina identifica al “onus probando” como una carga antes que como un derecho o una 
obligación, y esto es, considerando que la ley no contiene normas imperativas en cuanto a estar 
constreñido a actuar pruebas; el artículo 113 del Código de Procedimiento Civil señala que es 
obligación del actor probar los hechos que ha propuesto afirmativamente en el juicio y que ha 
negado el reo o la contraparte. El demandado a su vez deberá probar su negativa sólo si es que 
ésta contiene afirmación explícita o implícita sobre el objeto de la litis. Cada parte está obligada 
a probar los hechos que alega, excepto los que se presumen conforme a la Ley.  
 
Existen varias definiciones y conceptos de prueba, lógicamente probar es demostrar la verdad de 
una proposición, así para Laurent prueba es: “la demostración legal de la verdad de un hecho”, para 
Bentham “en un hecho supuesto o verdadero que se considera destinado a servir de causa de 
credibilidad para la existencia o inexistencia de otro hecho”. 
 
En conclusión diremos que, prueba es la comprobación jurídica, mediante los medios que 
establece la ley, de la verdad de un hecho que se encuentra en controversia, del cual se pretende 
obtener un derecho que se cree asistido.  
 
Los medios probatorios tienen una finalidad y es la de aportar elementos al proceso de 
convicción del juez. El Código de Procedimiento Civil determina que: sólo la prueba 
debidamente actuada, esto es aquella que se ha pedido, presentado y practicado de acuerdo con 
la ley, hace fe en juicio según el Art. 117 que dispone: “Sólo la prueba debidamente actuada, esto 
es aquella que se ha pedido, presentado y practicado de acuerdo con la ley, hace fe en juicio.”; así 
como también determina que la prueba deberá cumplir con las solemnidades prescritas para la 
existencia o validez de ciertos actos. 
 
“El resultado de la verdad judicial recae sobre lo que es objeto de prueba que son 
las diferentes afirmaciones o negaciones de los hechos por las partes en litigio, que 
comprenderá también los hechos futuros y conceptos jurídicos valorativos además 
de la voluntad, que se torna más volátil y escurridizo, que posteriormente se plasma 
de diferentes maneras en los contratos, acuerdos, convenios consentimientos, 
negaciones, que conllevará, en definitiva, la aplicación de una norma jurídica. La 
adquisición de la convicción por el juzgador también constituye una dosis de 
percepción que se extrae de la valoración conjunta de los medios probatorios, de la 
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conducta de los intervinientes en la Litis y de los hechos condicionados por las 
partes”. ( Grupo Wolters Kluwer, 2010, pág. 254) 
La carga de la prueba 
 
En nuestra ley adjetiva civil, la aportación de la prueba en el proceso le corresponde a quien 
afirma los hechos, es decir, al actor de la demanda. El juez únicamente en la sentencia se debe 
decidir sobre los puntos que se ha alegado, según el Art. 273 del Código de Procedimiento 
Civil, correspondiéndole admitir o rechazarla, así como no puede tomar en cuenta hechos que 
no han sido alegados por las partes, tampoco puede fundamentar sentencia en hechos que no han 
sido probados. 
 
En general, la prueba  para las partes intervinientes, no constituye una obligación, estos pueden 
omitirlas o renunciarlas.  
 
El demandado no está obligado a probar, si la contestación de la demanda ha sido de negativa 
pura y simple, o absolutamente negativa, de igual forma el reo deberá probar su negativa si 
contiene afirmación explícita o implícita sobre el hecho el derecho o de la calidad de la cosa 
litigada. Si impugnamos en juicio una letra de cambio o un pagare a la orden por la vía de 
falsedad, la prueba le corresponderá a quien la hubiere alegado, como lo determina el Art. 113 
del Código de Procedimiento Civil: 
 
 “Es obligación del actor probar los hechos que ha propuesto afirmativamente en el 
juicio, y que ha negado el reo. El demandado no está obligado a producir pruebas, 
si su contestación ha sido simple o absolutamente negativa. El reo deberá probar su 
negativa, si contiene afirmación explícita o implícita sobre el hecho, el derecho o la 
calidad de la cosa litigada. Impugnados en juicio una letra de cambio o un pagaré a 
la orden, por vía de falsedad, la prueba de ésta corresponderá a quien la hubiere 
alegado”. 
Nadie puede ser obligado a suministrar prueba en su contra en beneficio del contrario, pero así 
mismo tiene la obligación de presentar los documentos que hagan al derecho del adversario, por 
ejemplo exhibir los libros de contabilidad. 
 
En resumen diremos que, cada parte está obligada a probar los hechos que alega, exceptuando 
los que se presumen conforme  a derecho, cualquiera de los litigantes en juicio pueden rendir 
pruebas contra los hechos propuestos por su adversario, como dispone el inciso final del Art. 
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114 del Código de Procedimiento Civil “… Cualquiera de los litigantes puede rendir pruebas contra 
los hechos propuestos por su adversario”. 
 
En determinados casos la ley regula la carga de la prueba atribuyéndola no a quien afirma el 
hecho, sino a quien niega su existencia, se fundamenta en la leyes de la naturaleza o en el modo 
normal de producirse los hechos. La presunción de un hecho es librar de la carga de la prueba a 
quien ella beneficia dando por existente el hecho presumido, siempre que se halle acreditado el 
hecho que le sirve de antecedente. Por ejemplo, el matrimonio legalmente constituido, la ley 
presume que son hijos legítimos los nacidos después de ciento ochenta días subsiguientes al 
matrimonio, y dentro de los trescientos siguientes a su disolución, sino se prueba lo contrario. 
 
En general, la ley con mucha frecuencia recurre a las presunciones, así por ejemplo en materia 
laboral presume la culpa del patrono en todo accidente de trabajo, por consiguiente el obrero 
solo debe probar el accidente, correspondiendo al patrono la prueba de la imprudencia o de 
cualquier otro caso que la ley admita, así mismo en materia penal la ley presume que toda 
persona es inocente hasta que no se pruebe lo contrario. 
 
Término de la prueba 
 
“El orden y el método que deben guardarse en todo proceso exigen que para la 
producción de la prueba se establezca un término, pues de lo contrario dependería 
de las partes la duración del litigio”. (Alsina, 1961, pág. 262) 
Según el Art. 117 del Código de Procedimiento Civil “solo la prueba debidamente actuada, esto es 
aquella que se ha pedido, presentado y practicado de acuerdo con la ley, hace fe en juicio”. 
 
La fijación del término de prueba la hará el juez, puede ordenar de oficio las pruebas que 
considere necesarias para el esclarecimiento de la verdad, tiene la facultad en cualquier estado 
de la causa, antes de la sentencia, ordenar las pruebas que considere pertinentes sobre el asunto 
que se litiga y a los hechos que están sometidos a juicio. Se exceptúa la prueba de testigos, pues 
esta no se puede ordenar de oficio, pero si puede repreguntar a los testigos que ya hubiesen 
declarado legalmente, Art. 118 del Código de Procedimiento Civil: 
 
 “La juezas y los jueces pueden ordenar de oficio las pruebas que juzguen 
necesarias para el esclarecimiento de la verdad, en cualquier estado de la causa, 
antes de la sentencia. Exceptúese la prueba de testigos, que no puede ordenarse de 
oficio; pero si podrá el juez repreguntar o pedir explicaciones a los testigos que ya 
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hubiesen declarado legalmente. Esta facultad se ejercerá en todas las instancias 
antes de sentencia o auto definitivo, sea cual fuere la naturaleza de la causa”. 
El término de prueba corre sin interrupción, salvo que durante su transcurso se produzca algún 
acontecimiento que impida practicar la prueba ofrecida o que las partes de común acuerdo lo 
soliciten, según lo disponen los incisos 3 y 4 del Art. 310 del Código de Procedimiento Civil 
 
 “… De igual manera, se suspenderá el término probatorio, cuando ocurriere 
alguna circunstancia imprevista que impida la concurrencia del juez o del actuario; 
pero la suspensión durará sólo el tiempo estrictamente necesario para que 
desaparezca el impedimento, debiendo luego continuar, previo decreto del juez. 
Se suspenderá también cualquier término, cuando las partes lo soliciten 
conjuntamente.  
Dentro del término respectivo el juez mandara que todas las pruebas presentadas o pedidas en el 
mismo término se practiquen previa notificación a la parte contraria, dejando a salvo la práctica 
de la información sumaria o de nudo hecho, que no es necesario citación previa, esto es en los 
juicios de posesión efectiva, apertura de testamentos y en los demás expresamente determinados 
por la ley, en el inciso 4 del Art. 64 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Con el escrito de contestación a la demanda o la reconvención en cada caso, la Litis quedará  
iniciada para la prueba, si se hubiere trabado sobre cuestiones de puro derecho, el juez pedirá 
autos y dictara sentencia, pero si las excepciones versan sobre hechos que deben justificarse, 
señalara día y hora para que las partes puedan plantearlas. Toda prueba es pública y las partes 
tienen derecho a concurrir a su actuación. 
 
Las disposiciones legales manifiestan que, las diligencias de prueba deben ser pedidas, 
ordenadas y practicadas de acuerdo a la ley, por disposición del Art. 117 del Código de 
Procedimiento Civil, en la práctica, sin embargo, la confesión de parte según el Art. 126 del 
Código de Procedimiento Civil  “La confesión sólo podrá pedirse como diligencia preparatoria o, 
dentro de primera o segunda instancia, antes de vencerse el término de pronunciar sentencia o auto 
definitivo”. Y la inspección judicial según el Art. 683 del mismo cuerpo legal “Si en los demás 
juicios posesorios se solicitare inspección judicial, esta diligencia se practicará en el día y hora que 
señale la jueza o el juez, aun cuando hubiere expirado el término de prueba. Practicada, se hará de esta 
prueba el mérito correspondiente”. Se practican fuera del término, porque en razón del recargo de 
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tareas que soportan los jueces les resulta imposible cumplir con el precepto legal, así por 
ejemplo la confesión judicial, la inspección judicial y el dictamen de peritos. 
 
Apreciación de la prueba 
 
El juez aprecia la prueba en la sentencia definitiva, porque es recién ahí cuando puede darse 
cuenta exacta de su pertinencia y eficacia en relación a los hechos alegados por la consideración 
en conjunto de las diligencias. 
 
El juez considera los medios de prueba independiente unos de otros, no obstante fundamenta la 
sentencia en una prueba en conjunto, la prueba tiene la característica de formar la convicción del 
juez, basados en el principio del régimen procesal de la sana crítica. 
 
Según el Art. 115 del Código de Procedimiento Civil  
 
“La prueba deberá ser apreciada en conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana 
critica, sin perjuicio de las solemnidades prescritas en la ley sustantiva para la 
existencia o validez de ciertos actos. 
La jueza o el juez tendrá la obligación de expresar en su resolución la valoración de 
todas las pruebas producidas”. 
2.3.2. Medios de la prueba 
 
Según el Art. 121 del Código de Procedimiento Civil  
 
“Las pruebas consisten en confesión de parte, instrumentos públicos o privados, 
declaraciones de testigos, inspección judicial y dictamen de peritos o de intérpretes. 
Se admitirá también como medios de prueba las grabaciones magnetofónicas, las 
radiografías, las fotografías, las cintas cinematográficas, los documentos obtenidos 
por medios técnicos, electrónicos, informáticos, telemáticos o de nueva tecnología; 
así como también los exámenes morfológicos o de otra naturaleza técnica o 
científica.  
La parte que los presente deberá suministrar al juzgado en el día y hora señalados 
por la jueza o el juez los aparatos o elementos necesarios para que pueda 
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apreciarse el valor de los registros y reproducirse los sonidos o figuras. Estos 
medios de prueba serán apreciados con libre criterio judicial según las 
circunstancias en que hayan sido producidos. 
Se consideran como copias las reproducciones del original, debidamente 
certificadas que se hicieren por cualquier sistema”. 
Una vez analizada las generalidades y la importancia de la prueba en cualquier proceso judicial, 
iniciaremos con el estudio de los principales medios de prueba señalados claramente en el 
Código de Procedimiento Civil. 
 
2.3.2.1.  Confesión Judicial 
 
Para muchos autores la confesión judicial ha sido considerada en todos los tiempos como la 
prueba más completa. En la litis cuando hayan hechos controvertidos se recibe la causa a 
prueba, lo que quiere decir que si el demandado al contestar la demanda reconoce los hechos 





Lessona dice que:  
 
“la confesión es la declaración judicial o extrajudicial (espontanea o provocada 
por interrogatorio de la parte contraria o por el juez directamente) mediante la cual 
una parte, capaz de obligarse y con ánimo de suministrar una prueba al contrario, 
en perjuicio propio reconoce total o parcialmente la verdad de una obligación o de 
un hecho que se refiere a ella y es susceptible de efectos jurídicos”. 
El Art. 122 del Código de Procedimiento Civil define: 
 
 “Confesión judicial es la declaración o reconocimiento que hace una persona 
contra si misma de la verdad de un hecho o de la existencia de un derecho. 
La parte que solicite confesión presentara el correspondiente pliego de posiciones, 
al que contestara el confesante”.  
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De lo expuesto se establece que, la confesión judicial es una prueba contra quien la presta y en 
favor de quien se hace.  
 
Elementos de la Confesión Judicial 
 
Para la eficacia de la confesión se requiere que concurran ciertos requisitos como: 
 
Capacidad del Confesante 
 
La confesión judicial es un acto procesal de parte puesto que, solo puede presentarla quien tiene 
capacidad legal para actuar personalmente en juicio, de lo contrario corresponderá hacerlo a sus 
representantes, según el Art. 39 del Código de Procedimiento Civil “Aun cuando hubiere 
procurador en el juicio, se obligará al mandante a comparecer, siempre que tuviere que practicar 
personalmente alguna diligencia, como absolver posiciones, reconocer documentos, y otros actos 
semejantes; pero si se hallare fuera del lugar del juicio, se librará deprecatorio o comisión, en su caso, 
para la práctica de tal diligencia”. Por lo que, se debe tener en cuenta que, la capacidad varía 





Como todo medio de prueba la confesión sólo puede recaer sobre hechos, ya que el derecho no 




Expuesto en la confesión el elemento intencional de la voluntad es decir, el conocimiento cabal 
de que mediante la confesión se suministra una prueba al contrario, por consiguiente carece de 
valor cuando ha sido prestada con violencia o cuando hubo error respecto del objeto, o no se 
tuvo el propósito de admitir un hecho, o de suministrar una prueba, según el Art. 139 del 
Código de Procedimiento Civil “No merece crédito la confesión prestada por error, fuerza o dolo, ni 
la que es contra naturaleza o contra las disposiciones de las leyes, ni la que recae sobre hechos falsos”.  
 
Requisitos para la existencia de la Confesión 
 
1.- Debe ser una declaración de parte, es decir, quienes están como partes en el proceso (actor, 
demandado, sucesores procesales o intervinientes ocasionales o para cuestiones específicas), así 
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lo dispone el Art. 122 del Código de Procedimiento Civil: “Confesión judicial es la declaración o 
reconocimiento que hace una persona, contra sí misma, de la verdad de un hecho o de la existencia de un 
derecho”, es decir se refiere al reconocimiento de la existencia de un derecho. 
 
2.- Debe ser una declaración personal, a menos que exista autorización legal o convencional 
para hacerla a nombre de otro, según el Art. 39 del Código de Procedimiento Civil “Aun cuando 
hubiere procurador en el juicio, se obligará al mandante a comparecer, siempre que tuviere que 
practicar personalmente alguna diligencia, como absolver posiciones, reconocer documentos, y otros 
actos semejantes; pero si se hallare fuera del lugar del juicio, se librará deprecatorio o comisión, en su 
caso, para la práctica de tal diligencia”. 
 
Como norma general para que exista confesión judicial debe emanar directamente de la misma 
persona no de un representante legal o apoderado, sin embargo en casos como los padres de 
familia en ejercicio de la patria potestad, los tutores y curadores permanentes, los representantes 
de personas jurídicas, y los mandatarios en ejercicio de sus funciones pueden confesar  a 
nombre de sus representados. 
 
Art. 141 del Código de Procedimiento Civil dispone: “También hace prueba la confesión prestada 
en juicio por medio de apoderado legítimamente constituido, o de representante legal”. 
 
3.- Debe tener por objeto hechos, según el Art. 123 del Código de Procedimiento Civil: “Para 
que la confesión constituya prueba es necesario que sea rendida ante el juez competente, que se haga de 
una manera explícita y que contenga la contestación pura y llana del hecho o hechos preguntados”. 
 
4.- Los hechos sobre los que versa deben ser favorables a la parte contraria o perjudiciales al 
confesante, lo importante es que la confesión sea favorable a la contraparte, Art. 140 del Código 
de Procedimiento Civil dispone: “La confesión debidamente prestada en los juicios civiles, hace 
prueba contra el confesante, pero no contra terceros”. 
 
5.- Debe versar sobre hechos personales del confesante o sobre su conocimiento de hechos 
ajenos, inciso 1ro Art. 122 Código de Procedimiento Civil dispone: “Confesión judicial es la 
declaración o reconocimiento que hace una persona, contra sí misma, de la verdad de un hecho o de la 
existencia de un derecho”. 
 
6.- La declaratoria debe tener siempre una significación probatoria, la declaración debe tener un 
contenido probatorio Art. 121 Código de procedimiento Civil “Las pruebas consisten en confesión 
de parte, instrumentos públicos o privados, declaraciones de testigos, inspección judicial y dictamen de 
peritos o de intérpretes”. 
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7.- Debe ser consciente, el acto debe ser voluntario, con conocimiento Art. 139 Código de 
Procedimiento Civil “No merece crédito la confesión prestada por error, fuerza o dolo, ni la que es 
contra naturaleza o contra las disposiciones de las leyes, ni la que recae sobre hechos falsos”. 
 
8. Debe ser expresa y determinante, Art. 125 del Código de Procedimiento Civil “En la confesión 
ordenada por la jueza o el juez, a solicitud de parte o de oficio, deberán afirmarse o negarse de un modo 
claro y decisivo los hechos preguntados, y no se admitirán respuestas ambiguas o evasivas.  
Para llenar este objeto, la jueza o el juez está obligado a explicar suficientemente las preguntas, de tal 
modo que el confesante se halle en condiciones de dar una respuesta del todo categórica”. 
 
9.- La capacidad jurídica del confesante, inciso final del Art.1461 del Código Civil prevé: “La 
capacidad legal de una persona consiste en poderse obligar por sí misma, y sin el ministerio o la 
autorización de otra”. Por lo tanto según el Art. 138 del Código de Procedimiento Civil dispone: 
“No podrá exigirse confesión al impúber, y el valor probatorio de la confesión rendida por el menor 
adulto se apreciará libremente por el juez”. 
 
10.- Debe ser seria, no hace prueba la confesión realizada en broma o para dar una excusa o 
disculpa.  
 
Requisitos para la validez de la confesión  
 
1.- La plena capacidad del confesante, salvo excepción consagrada en la ley. 
 
2.- Libre voluntad del confesante. 
 
3.- El cumplimiento de las formalidades procesales de tiempo, modo y lugar, cuando es   
confesión judicial provocada. 
 
4.- Que no exista otra causal de nulidad que vicie la confesión. 
 
Requisitos especiales de la confesión judicial  
 
1.- Debe realizarse ante juez competente, Art. 123 Código de Procedimiento Civil manifiesta: 
“Para que la confesión constituya prueba es necesario que sea rendida ante el juez competente, que se 
haga de una manera explícita y que contenga la contestación pura y llana del hecho o hechos 
preguntados”. Así lo ratifica el Art. 130 del Código de Procedimiento Civil “Las posiciones sobre 
las cuales ha de versar la confesión podrán presentarse en sobre cerrado, con las debidas seguridades 
que impidan conocer su contenido antes del acto y será abierto exclusivamente por el juez al momento de 
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practicarse la diligencia, en presencia del confesante y de las partes interesadas, que asistan a la 
diligencia. En el mismo acto, el juez calificará las preguntas y practicará la confesión”. 
 
Inciso 2do. Art. 127 del Código Procedimiento Civil “La confesión, salvo lo dispuesto en el Art. 225 
se practicará en la oficina del juez, a no ser que se trate de recibir confesión al Presidente de la 
República, a quien le subroga legalmente, a los ministros de Estado, en cuyo caso se trasladará el 
juzgado a la oficina del funcionario que deba confesar”. 
 
Art. 225 del Código de procedimiento Civil “La jueza o el juez puede recibir la declaración en el 
domicilio del testigo, cuando encontrare justo motivo para hacerlo así, en cuyo caso, para el efecto de 
recibir tal declaración, se trasladará al domicilio del testigo. Las partes tienen el derecho de concurrir. 
Los gastos de traslación del personal del juzgado serán de cargo de quien la solicita”. 
 
2.- Aptitud legal para probar el hecho confesado, según el Art. 138 del Código de Procedimiento 
Civil dispone: “No podrá exigirse confesión al impúber, y el valor probatorio de la confesión rendida 
por el menor adulto se apreciará libremente por el juez”. 
 
Art. 139 Código de Procedimiento Civil dispone: “No merece crédito la confesión prestada por 
error, fuerza o dolo, ni la que es contra naturaleza o contra las disposiciones de las leyes, ni la que recae 
sobre hechos falsos”. 
 
Art. 140 Código de Procedimiento Civil: “La confesión debidamente prestada en los juicios civiles, 
hace prueba contra el confesante, pero no contra terceros”. 
 
3.- La legitimación para el acto, si es representante o apoderado, como prevén los Arts. 1730 del 
Código Civil y 122 del Código de Procedimiento Civil, la confesión debe emanar de quien es 
parte en sentido procesal y relativa a un hecho personal de la misma parte. Por lo que se debe 
considerar estos requisitos de lo contrario si la confesión proviene de otra persona, puede tener 
valor como testimonio, mas no como confesión. 
 
Clasificación de la Confesión Judicial 
 
Teniendo en cuenta los diversos aspectos de la confesión diremos que: por el lugar, se clasifica 
en judicial o extrajudicial; por el origen, en espontanea o provocada; por el modo, en expresa o 
tácita; por la forma, en verbal o escrita; por el contenido, en simple, calificada o compleja; y por 





Judicial o Extrajudicial 
 
La confesión es judicial cuando se presenta en juicio, el juez ante quien se realiza la confesión 
es el mismo que va a dictar sentencia y por tanto tiene todos los elementos necesarios para 
apreciar el valor probatorio de la confesión. 
 
En cambio, la confesión extrajudicial, como su nombre lo indica es la presentada fuera de juicio, 
pero que se pretende hacerla valer ante el juez como prueba. Así lo ratifica el Art. 124 del 
Código de Procedimiento Civil, que concede al juez de acuerdo con las reglas de la sana crítica 
apreciar el grado de verdad que conceda a la confesión. 
 
Espontánea o Provocada  
 
Se dice que la confesión es espontánea, cuando se presta sin previo requerimiento del juez o de 
la parte contraria, es decir, surge por iniciativa del confesante, puede presentarse en cualquier 
estado del juicio y no está sujeta a ninguna formalidad. En resumen la confesión es espontánea 
cuando no media un requerimiento judicial, no se está obligado a confesar. 
 
La confesión provocada es la que se produce mediante interrogatorio y bajo juramento a pedido 
de la parte contraria o por disposición del juez. Sólo puede ser practicada en las oportunidades 
expresamente determinadas por la ley y se realiza de acuerdo con las formalidades estrictas que 
aseguren la eficacia del acto. Es decir, es la que se realiza mediante requerimiento de parte 
interesada o de oficio. 
 
Expresa o Tácita 
 
La confesión es expresa cuando se presenta el confesante y contesta afirmando o negando los 
hechos preguntados, que no deja lugar a dudas sobre la intención del confesante como por 
ejemplo, si le debo, no es mi hijo,  esta hace prueba contra quien la realiza, es irrevocable y no 
puede invocarse prueba en contrario. 
 
Es tácita en los casos en que la ley autoriza al juez a tener por confeso un hecho no obstante no 
existir un reconocimiento expreso, por ejemplo tenerla por confesa en rebeldía, cuando no 
comparecen. Art. 131 Código de Procedimiento Civil  
 
“Si la persona llamada a confesar no compareciere, no obstante la prevención de 
que trata el Art. 127 o si compareciendo, se negare a prestar la confesión, o no 
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quisiere responder, o lo hiciere de modo equívoco u oscuro, resistiéndose a 
explicarse con claridad, el juez podrá declararla confesa, quedando a su libre 
criterio, lo mismo que al de los jueces de segunda instancia, el dar a esta confesión 
tácita el valor de prueba, según las circunstancias que hayan rodeado al acto. No 
obstante lo dispuesto en el inciso anterior, si la parte insiste en que se rinda la 
confesión o el juez, considera necesario recibirla, hará comparecer a quien deba 
prestarla, aplicándole, en caso necesario, multa de uno a cinco dólares de los 
Estados Unidos de América diarios, hasta que se presente a rendirla”. 
Verbal o Escrita 
 
En nuestra legislación procesal solamente la confesión por absolución de posiciones puede 
considerarse como una confesión verbal, sin embargo, la confesión oral, debe reducirse a 
escrito. 
 
La confesión escrita es aquella que se realiza a través de interrogatorio y que debe contestar el 
confesante. 
 
Simple, Calificada y Compleja 
 
La confesión es simple cuando se reconoce un hecho sin agregarle ninguna circunstancia que 
modifique sus efectos, por otro lado distinto y separado que no constituye unidad jurídica 
independiente, así por ejemplo en los juicios ejecutivos cuando se confiesa haber recibido una 
suma de dinero en calidad de préstamo. Si se refiere a varios hechos o actos que pueden ser 
complejos, la confesión no deja de ser simple, pues, se reconoce el hecho. 
 
Es calificada o compuesta, cuando el confesante reconoce el hecho, pero atribuyéndole una 
distinta significación jurídica que modifica sus efectos, por otro lado distinto y separado que no 
constituye unidad jurídica independiente, en el mismo ejemplo propuesto, si se reconoce haber 
recibido el dinero en calidad de donación y no de préstamo. 
 
La confesión es compleja cuando el confesante agrega un hecho destinado a destruir sus efectos, 
pero que puede ser separado del hecho principal. Así en el mismo caso analizado, el confesante 
reconoce haber recibido el dinero en calidad de préstamo pero afirma que después lo devolvió 
en su totalidad o le prestó sin intereses a dos años plazo y no a tres meses. En consecuencia 
siempre que el confesante modifica un hecho o invoca una excepción en sentido fundamental, 
constituye confesión compleja. 
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Divisible o Indivisible 
 
La doctrina se encuentra dividida acerca de la divisibilidad o indivisibilidad de la confesión así: 
se dice que la confesión es divisible cuando pueden separarse en ella las circunstancias 
desfavorables para el confesante de las que son favorables, por ejemplo en la confesión simple 
por su naturaleza es indivisible, ya que no existe ningún elemento que modifique el hecho. La 
calificada igualmente es indivisible porque está condicionada a una circunstancia, lo mismo en 
la confesión compleja ya que presenta algunas dificultades pues para unos tratadistas la fuerza 
probatoria de la confesión sólo puede apreciarse considerando a esta en conjunto como una sola 
unidad, pero para otros en cambio es divisible porque el hecho alegado por el confesante aporta 
elementos nuevos que no altera la naturaleza del hecho confesado, pero debe probarse, en 
nuestra legislación ecuatoriana en el Art 142 del Código de Procedimiento Civil “La confesión 
prestada en un acto en los juicios civiles es indivisible; debe hacerse uso de toda la declaración o de 
ninguna de sus partes, excepto cuando haya graves presunciones u otra prueba contra la parte favorable 
al confesante”.  
 
Trámite de la Confesión Judicial 
 
La confesión dentro de juicio simplemente se solicita al juez como acto preparatorio o dentro 
del término de prueba que se encuentra decurriendo, o antes de vencerse el término que tiene el 
juez para dictar sentencia, como prevé el Art. 126 del Código de Procedimiento Civil, el 
señalamiento de día y hora en que tenga lugar la respectiva diligencia, sin embargo el juez de así 
considerar necesario solicitará de oficio la confesión de una de las partes, en la cual deberán 
afirmarse o negarse de un modo claro los hechos preguntados, por lo que, el juez está obligado a 
explicar suficientemente las preguntas para que el confesante de una respuesta categórica. 
La notificación al confesante se hará con un día de anticipación por lo menos, sino comparece 
se le volverá a notificar señalando nuevo día y hora con la advertencia que será tenido por 
confeso. 
 
La confesión se practicará ante el juez competente en el despacho de su judicatura, salvo que, el 
juez encontrare un justo motivo para que la declaración la realice en el domicilio del declarante, 
Arts. 127 y 225 del código de Procedimiento Civil, a no ser que se trate del Presidente de la 
República, o quien le subroga como los Ministros de Estado, en cuyo caso el juzgado se 
trasladara a la oficina del funcionario confesante. 
 
En ningún caso se podrá diferir la práctica de la confesión a no ser por ausencia que hubiere 
empezado antes de la citación o por enfermedad grave, el juez rechazará de oficio las solicitudes 
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sin fundamento legal que tiendan a impedir o retardar la práctica de la confesión Art. 128 del 
Código de procedimiento Civil 
 
 “En ningún caso se diferirá la práctica de la confesión, a no ser por ausencia que 
hubiere empezado antes de la citación o notificación del decreto que fijó día para la 
confesión, o por enfermedad grave. El hecho de la ausencia deberá ser acreditado a 
satisfacción del juez, y el de la enfermedad deberá comprobarse con el certificado 
de dos facultativos que aseguren, con juramento, que se trata de una enfermedad 
que impide presentarse al confesante. 
Esto no obstante, el juez puede cerciorarse por otros medios acerca de la verdad del 
hecho de la enfermedad, o trasladar el juzgado a la residencia del confesante, para 
practicar la diligencia”. 
Las preguntas de la confesión podrán presentarse en sobre cerrado y serán abiertas 
exclusivamente por el juez en presencia del confesante en el momento mismo de la diligencia, el 
cual las calificara de claras, precisas y constitucionales, y practicara la confesión Art. 130 del 
Código de procedimiento Civil dispone: 
 
“Las posiciones sobre las cuales ha de versar la confesión podrán presentarse en 
sobre cerrado, con las debidas seguridades que impidan conocer su contenido antes 
del acto y será abierto exclusivamente por el juez al momento de practicarse la 
diligencia, en presencia del confesante y de las partes interesadas, que asistan a la 
diligencia. En el mismo acto, el juez calificará las preguntas y practicará la 
confesión”.   
Valor probatorio de la Confesión Judicial 
  
Si la persona a quien se ha llamado a confesar no puede justificar su incomparecencia a la 
audiencia sin causa justificada, o en caso de haber comparecido, de su negativa a contestar una 
posición o de su contestación negativa se tiene al absolvente por confeso, respecto de todas las 
posiciones contenidas en el pliego de preguntas o de lo que se ha negado a contestar, o lo ha 
hecho evasivamente, quedando a libre criterio del juez el dar a la confesión tacita el valor de 
prueba, según las circunstancias que hayan rodeado al acto.  
 
No existe para su apreciación un criterio legal, pero nuestra legislación contempla varios 
sistemas de apreciación:  
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A) El sistema de la prueba legal o la prueba tasada; en este sistema se valora a la prueba 
según lo haya previsto la ley, es decir para que la confesión judicial surta el valor 
probatorio debe reunir los requisitos del Art. 123 del Código de Procedimiento Civil, y 
Art. 1730 del código Civil, que ya hemos enunciado anteriormente. La prueba recae 
sobre el confesante, no hace prueba contra de terceros. 
 
B) El sistema de la sana crítica; la sana crítica es la lógica y la experiencia, es el correcto 
raciocinio humano en base a la sana razón y a un entendimiento claro y experimental de 
las cosas, este conjunto de reglas le permiten al juez valorar todos los elementos de 
prueba para emitir un criterio motivado y emitir una resolución judicial. Ejemplos:  
 
Art. 124 del Código de Procedimiento Civil “Si la confesión no tuviere alguna de 
las calidades enunciadas en el artículo anterior, será apreciada por el juez en el 
grado de veracidad que éste le conceda, de acuerdo con las reglas de la sana 
crítica”. 
Art. 131 del Código de Procedimiento Civil “Si la persona llamada a confesar no 
compareciere, no obstante la prevención de que trata el Art. 127 o si 
compareciendo, se negare a prestar la confesión, o no quisiere responder, o lo 
hiciere de modo equívoco u oscuro, resistiéndose a explicarse con claridad, el juez 
podrá declararla confesa, quedando a su libre criterio, lo mismo que al de los 
jueces de segunda instancia, el dar a esta confesión tácita el valor de prueba, según 
las circunstancias que hayan rodeado al acto.  
No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, si la parte insiste en que se rinda la 
confesión o el juez, considera necesario recibirla, hará comparecer a quien deba 
prestarla, aplicándole, en caso necesario, multa de uno a cinco dólares de los 
Estados Unidos de América diarios, hasta que se presente a rendirla”. 
Art. 138 del Código de Procedimiento Civil “No podrá exigirse confesión al 
impúber, y el valor probatorio de la confesión rendida por el menor adulto se 
apreciará libremente por el juez”. 
Art. 142 del Código de Procedimiento Civil “La confesión prestada en un acto en 
los juicios civiles, es indivisible; debe hacerse uso de toda la declaración o de 
ninguna de sus partes, excepto cuando haya graves presunciones u otra prueba 
contra la parte favorable al confesante”.  
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C) El sistema de la íntima o libre convicción; Carlos Lessona, señala que:  
 
“El sistema de la libre apreciación exige jueces mejor preparados, pero la 
obligación de motivar la sentencia y explicar los motivos que llevan a la formación 
del convencimiento sobre la base de ciertas pruebas, unida a la exigencia de 
estudios universitarios de derecho para el desempeño del cargo y a la revisión por 
tribunales superiores, son garantías suficientes para una correcta justicia”. 
Es decir en este sistema el juez no está sujeto a valorar las pruebas por las reglas impuestas en la 
ley, pudiendo dar a los medios de prueba el valor que estime justo con amplio criterio para 
dictar un fallo. 
 
D) El sistema de equidad; este sistema está prescrito en el Art. 1009 del Código de 
Procedimiento Civil, que dispone:  
 
“Las juezas o jueces de la Corte Nacional de Justicia, en las sentencias y autos con 
fuerza de sentencia, cuando dicha Corte actué como tribunal de instancia, tendrán 
la facultad de aplicar el criterio judicial de equidad, en todos aquellos casos en que 
consideren necesaria dicha aplicación, para que no queden sacrificados los 
intereses de la justicia por solo la falta de formalidades legales”. 
Por lo que, este sistema únicamente le permite aplicar el criterio de equidad a los Magistrados 
de la Corte, sin embargo queda a criterio del juez observar la conveniencia o inconveniencia de 
aplicarla. 
 
2.3.2.2.  Instrumentos públicos o privados  
 
Los instrumentos públicos necesitan de la presencia de un funcionario público quien actúa con 
sujeción a las reglas prescritas por la ley según la naturaleza del acto; en tanto que los 
instrumentos privados son otorgados por las partes, sin ninguna formalidad. 
 
Nuestro Código de Procedimiento Civil que en el Art. 164 define:  
 
“Instrumento público o auténtico es el autorizado con las solemnidades legales por 
el competente empleado. Si fuere otorgado ante notario e incorporado en un 
protocolo o registro público, se llamará escritura pública…”. 
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Inciso final del Art. 164 del Código de Procedimiento Civil prevé: 
 
 “Se consideran también instrumentos públicos los mensajes de datos otorgados, 
conferidos, autorizados o expedidos por y ante autoridad competente y firmados 
electrónicamente”. 
Un documento autentico es aquel que se tiene certeza sobre la persona que lo elaboró, en 
cambio el documento público es redactado y creado por un funcionario. De ahí que, el 
documento privado nace privado y aun cuando sea registrado seguirá siendo privado, pues la 
formalidad del registro lo hace oponible a terceros, y el documento público es sustanciado por el 
funcionario con competencia para ello. 
 
El Art. 165 del Código de Procedimiento Civil dispone:  
 
“Hacen fe y constituyen prueba todos los instrumentos públicos, o sea todos los 
instrumentos autorizados en debida forma por las personas encargadas de los 
asuntos correspondientes a su cargo o empleo, como los diplomas, decretos, 
mandatos, edictos, provisiones, requisitorias, exhortos u otras providencias 
expedidas por autoridad competente; las certificaciones, copias o testimonios de 
una actuación o procedimiento gubernativo o judicial, dados por el secretario 
respectivo, con decreto superior, y los escritos en que se exponen los actos 
ejecutados o los convenios celebrados ante notario, con arreglo a la ley; los 
asientos de los libros y otras actuaciones de los funcionarios y empleados del 
Estado de cualquiera otra institución del sector público; los asientos de los libros y 
registros parroquiales, los libros y registros de los tenientes políticos y de otras 
personas facultadas por las leyes…”. 
Validez del instrumento público 
 
Para que el instrumento público haga fe, debe estar agregado al juicio dentro del término de 
prueba, con orden judicial y con notificación a la parte contraria, inciso 2do. Art. 165 del  
Código de Procedimiento Civil prevé:  
 
“El instrumento público agregado al juicio dentro del término de prueba, con orden 
judicial y notificación a la parte contraria, constituye prueba legalmente actuada, 




A diferencia de la confesión judicial el instrumento público hace fe a un contra terceros, con la 
excepción en cuanto a la verdad de las declaraciones que en él hayan hecho los interesados es 
decir, que en esta parte no hace fe sino contra los declarantes así lo dispone el Art. 166 del 
Código de Procedimiento Civil:  
 
“El instrumento público hace fe, aún contra terceros, en cuanto al hecho de haberse 
otorgado y su fecha; pero no en cuanto a la verdad de las declaraciones que en él 
hayan hecho los interesados. En esta parte no hace fe sino contra los declarantes. 
Las obligaciones y descargos contenidos en él hacen prueba respecto de los 
otorgantes y de las personas a quienes se transfieren dichas obligaciones y 
descargos, a título universal o singular. Se otorgará por escritura pública la 
promesa de celebrar un contrato, si, para su validez, se necesita de aquella 
solemnidad, conforme a las prescripciones del Código Civil”. 
Los instrumentos públicos no constituyen prueba dentro de un proceso cuando en su parte 
esencial se encuentren rotos, desgastado, con borrones que no se hubieren previsto 
oportunamente, así el Art. 168 del Código de Procedimiento Civil dispone: “No prueba en juicio 
el instrumento que, en su parte esencial se halla roto, raído, abreviado, con borrones o testaduras que no 
se hubieren salvado oportunamente”. 
 
En general los instrumentos públicos son nulos cuando no se han observado las solemnidades 
prescritas por la ley, las ordenanzas y reglamentos respectivos.  
 
 
Partes esenciales de los instrumentos públicos 
 
a. Es esencial en el instrumento público los  nombres de los otorgantes ya sean estos 
testigos, notarios, secretarios, entre otros. 
b. La cosa, cantidad o materia de la obligación. 
c. Las cláusulas principales en donde se conozcan su naturaleza y efectos. 
d. El lugar y la fecha en donde se otorgó el instrumento público.  
e. La suscripción de las partes que intervienen en el instrumento público. 
 
Disposición que la contempla el Art. 169 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Si fuese el caso de que el libro de registro o del protocolo se hubiese perdido o destruido y una 
de las partes dentro del juicio solicitare alguna copia existente de los documentos originales o 
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compulsa en el caso, el juez ordenara con citación a los interesados que la copia se ponga en el 
registro para que sirva como original, es decir que las compulsas de las copias de una actuación 
judicial o administrativa no harán fe sino se dan por orden judicial y con citación a la parte 
contraria, Art. 175 del Código de Procedimiento Civil dispone: 
 
 “Las compulsas de las copias de una actuación judicial o administrativa y en 
general toda copia con valor de instrumento público, no harán fe si no se dan por 
orden judicial y con citación o notificación en persona o por una boleta a la parte 
contraria, o sea a aquélla contra quien se quiere hacer valer la compulsa.  
Los poderes no están sujetos a esta disposición. 
Tampoco hará fe la escritura referente sin la referida, ni la accesoria sin la 
principal; pero si ésta o la referida se hubiere perdido en un incendio, terremoto, 
robo, etc., la referente o la accesoria hará fe en los capítulos independientes de 
aquélla; y en los demás, sólo se considerará como un principio de prueba por 
escrito”. 
 Requisitos de los documentos judiciales, sus copias y compulsas 
 
Para que estos documentos sean prueba en el juicio es necesario que cumplan con los siguientes 
requisitos: 
 
Art. 167 Código de Procedimiento Civil  
 
“…1.  Que no estén diminutos; 
2. Que no esté alterada alguna parte esencial, de modo que arguya falsedad; y, 
3. Que en los autos no haya instancia ni recurso pendiente sobre el punto que con 
tales documentos se intente probar”. 
 
La indivisibilidad del instrumento público 
 
La fuerza probatoria del instrumento público es indivisible, es decir que no se puede aceptar una 
parte y rechazar otra, a esta  prueba obviamente el juez debe tomarla en conjunto, puesto que, 
debe cumplir con todos los requisitos exigidos por la ley para que sirva como prueba, si se 
pidiere como incidente la nulidad o falsedad del instrumento público, dentro de un juicio o 
68 
 
como excepción se la ventilara en el mismo proceso y se resolverá en la sentencia definitiva, en 
el caso de declararse falso un instrumento, en la misma sentencia se ordenara la remisión de 




“Son instrumentos privados los producidos por las partes sin intervención de 
funcionarios públicos. Pueden ser otorgados por ellas conjuntamente (contratos) o 
individualmente (correspondencia comercial o cartas misivas)”. (Alsina, 1961, pág. 
412) 
En los instrumentos privados se pueden utilizar las diversas formas para su redacción, pueden 
ser hechos en cualquier idioma y en cualquier día. Los requisitos para su validez son 
únicamente: 
 
a. Debe constar por escrito cuando la obligación pase de ochenta dólares, Art. 1725 del 
Código Civil prevé: “No se admitirá prueba de testigos respecto de una obligación que haya 
debido consignarse por escrito”. En concordancia con el Art. 1726 del Código Civil que 
dispone:  
 
“Deberán constar por escrito los actos o contratos que contienen la entrega o 
promesa de una cosa que valga más de ochenta dólares de los Estados Unidos de 
América”. 
No será admisible la prueba de testigos en cuanto adicione o altere de algún modo 
lo que se exprese en el acto o contrato, ni sobre lo que se alegue haberse dicho 
antes, al tiempo o después de su otorgamiento, aun cuando en alguna de estas 
adiciones o modificaciones se trate de una cosa cuyo valor no alcance a la referida 
suma. 
No se incluirán en esta cantidad los frutos, intereses u otros accesorios de la 
especie o cantidad debida”. 
b. La firma de las partes, fecha y lugar,  no pueden ser reemplazadas por signos o iniciales 
sino deben estar en relación con la firma impresa en la cedula de ciudadanía, pero si el 
que lo hubiere firmado lo reconoce voluntariamente las iniciales o signos valen como la 
misma firma. En el caso que hubiere firmado otro por la persona obligada, bastara que 
está confiese que el documento fue firmado con su consentimiento. 
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c. El instrumento privado debe contener la obligación o deliberación de un hecho, sin 
embargo no es necesario que se declare ser verdadera la obligación o cierto el contenido 
del documento. 
 
La ley adjetiva civil clasifica a los instrumentos privados de la siguiente forma, según el Art. 
193 Código de Procedimiento Civil: 
 
1. Los vales simples y las cartas; 
2. Las partidas de entrada y las de gasto diario; 
3. Los libros administrativos y los de caja; 
4. Las cuentas extrajudiciales;  
5. Los inventarios, tasaciones, presupuestos extrajudiciales y asientos privados; y; 
6. Las escrituras y los actos y contratos en que no es necesaria la solemnidad del 
instrumento público, como también los instrumentos privados hacen tanta fe como un 
instrumento público en los siguientes casos: 
 
Art. 194 del Código de Procedimiento Civil.  
 
a. Si el que lo hizo o lo mando hacer lo reconoce como suyo, ante cualquier juez, 
notario o en escritura pública; 
b. Si el autor del documento se niega a reconocerlo, sin embargo de orden judicial;  
c. Si habiendo muerto el autor, o negado ser suyo, o estando ausente de la república, 
dos testigos conformes y sin tacha declaran en el juicio haber visto otorgar el 
documento a su autor, o a otra persona por orden de este; a no ser que el asunto 
sobre el que verse el instrumento exija para su prueba mayor número de testigos; 
d. Si la parte contra quien se presenta el documento no lo redarguye como falso ni 
objeta su legitimidad, dentro de tres días contados desde que se le cito y notifico la 
presentación aunque no lo reconozca expresamente ni se pruebe por testigos. 
 
Valor probatorio de los instrumentos privados 
 
Al igual que los instrumentos públicos se deben  presentar durante el término de prueba que se 
encuentra decurriendo y con notificación a la parte contraria dentro del proceso judicial, Art. 
315 del Código de Procedimiento Civil dispone: “Las pruebas deben presentarse y practicarse 





La ley contempla también otros momentos procesales así, según el Art. 68 No. 4 del Código de 
Procedimiento Civil “A la demanda se debe acompañar: …Los documentos y las pruebas de carácter 
preparatorio que se pretendiere hacer valer en el juicio y que se encontraren en poder del actor; y…”,  
inciso 2do. del numeral 3ro. del Art. 102 del Código de Procedimiento Civil dispone: “La 
contestación a la demanda contendrá: … La contestación a la demanda se acompañará de las pruebas 
instrumentales que disponga el demandado, y las que acrediten su representación si fuere del caso. La 
trasgresión a este precepto ocasionará la invalidez de la prueba instrumental de la pretensión”. Y 
finalmente en el día y hora señalados para la inspección judicial, así Art. 244 del Código de 
Procedimiento Civil dispone: “…Tanto éstas como los documentos, se agregarán a los autos; y si 
hubieren sido presentados dentro del término correspondiente, surtirán los respectivos efectos 
probatorios…”. 
 
2.3.2.3.  Declaración de Testigos 
 
La palabra “testimonial” es un adjetivo del sustantivo masculino “testimonio”; a su vez, 
testimonio es una palabra equivoca que significa tanto el documento en el que se da fe de un 
hecho, como la declaración rendida por un testigo. Entendemos como “testigo” a aquella 
persona que ha presenciado algún acontecimiento y que, por ello está en la condición de 
declarar sobre ello.  
 
“Cuando el testimonio en juicio emana de un tercero, estamos en presencia de la 
prueba testimonial o por testigos. No siempre es posible la constatación de un hecho 
en forma directa, y cuando la parte a quien se le atribuye desconoce su existencia, 
la fe en la palabra del hombre que ha presenciado el hecho es uno de los pocos 
recursos que restan al juez para la averiguación de la verdad”.  (Alsina, 1961, pág. 
530) 
Es decir el testigo declara sobre hechos de terceros, cuyas consecuencias jurídicas no le son 
vinculantes, sin duda se trata de una prueba circunstancial por cuanto el testigo presencia los 
hechos o actos de forma accidental, este medio de prueba está sujeto a factores externos e 
individuales de cada persona por lo que el juez debe apreciarla con discernimiento. 
 
“El testimonio no es una declaración de voluntad sino una manifestación del 
pensamiento. No se trata de crear, modificar o extinguir estados jurídicos, sino 
simplemente de narrar al juez los hechos tal como han sido percibidos por el 
testigo. Su obligación, principal, por consiguiente, es decir toda la verdad y nada 
más que la verdad. Quien falta a ella incurre en un delito contra la fe pública…”.  
(Alsina, 1961, pág. 532)    
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Es decir la prueba testimonial es un medio crediticio en el que, a través de testigos, se pretende 
obtener información, verbal o escrita, respecto a acontecimientos que se han controvertido en un 
proceso. 
 
Ahora bien, una vez que hemos reconocido la importancia de la prueba testimonial cuando las 
circunstancias no permitan la obtención de otra prueba, es necesario que, los testigos sean 
idóneos ante la ley para que los jueces aprecien la fuerza probatoria de sus declaraciones, 
conforme las reglas de la sana critica, tomando en consideración la razón de los dichos y las 
circunstancias de las mismas. 
  
Según el Art. 208 del Código de Procedimiento Civil, el testigo es una persona capaz, extraña al 
juicio, que pueda dar fe de la veracidad de un hecho, por lo cual debe reunir las condiciones 
establecidas en la ley, las mismas que las detallamos a continuación: 
 
a. Para ser testigo idóneo se necesita, edad, probidad, conocimiento e imparcialidad, sin 
embargo el juez tiene la potestad de fundar un fallo en la declaración de un testigo que 
no reúna todas las condiciones, cuando tenga el convencimiento de que el testigo ha 
declarado la verdad, Art. 209 del Código de Procedimiento Civil. 
b. Los testigos menores de dieciocho años no son idóneos por minoría de edad, pero sin 
embargo desde los catorce años podrán aclarar algún hecho quedando a libre criterio del 
juez su valoración. 
c. No podrá dar fe el testimonio de un ebrio, Art. 211 del Código de Procedimiento Civil. 
d. Por falta de conocimiento no son testigos idóneos los locos, los toxicómanos, los ebrios 
consuetudinarios y otras personas que por cualquier motivo se hallen privadas de juicio, 
Art. 210 del Código de Procedimiento Civil. 
e. El sordo mudo es testigo idóneo si sabe leer y escribir, Art. 212 del Código de 
Procedimiento Civil. 
f. Por falta de probidad no son testigos idóneos los enumerados en el Art. 213 del Código 
de Procedimiento Civil,  
 
 “1. Los de mala conducta notoria o abandonados a los vicios;  
2. Los enjuiciados penalmente por infracción que merezca pena privativa de 
libertad, desde que se dicte el auto de llamamiento a juicio en un proceso que tenga 
por objeto un delito sancionado con pena de reclusión, hasta la sentencia 
absolutoria, o hasta que hayan cumplido la condena; 
3. Los condenados por falsedad, robo, perjurio, soborno, cohecho y el que ejerce la 
profesión de abogado sin título, mientras se hallen cumpliendo la condena; 
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4. Los deudores fraudulentos; y, 
5. Los que, por aparecer frecuentemente dando testimonios en otros juicios, 
infundan la sospecha de ser personas que se prestan para rendir declaraciones 
falsas”. 
 
g. Por falta de imparcialidad no son testigos idóneos, los determinados en el Art. 216 del 
Código de Procedimiento Civil,  
 
“1. Los ascendientes por sus descendientes, ni estos por aquellos; 
2.   Los parientes por sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad; 
3.   Los compadres entre sí, los padrinos por el ahijado o viceversa; 
4.   Los cónyuges o convivientes en unión de hecho entre sí; 
5.   El interesado en la causa o en otra semejante; 
6.   El dependiente por la persona que dependa o le alimente; 
7.   El enemigo o el amigo íntimo de cualquiera de las partes; 
8.   El abogado por el cliente, el procurador por el mandante o viceversa; 
9.   El tutor o curador  por su pupilo, o viceversa; 
10. El donante por el donatario, ni este por aquel; y, 
11. El socio por su coasociado o por la sociedad”. 
 
Se exceptúa de esta regla las causa que versan sobre edad, filiación, estado, parentesco o 
derechos de familia en los cuales si pueden ser testigos los parientes, compadres y padrinos, Art. 
217 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Trámite para la prueba testimonial 
 
Las partes que necesiten probar con testigos, presentaran al juez el listado de los testigos que 
deben declarar, adjuntando el pliego de pregunta que se les realizara en el día y hora señalados 
por el juez, Inciso 1ro. del Art. 219 del Código de Procedimiento Civil.  
 
El juez ordenara que la solicitud sea notificada a la parte contraria, para que pueda pedir 
también sobre otros hechos de igual forma haciéndolos constar en un interrogatorio, cabe 
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señalar que, será dentro del término de prueba señalado con anterioridad en el proceso judicial, 
inciso final del Art. 219 del Código de Procedimiento Civil. 
 
En ningún caso el juez admitirá más de seis testigos para acreditar un hecho, el pliego de 
preguntas será sobre un solo hecho y no contendrá preguntas capciosas, sugestivas o contrarias a 
la Constitución de la República del Ecuador, las cuales no podrán pasar de treinta, Art. 220 del 
Código de Procedimiento Civil. 
 
En el día y hora señalados el juez hará el mismo las indagaciones e interrogaciones, tomando en 
cuenta las condiciones del testigo y formulando las preguntas a medida que el testigo vaya 
contestando, en términos apropiados según la capacidad del declarante, esta misma facultad 
tendrá el juez deprecado o comisionado según el caso, sin perjuicio de hacerles concurrir por 
medio de la fuerza pública, sin embargo cuando crea que está suficientemente establecido el 
hecho puede disponer que se prescinda de su declaración, en concordancia con los Arts. 219 y 
228 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Si el juez que preside la causa considera necesarias las declaraciones de los testigos o del 
testigo, puede disponer que la fuerza pública haga comparecer a los mismos, dictando todas las 
providencias necesarias,  Art. 224 del Código de Procedimiento Civil. 
 
En el caso de que la declaración de un testigo deba hacerse en el domicilio por justa causa el 
juez se trasladara al domicilio del testigo, de igual parte las partes tienen derecho a concurrir y 
los gastos correrán a cuenta de quien lo solicito, Art. 225 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Ante quién se presenta la declaración 
 
Como norma general el testigo debe declarar ante el juez de la causa, pero en algunos casos la 
ley autoriza a delegar la diligencia al secretario o a un juez de otra jurisdicción, cuando el 
testigo se encuentre domiciliado fuera de su jurisdicción, Art. 228 del Código de Procedimiento 
Civil dispone: 
 
“Si los testigos residieren en otro cantón, se dirigirán deprecatorios a los jueces 
respectivos para que reciban las declaraciones, o comisionen, a su vez, la práctica 
de la diligencia a los tenientes políticos de su territorio. 
Entre tenientes políticos se librarán deprecatorios directamente”.  
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Para la práctica de esta diligencia el juez dirigirá deprecatorios a los jueces respectivos para que 
reciban las declaraciones, o comisiones a los tenientes políticos.  
 
En toda declaración se debe explicar al testigo el significado del hecho de jurar y la 
responsabilidad penal en el caso de falso testimonio  o de perjurio, el juramento consiste en la 
promesa de decir la verdad, si el testigo no profesara religión alguna prometerá decir la verdad 
por su palabra de honor, según su religión el testigo podrá emplear cualquier ritual para la 
solemnidad de su juramento, de igual forma se advertirá al testigo la obligación de responder 
con claridad y precisión. 
 
Es decir, la omisión del juramento o de la promesa de decir la verdad, importa la nulidad de la 
declaración. 
 
El juez debe formular al testigo antes de examinarlo al tenor del interrogatorio las preguntas 
llamadas generales de ley, que tienden a establecer que se trate de la misma persona citada y 
notificada para el efecto, para determinar el valor de su testimonio, aunque las partes no lo pidan 
los testigos deberán responder, primero, por su nombre, edad, estado, profesión y domicilio; 
segundo, si es pariente y en qué grado; tercero, si tiene interés en la causa; cuarto, si es amigo 
íntimo o enemigo. 
 
Cuando se haya omitido al testigo interrogar sobre las generales de ley o no aparecen en el acta 
de la declaración, esta carecerá de valor probatorio, y su nulidad puede ser alegada en cualquier 
momento. 
 
Una vez cumplidos los requisitos del juramento y de las generales de ley, se procederá al 
interrogatorio, según lo establecen los Art. 119, 230, 231, 232 del Código de Procedimiento 
Civil, las preguntas serán formuladas por separado en el orden en que han sido presentadas en el 
interrogatorio. Si el testigo afirma no entenderlas, se pueden leer nuevamente con las 
explicaciones necesarias; no puede consultar apuntes ni borradores, a menos que se trate de 
datos técnicos, cantidades u otros que no sean de fácil recuerdo, puede presentar documentos, 
pero solo como fundamento, las partes podrán repreguntar con permiso y por intermedio del 
juez quien podrá hacerlo también de oficio. 
 
Los testigos después que presten su declaración, permanecerán en el juzgado a no ser que el 





Al final del interrogatorio los testigos deberán siempre dar la razón de sus dichos, pues ello le 
permitirá establecer al juez si se trata de un testigo presencial, si su testimonio importa o si hay 
valor probatorio en su declaración. 
 
Art. 207 del Código de Procedimiento Civil dispone:  
 
“Las juezas y jueces y tribunales apreciarán la fuerza probatoria de las 
declaraciones de los testigos conforme a las reglas de la sana crítica, teniendo en 
cuenta la razón que éstos hayan dado de sus dichos y las circunstancias que en ellos 
concurran”. 
La razón de sus dichos consiste en decir el motivo de su declaración, esto es, porque conoce, 
porque le contaron, porque vio, porque es amigo, porque le dijeron, entre otras. 
 
2.3.2.4.  Inspección Judicial 
 
Al utilizarse los vocablos “Inspección Judicial”, desde el ángulo de su significación gramatical, 
con claridad se establece la referencia a una actividad de examen de personas o cosas, por un 
órgano del Estado que tiene a su cargo el desempeño de la función judicial. A la inspección 
judicial también se la conoce como examen ocular, Art. 248 del Código de Procedimiento Civil 
prevé: “La inspección hace prueba en los asuntos que versan sobre localidades, linderos, curso de 




Como hemos visto de forma general, la prueba tiene por objeto la convicción del juez sobre un 
hecho, por consiguiente al realizar la prueba personalmente constituye la experiencia, el medio 
más lógico eliminando todo intermediario para disminuir la posibilidad de error. 
 
Esta institución ya se estableció en el derecho romano, en el derecho procesal moderno es un 
instrumento para la actuación de la ley, dándole todas las facultades necesarias al juez, para que 
su sentencia sea en lo posible la expresión de la justicia. 
 
La inspección judicial es el medio probatorio en virtud del cual el juzgador por sí mismo 
procede al examen sensorial de algunas personas, algún bien mueble o inmueble, algún 
semoviente, o algún documento, para dejar constancia de las características advertidas con el 
auxilio de testigos o peritos. 
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El Art. 242 del Código de Procedimiento Civil define  a la inspección judicial de la siguiente 
manera: “Inspección judicial es el examen o reconocimiento que la jueza o el juez hace de la cosa 
litigiosa o controvertida, para juzgar de su estado y circunstancia”. 
 
Importancia de la prueba de Inspección Judicial  
 
La trascendencia de la prueba de inspección judicial  se puede obtener de las siguientes 
reflexiones: 
 
a) El Juez obtiene un reconocimiento directo de la realidad a cerca de las personas, cosas, 
o documentos inspeccionados, sin estar sujeto a las declaraciones de los demás. Como 
ejemplo está el Art. 752 del Código de Procedimiento Civil cuando se solicita la 
interdicción por demencia.  
b) Esta diligencia practicada dentro del término de prueba, tiene el objeto de proporcionar 
elementos directos de criterio personal al administrador de justicia. 
c) La inspección judicial se puede practicar en cualquier lugar, incluyendo lugares en 
donde el juez no tenga jurisdicción, Art. 145 del Código Orgánico de la Función 
Judicial dispone: “Las juezas y jueces podrán efectuar dentro del territorio nacional 
reconocimiento o inspección en lugares donde no ejerzan competencia cuando consideren que 
esas diligencias sean necesarias para verificar la verdad, pero para la práctica de cualquier 
otra diligencia judicial deprecarán o comisionaran a la jueza o juez competente en ese lugar”, 
pues tratándose de la apreciación de un vicio perceptible a simple vista, el juez 
directamente se convierte en participe de la prueba misma. 
 
Objeto de la Inspección Judicial  
 
De  manera general en nuestra practica civil, pueden ser objeto de la inspección las 
personas, lugares, cosas, bienes muebles e inmuebles, y documentos, así: 
 
1. Se puede inspeccionar construcciones, obras, cultivos; 
2. Documentos, archivos, expedientes, procesos; 
3. Bienes inmuebles, muebles, semovientes, cuando se trata de comprobar su estado físico, 
heridas o lesiones; 
4. Cadáveres de personas, animales, o reconstrucción de los hechos. (Pueden ser obtenidos 




La inspección judicial hace prueba  en los asuntos que versan sobre localidades, linderos, 
curso de aguas, y casos análogos según, el Art. 248 del Código de Procedimiento Civil. 
 
Trámite de la Inspección Judicial  
 
Dentro del término de prueba, el juez ordenará el correspondiente día y hora para la 
inspección, en la misma providencia, y designará un perito solo si lo creyere conveniente. 
Para que la prueba se realice conforme a derecho, debe practicarse con conocimiento e 
intervención de las partes, las que pueden o no asistir, pero cuya citación es indispensable. 
 
La diligencia inicia cuando el juez llega al lugar donde se encuentran las cosas que se debe 
examinar, la inspección judicial será válida cuando sea realizada por juez competente, o 
comisionado, acompañado generalmente de un secretario, en el día y hora señalados; en la 
diligencia el juez oirá la exposición verbal de las partes, y reconocerá con o sin ayuda de 
peritos según su conveniencia cuando se requiera conocimientos técnicos, científicos o 
artísticos, la cosa que va a examinar, la verificación la realizará por sus propios sentidos. 
 
Una vez realizada esta verificación, se debe firmar un acta generalmente en el mismo lugar 
de la diligencia, para que firmen todas las personas que deben hacerlo y no se corra el riesgo 
de que posteriormente no lo hagan; especialmente se tomará en cuenta: 
 
a) La nómina de testigos y firma; 
b) La posesión de perito o peritos; 
c) Termino para la presentación de los informes periciales;  
d) La constancia de las alegaciones formuladas por las partes; y 
e) Los documentos que se agreguen y las observaciones o descripciones que hubiere 
examinado el Juez, y si hubieren sido presentados dentro del término correspondiente, 
Inciso 2do. del Art. 244 del Código de Procedimiento Civil. 
 
El juez está facultado dentro de la diligencia para ordenar que se levanten planos, se hagan 
reproducciones, experimentos, grabaciones mecánicas, copias fotográficas, 
cinematográficas, o de cualquier otra índole; reconstrucción de hechos, o cualquier otra 





Terminada la redacción del acta, se procede a su firma. Si alguna de las partes se niega a 
firmar por algún motivo, se expresará esa circunstancia, misma que no afecta el valor de la 
diligencia ni el acta. 
 
Como documentos anexos al acta se agregarán: el informe de perito o peritos; los mapas o 
planos que hubiese levantado; los mismos que se pondrán en conocimiento de las partes. 
 
El juez está facultado dentro de la diligencia para ordenar que se levanten planos, se hagan 
reproducciones, experimentos, grabaciones mecánicas, copias fotográficas, 
cinematográficas, o de cualquier otra índole; reconstrucción de hechos, o cualquier otra 
medida que conduzca al esclarecimiento de la verdad. 
 
Otros medios de prueba 
 
Puede ser conveniente la práctica simultánea de la prueba pericial y la inspección judicial, la 
diferencia está que en la primera, el juez interviene en forma pasiva. En la diligencia de 
inspección, los peritos intervendrán para orientar la diligencia. Si la diligencia pericial es el 
complemento de la inspección judicial   se hubiese dispuesto dentro del término de prueba, 
la designación de peritos deberá hacerse en la forma prevista para esa prueba.  
 
También la inspección puede realizarse con la presencia de testigos, como ya lo hemos 




La parte interesada, que solicita la inspección judicial debe anticipar los fondos económicos 
necesarios para la realización de la diligencia; si fuese ordenada de oficio cada una de las 
partes contribuirán con la mitad.  
 




“No siempre el juez se encuentra en condiciones de conocer o apreciar un hecho 
por sus propios medios, sea porque no se halle al alcance de sus de sus sentidos, sea 
porque su examen requiere aptitudes técnicas que solo proporcionan determinadas 
disciplinas, ajenas a los estudios jurídicos. Ello lo obliga a recurrir, en estos casos, 
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al auxilio de las personas especializadas que reciben el nombre de peritos; y la 
diligencia que con su concurso se practica constituye la prueba pericial”.  (Alsina, 
1961, pág. 532) 
La práctica de la prueba pericial desempeña dos funciones, ayuda al juez a comprobar el hecho 
y emitir opinión sobre las circunstancias que o rodean. 
 
Los peritos son colaboradores cuyo objetivo es salvar una imposibilidad física o suplir una 
insuficiencia técnica del juez; es decir son el lente a través del cual el juez percibe hechos que su 
visión no alcanza. 
 
Por lo expuesto, se concluye que, el informe o dictamen de peritos, no se trata de una prueba, 
aunque la ley adjetiva civil así lo denomine, sino de un medio para la obtención de una prueba, 
puesto que aporta elementos de juicio para su valoración, quien va a apreciar el mérito de la 
prueba es el juez tomando en cuenta o no las conclusiones de los peritos, Art. 121 del Código de 
Procedimiento Civil. 
 







Perito es una persona experimentada, hábil o entendida en una ciencia o arte. El perito es el 
experto en una determinada materia que, gracias a sus conocimientos, actúa como fuente de 
consulta para la solución de conflictos.  
  
Art. 250 del Código de Procedimiento Civil dispone: “Se nombrarán perito o peritos para los 
asuntos litigiosos que demanden conocimientos sobre alguna ciencia, arte u oficio”. 
 
El perito cuenta con estudios superiores y suministra información fundada bajo juramento. Esto 
quiere decir que el perito no realiza suposiciones o brinda su opinión, sino que explica una 
situación confusa o compleja de acuerdo a sus estudios. De esta manera, el juez recibe 





Requisitos para ser Perito 
 
a. Edad; el nombramiento debe recaer en personas mayores de edad. 
b. Título; debe tener suficientes conocimientos en la materia sobre la que deba informar, 
pero la ley no especifica que deba tener título en la ciencia, arte o industria, pero 
obviamente lo que se busca en el perito es la competencia técnica y es lógico que ella se 
presuma en quien posea un título profesional, se da preferencia a los peritos que residan 
en el lugar en donde debe practicarse la diligencia, o en el que se sigue el juicio. 
c. Incompatibilidad; el nombramiento debe recaer en personas de reconocida honradez y 
probidad, es decir, no pueden ejercer las funciones de perito, el que estuviere privado de 
sus derechos civiles, los que desempeñen cargos en la administración de justicia, o los 
que por razones de sus cargos estuvieren vinculados al proceso. 
d. El juez nombrara un solo perito; mediante el uso del sistema SATJE, desde el once 
de noviembre del dos mil trece en todas las judicaturas de Pichincha se designan peritos 
mediante el uso del Sistema Automático de Trámite Judicial Ecuatoriano, pero las 
partes podrán de mutuo acuerdo elegir el perito o solicitar que se designe más de uno 
para la diligencia. 
Art. 243 del Código de Procedimiento Civil dispone: “Ordenada la inspección, la jueza o 
el juez señalará, en la misma providencia, la fecha y hora de la diligencia, y designará perito 
tan sólo si lo considerare conveniente”. 
Art. 252 del Código de Procedimiento Civil dispone: “La jueza o el juez nombrará un solo 
perito en la persona que él escoja, de entre los inscritos de la nómina que proporcionará el 
Consejo de la Judicatura. No obstante, las partes podrán de mutuo acuerdo elegir el perito o 
solicitar que se designe a más de uno para la diligencia, acuerdo que será obligatorio para la 




La ley adjetiva civil no indica un procedimiento a seguir para la prueba pericial, sin embargo en 
la práctica se debe solicitar dentro del término probatorio para que se nombre un perito y 
establecer los hechos sobre los cuales versará el examen, tomando en cuenta el Art. 243 del 
Código de Procedimiento Civil que dispone: “…. y designará perito tan sólo si lo considerare 
conveniente”. 
 
El juez señalara día y hora en el que deben comparecer el perito o peritos a posesionarse en su 




Si el perito no se presenta a posesionarse, no practicare el peritaje o no emitiere su informe 
dentro del término correspondiente, o si las partes que eligieron el perito no señalan el lugar 
donde debe notificarse el juez procederá a nombrar un nuevo perito. 
 
Los profesores en ciencia artes u oficios no podrán excusarse sino por justa causa calificada por 
el juez. 
 
Dentro del término establecido por el juez el perito presentará su informe redactado con claridad 
y con fundamentos en los que se apoya, si fuere obscuro o no esclarece un hecho el juez de 
oficio o a petición de parte exigirá su ampliación o aclaración. Si resultara el tiempo fijado 
insuficiente para que los peritos presenten su informe, deben pedir una prórroga, Art. 257 del 
Código de Procedimiento Civil dispone: “El informe de perito o peritos será redactado con claridad 
y con expresión de los fundamentos en que se apoye; y si fuere obscuro o insuficiente para esclarecer el 
hecho disputado, la jueza o el juez, de oficio o a petición de parte, exigirá de ellos la conveniente 
explicación”. 
 
De solicitar aclaraciones o de formular observaciones el juez para el efecto debe fijar un término 
prudencial, pasado el cual no se admitirán observaciones. Sin perjuicio del derecho de los 
litigantes a impugnarlo en los alegatos. 
 
Si el dictamen pericial contuviese errores esenciales, Art. 258 del Código de Procedimiento 
Civil,  probado esto sumariamente deberá el juez a petición de parte o de oficio ordenar que se 
corrija por otro perito sin perjuicio de la responsabilidad incurrido por dolo o mala fe del 
anterior. 
 
En caso de discordia en informes periciales el juez de considerarlo necesario nombrara otro 
perito para formar un criterio legal. 
 
Impugnación de la pericia 
 
La pericia puede ser impugnada por errores de fondo o de forma, o por considerarse equivocado 
el procedimiento seguido en la diligencia, o por haberse violado alguna de las formalidades 







2.3.2.6.  Otros Medios de Prueba 
 
Las pruebas que las partes aportan dentro de un proceso judicial, para poder justificar sus 
aseveraciones, dentro del sistema procesal ecuatoriano deben ser obtenidas y actuadas de 
conformidad con la ley y la Constitución de la República del Ecuador, de lo contrario no 
tendrían ninguna validez dentro del proceso, así lo determina el Art. 117 del Código de 
Procedimiento Civil “Sólo la prueba debidamente actuada, esto es aquella que se ha pedido, 
presentado y practicado de acuerdo con la ley, hace fe en juicio”. 
 
Dentro de los medios probatorios que la normativa ecuatoriana permite introducir en una 





“En materia civil hay un aparente recelo doctrinal a admitir la prueba de 
grabaciones obtenidas subrepdicialmente, sin consentimiento del interesado ya que 
no habrá problema en admitir la rendida en caso contrario, sin orden judicial. 
Se puede esgrimir una grabación para acreditar una deuda, un pago, una injuria 
laboral o en familia en un juicio de divorcio, ante un jurado de enjuiciamiento de 
magistrado, en un incidente de remoción de sindico, etc.”.  (Carbone, 2005, pág. 
313) 
Las leyes ecuatorianas otorgan la facultad a los administradores de justicia, de utilizar todos los 
medios técnicos, electrónico, informáticos y telemáticos, que se consideren útiles para sustentar 
su pronunciamiento, por lo que, la prueba debidamente actuada de acuerdo a la ley constituye 




De conformidad con lo dispuestos en el Art. 147 del Código Orgánico de la Función Judicial, 
que en su parte pertinente dice: 
 
“…los archivos de documentos, mensajes, imágenes, bancos de datos y toda 
aplicación almacenada o trasmitida por medios electrónicos, informáticos, 
magnéticos, ópticos, telemáticos, satelitales o producidos por nuevas tecnologías, 
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destinadas a la tramitación judicial, ya sea que contengan actos o resoluciones 
judiciales. Igualmente los reconocimientos de firmas en documentos o la 
identificación de nombre de usuario, contraseñas,  claves, utilizados para acceder a 
redes informáticas. Todo lo cual, siempre que cumplan con los procedimientos 
establecidos en las leyes de la materia”. 
Es decir, todos los medios de prueba que nos brinda el desarrollo de la tecnología, pueden ser 
utilizados perfectamente en cualquier litigio; cuya valoración y efectos legales serán observados 
por el juez, que debe ser realizada de conformidad con las reglas de la sana crítica, método 
vigente en nuestro sistema. 
 
En resumen diremos que, todos los medios de prueba referidos en el presente análisis, tendrán 
validez si son obtenidos y actuados sin violación a los derechos fundamentales que tiene toda 
persona sujeto de derecho. 
 
 
2.4. Medios alternativos para el análisis y valoración de las pruebas aportadas en los 
juicios de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio 
 
2.4.1. Medios de prueba idóneos para los juicios de prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio  
 
Una vez que hemos analizado la prueba en general, en este capítulo analizaremos las pruebas 
idóneas en los juicios de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio.  
 
Como en todo proceso judicial, el actor debe aportar los medios de prueba que permitan que el 
juez se forme una convicción, respecto a los elementos constitutivos del derecho de prescripción 
adquisitiva extraordinaria de dominio, que conlleven a una resolución final debidamente 
motivada. 
  
Estamos frente a un juicio de orden jurídico, por el cual se aprecia una situación de hecho que 
debe ser comprobada de acuerdo a los márgenes de la sana critica del juzgador, dentro de una 
norma jurídica la cual aplicada al caso concreto y por la que emite una decisión fundada en 
derecho y en los hechos.  
 
Toda vez que, los elementos para la prescripción son tres: la posesión, el tiempo y el ánimo de 
señor y dueño; entonces la prueba aportada deberá versar sobre estos tres presupuestos.  
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El derecho de prescripción es un hecho jurídico complejo, compuesto de distintos elementos, 
siendo tal obligado a probar cada uno de ellos. 
Prueba de la Posesión  
 
En el Ecuador el Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad privada, entendiéndose 
por propiedad según el Art. 599 del Código Civil  
 
“El dominio, que se llama también propiedad, es el derecho real en una cosa 
corporal, para gozar y disponer de ella, conforme a las disposiciones de las leyes y 
respetando el derecho ajeno, sea individual o social. 
La propiedad separada del goce de la cosa, se llama mera o nuda propiedad”. 
En tal virtud como ya hemos analizado uno de los modos de adquirir el dominio es la 
prescripción, por lo que, la propiedad basada en la prescripción adquisitiva extraordinaria de 
dominio, debe tener como contenido esencial a la posesión. Por tanto, debe haber verdadera 
posesión, es decir el hecho voluntario sobre el bien. 
 
Sin embargo la sola posesión no es suficiente, pues se requiere algunas condiciones adicionales, 
esto es la posesión en concepto de dueño, debe ser pública, pacífica y continúa. 
 
La posesión no se presume, en consecuencia le corresponde al actor realizar la actividad 
procesal destinada a convencer al juez de esta situación de hecho. 
 
Se señala como actos posesorios, la realización de actos materiales sobre el bien, así lo prevé el 
Art. 969 del Código Civil “Se deberá probar la posesión del suelo por hechos positivos, de aquellos a 
que sólo el dominio da derecho, como la corta de maderas, la construcción de edificios, la de 
cerramientos, las plantaciones o sementeras, y otros de igual significación, ejecutados sin el 
consentimiento del que disputa la posesión”, que pueden ser realizados directamente por el 
interesado o sus representantes.  
 
Los medios probatorios típicos que sirve para acreditar la posesión son: La declaración de 
testigos de vecinos o colindantes, recibos de pago del impuesto predial, o tributos municipales, 
los contratos que se refieran al inmueble, o que lo señalen como domicilio, los recibos por los 
servicios básicos, las construcciones realizadas, los recibos de pago por la asesoría técnica o de 
la adquisición de los materiales de construcción, inspecciones judiciales como prueba 
anticipada, entre otras. 
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De las pruebas mencionadas se nota claramente que son de carácter indirecto, es decir, no 
acreditan de forma inmediata el hecho controvertido que es la prescripción, sino sólo permiten 
probar un hecho determinado, esto es la posesión. Por ejemplo, al pagar los servicios de agua 
potable o energía eléctrica, sólo consta que el sujeto es deudor de una relación de consumo, sin 
embargo, en forma indirecta lleva a la deducción que dicha persona debe poseer el bien, ya que 
tiene acceso a los recibos y los paga todos los meses. 
 
En este sentido la prueba busca acreditar la posesión, pese a que los recibos sean girados a 
nombre del propietario, en tal caso bastará que el actor tenga en su poder los recibos, ya que ello 
hace presumir que él los pagó, por efecto de estar en posesión del bien. 
 
Situación similar se presenta cuando se pretende la prescripción adquisitiva extraordinaria de 
dominio de una parte de un inmueble de mayor extensión, pero sin que conste la individualidad. 
El formalismo haría inviable plantear siquiera la demanda pues el inmueble no se encontraría 
delimitado o identificado, sin embargo, existe jurisprudencia en cuanto a la falta de 
individualización no es obstáculo para el acceso a la justicia. Al efecto el poseedor puede ejercer 
actos posesorios sobre una parte del predio, si bien es cierto ello impide que pueda adquirir la 
totalidad del inmueble, pero no existe impedimento legal alguno para que se le declare el 
dominio por la parte. 
 
En resumen diremos que, la prueba de la prescripción es compleja y no basta un sólo elemento 
para generar convicción, por lo que, es necesario que el actor cuente con diversos medios de 
prueba que funden su pretensión.  
 
Prueba de la posesión en concepto de dueño 
 
Hay “posesión en concepto de dueño cuando el poseedor se comporta según el 
modelo o el estándar de comportamiento dominical y cuando el sentido objetivo y 
razonable derivado de este comportamiento suscite en los demás la apariencia de 
que el poseedor es dueño”. (Diez Picazo, pág. 564) 
Es decir, la posesión con ánimo de señor y dueño, implica que el poseedor no reconoce vínculo 
alguno con el titular, empero, posee sin admitir derecho mayor al suyo. En efecto, carece de 
animus domini los poseedores cuya causa posesoria no sea en concepto de dueño, como es el 




Se dice: “a todo poseedor se le presume que posee como propietario y, por tanto, 
puede prescribir la cosa que posee. Es a su adversario a quien corresponde 
demostrarle que posee por cuenta de otro, como arrendatario, depositario, 
usufructuario, etc., y probado esto es claro que no habrá de prescribir jamás. La 
prueba de que posee por cuenta ajena no puede basarse en testimonio, sino en 
instrumentos en que consta el contrato de locación, de depósito, de usufructo, etc., o 
en otro género de probanzas que hagan verosímil la afirmación del no poseedor”.  
(Castañeda, 1958, pág. 255)  
El Código Civil en su Art. 599 prevé: “El dominio, que se llama también propiedad, 
es el derecho real en una cosa corporal, para gozar y disponer de ella, conforme a 
las disposiciones de las leyes y respetando el derecho ajeno, sea individual o social. 
La propiedad separada del goce de la cosa, se llama mera o nuda propiedad”. 
En los procesos judiciales de prescripción, el actor debe probar la posesión de señor y dueño 
dentro del juicio, de lo contrario el demandado podrá fácilmente desvirtuar la prueba  mediante 
declaraciones testimoniales, dentro de los márgenes de la apreciación y la sana critica del 
juzgador.  
 
Para la posesión no se necesita más que probar el acto genético del estado posesorio, es decir, 
realizar actividades dentro del bien para consolidar su posicionamiento como por ejemplo la 
corta de maderas, la construcción de edificios, la de cerramientos, las plantaciones o sementeras, 
y otros de igual significación, ejecutados sin el consentimiento del que disputa la posesión, por 
tanto si el demandado prueba que la causa de la posesión es un contrato de arrendamiento, por 
ejemplo, ello será suficiente para descartar la posesión en concepto de dueño.  
 
La doctrina entiende que la posesión se sigue disfrutando en el mismo concepto en que se 
adquirió, mientras no se pruebe lo contrario, de conformidad con las normas generales sobre la 
prueba, la carga de probar corresponde a quien afirma los hechos configuradores de su 
pretensión, o a quien le contradice alegando nuevos hechos.   
 
Los actos de señor y dueño deben tratarse de hechos notorios, patentes y públicos, de los cuales 
se deduzca de toda duda que se sean hechos del mero cumplimiento de sus obligaciones o 




En resumen y a nuestro criterio, la figura de la institución  de la prescripción como modo de 
adquirir el dominio, debe aplicarse con toda prudencia, buscando que la intervención formalice 
situaciones de hecho largamente consolidadas, y no que permitan usurpaciones encubiertas y 
aprovechadoras de situaciones equivocas, sin poner en peligro la seguridad jurídica de la 
propiedad.  
 
Prueba de la posesión pública  
 
La posesión pública implica que esta se ejerce de manera visible y no oculta, de modo que se 
pueda revelar exteriormente la intención de poseer la cosa. Quien pretende el reconocimiento 
del orden jurídico como propietario, no puede esconderse u ocultarse, y no puede tener 
conductas inequívocas o fundarse en meras tolerancias del verdadero poseedor.  
 
Según el tratadista Argentino Vélez “la publicidad no está en relación al número de testigos que pudo 
presenciar la posesión, sino por la facilidad con la que cada uno de ellos pudo conocerlo” un ejemplo 
de   seria que aquella solo se manifiesta en horas en las que normalmente no hay testigos como 
en la noche, o que no pueden advertirse en situaciones ordinarias. 
 
Las pruebas de la posesión pública deben conducir a la convicción que el control del bien se 
realiza ante la presencia de vecinos, colindantes y de cualquier sujeto, lo que implica naturalizad 
y frecuencia de los actos posesorios. 
 
Como hemos analizado la falta de publicidad seria la clandestinidad tipificada en nuestro 
Código Civil en el Art. 728 que manifiesta: “Posesión clandestina es la que se ejerce ocultándola a 
los que tienen derecho para oponerse a ella”. 
 
La posesión pública se acredita mediante la declaración de testigos, ejecución de obras y 
construcciones, instalación de negocios, presencia de actividades comunales, uso y pago de 
servicios públicos, entre otros.  
 
Prueba de la posesión pacifica 
 
El Derecho en forma natural se crea como un mecanismo ordenador de las conductas humanas, 
cuyo objetivo, es entre otros, desterrar la violencia. Tomando esta consideración es lógico que el 
administrador de justicia habilite la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, solo al 




Este requisito sin embargo debe entenderse dentro de ciertos límites, si la posesión pacifica 
fuese aquella que no lesiona la situación jurídica de otra persona, entonces la prescripción no 
tendría objeto, pues la aplicación de esta implica que exista contradicción entre el poseedor y el 
titular del derecho subjetivo. 
 
La doctrina considera  que la posesión no conduce a la prescripción si la adquisición se 
encuentra viciada por la violencia; pero sólo hasta que el vicio haya cesado, por lo que, se 
entiende concluida la violencia cuando la posesión del despojante se consuma por la cesación de 
actos materiales de violencia, en concordancia con el Art. 964 del Código Civil (De las 
Acciones Posesorias). 
 
Obviamente, la posesión es un hecho, por lo que la pacificidad, puede referirse a hechos 
posesorios, por lo que no se puede considerar la pacificidad a los derechos de los sujetos. Es 
decir, que la posesión pacifica se refiere a la falta de violencia actual en la ocupación del bien, y 
no tiene nada que ver con la discusión judicial de los derechos.  
 
Sin embargo, en la reivindicación, o cualquier otra acción de tutela de la propiedad, logra 
interrumpir la prescripción, pero no elimina la posesión. 
 
El Código Civil dispone: 
 
Art. 724.- “Son posesiones viciosas la violenta y la clandestina.” 
Art. 725.- “Posesión violenta es la que se adquiere por la fuerza. 
La fuerza puede ser actual o inminente.” 
Art. 726.- “El que, en ausencia del dueño, se apodera de la cosa, y volviendo el 
dueño le repele, es también poseedor violento.” 
Art. 727.- “Hay violencia, sea que se haya empleado contra el verdadero dueño de 
la cosa, o contra el que la poseía sin serlo, o contra el que la tenía en lugar o a 
nombre de otro. 
Lo mismo es que la violencia se ejecute por una persona o por sus agentes, y que se 
ejecute con su consentimiento, o que después de ejecutada se ratifique expresa o 
tácitamente. 
Para probar la posesión pacifica bastará la declaración de testigos, o la invocación 
de hechos de la demanda, ya que encontrándose en posesión por tan largo tiempo se 





La posesión continúa significa mantener en forma constante el control sobre el bien, sin que los 
terceros infieran sobre este. La continuidad del hecho posesorio deberá extenderse por el tiempo 
establecido en la ley para la consumación de la prescripción adquisitiva extraordinaria de 
dominio. 
 
La continuidad de la posesión no implica que el uso del bien deba ser igual durante todo el 
periodo de la prescripción, ya que este concepto no se entiende en forma rígida, por tanto, no 
impide que el poseedor pueda variar la modalidad del disfrute de la cosa. 
 
La posesión continua no significa una injerencia permanente sobre el bien, ya que, el solo hecho 
que el poseedor se aleje temporalmente del bien, excluiría o daría lugar a la perdida de la 
posesión. 
 
Desde el derecho  romano ya se decía que la posesión se adquiere con el corpus y el animus 
pero puede conservarse solo con el animus. 
 
El sujeto conserva la posesión aunque haya perdido el contacto físico con el bien, siempre y 
cuando se encuentre en grado de retomar el contacto en cualquier momento, así lo ratifica el 
Art. 715 del Código Civil que manifiesta:  
 
“Posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño; sea 
que el dueño o el que se da por tal tenga la cosa por sí mismo, o bien por otra 
persona en su lugar y a su nombre. 
El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifica serlo.”  
La continuidad en la posesión no implica que el uso del bien deba ser igual durante todo el 
periodo, así lo ratifica el Art. 740 del Código Civil 
 
“El poseedor conserva la posesión, aunque transfiera la tenencia de la cosa, 
dándola en arriendo, comodato, prenda, depósito, usufructo o a cualquier otro 




Por tanto, la ley no impide que el poseedor pueda variar la modalidad del disfrute de la cosa, 
según las exigencias de una normal gestión económica. 
 
Así mismo la ley hace referencia a la posesión no interrumpida, es decir, la que no ha sufrido 
ninguna interrupción natural o civil, de las cuales ya analizamos anteriormente a profundidad. 
 
Vale la pena hacer algunas precisiones respecto a la prueba de la continuidad en la posesión, y 
la fórmula legal para aliviar la carga probatoria. La posesión no es un derecho amparado en la 
prueba de un título, pues en realidad se trata de una situación de hecho permanente, aunque la 
posesión pueda sufrir modificaciones con el transcurso del tiempo, la ley, presume la 
continuidad de la posesión. 
 
Desde el derecho romano hasta nuestra doctrina actual la continuidad de la posesión no necesita 
ser mantenida por el mismo sujeto, es decir, la unión de dos posesiones cuya finalidad es 
conceder al poseedor actual la facultad de aprovecharse de la posesión del anterior titular, a 
efectos de facilitar el cumplimiento del término legal de la prescripción. 
 
La importancia fundamental de esta figura se encuentra en facilitar el cumplimiento del término 
legal de la prescripción y por ello, las posesiones del mismo tipo, por ejemplo no se cumple este 
requisito cuando el poseedor en concepto de dueño transmite el bien a un poseedor en concepto 
de usufructuario. 
 
Prueba del Tiempo 
 
Con respecto al tiempo y para efecto de generar convicción sobre la veracidad de la pretensión, 
las pruebas deben ser obtenidas en periodos con mucha anterioridad al tiempo de la demanda, y 
sin que se advierta que toda la prueba se levantó poco antes de la reclamación judicial, pues 
caso contrario quedaría la duda que la prueba se ha preparado sospechosamente para sustentar la 
demanda. 
 
Por otro lado, cabe señalar que las pruebas sólo acreditan el hecho acaecido en el momento en 
que son otorgadas o extendidas y no pueden retrotraerse al pasado, pero se alivia por medio de 
las presunciones legales, pues la doctrina dice que se presume que el poseedor actual que lo 





La prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, requiere un tiempo bastante extendido, el 
mismo es de quince años, pues de esta manera se permite que el propietario equilibrar 
nuevamente las cosas a través del ejercicio de las acciones de recuperación de la posesión, como 
por ejemplo la reivindicación, si luego de todo ese tiempo se mantiene la atención entre el titular 
formal frente al poseedor que invierte y produce entonces la solución a favor de este último se 
impone por sí misma. 
 
En efecto, la prescripción exige que el poseedor posea el bien durante el tiempo requerido y que 
el propietario o titular del derecho no lo reclame durante todo ese lapso. Si el poseedor pierde la 
posesión, o el propietario reclama el bien, entonces queda interrumpida la prescripción. Si se 
vuelve a iniciar la posesión, será esta una posesión nueva y distinta, no una posesión 
ensamblada con aquella otra concluida; por tanto, la continuidad de la posesión implica que esta 
no se haya interrumpido durante el plazo legal exigido para la prescripción. 
 
Para nuestro análisis la prescripción lo constituye la inactividad del titular del bien, cuya 
conducta improductiva y negligente merece una sanción por el ordenamiento jurídico el cual es, 
la extinción de dominio o titularidad.  
 
  
2.4.2. Designación, posesionamiento, y  honorarios de los Peritos dentro del proceso de 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio   
 
En este capítulo analizaremos la prueba pericial como un elemento importantísimo dentro del 
proceso de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio. 
 
Analizaremos algunos aspectos procesales de relevancia en torno a la prueba pericial en el 
proceso de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, en especial énfasis en la 






En la actualidad, una apreciación razonable y consiente de los hechos por parte del juzgador es 
casi imposible sin la aplicación de un conocimiento técnico o científico. De ahí que todos los 
sistemas procesales contemplen la participación de profesionales o técnicos, conocedores en 
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profundidad de un tema. Y la forma más común de acercar este conocimiento al órgano 
jurisdiccional es a través de la prueba pericial. 
 
Esta institución es de singular importancia en los sistemas procesales del mundo, de acuerdo al 
nivel de importancia que se le dé a los informes periciales en cada causa, llegan a constituirse en 
verdaderos elementos de prueba. 
 
Como hemos visto en forma general, la prueba pericial, es la que surge del dictamen de los 
peritos, que son personas llamadas a informar ante el juez o tribunal, por razón de sus 
conocimientos especiales y siempre que sea necesario tal dictamen científico, técnico o practico 
sobre hechos litigiosos. 
 
En el Código de Procedimiento Civil encontramos importantes detalles que introdujo el 
legislador, como por ejemplo, que para poder ser nombrado perito, se debe ser mayor de edad, 
de reconocida honradez y probidad, con suficiente conocimiento en la materia sobre la cual 
deban informar; el primero y el final delos presupuestos señalados con mucha coherencia, pero 
el segundo y el tercero un tanto subjetivos al momento de pretender etiquetar un 
comportamiento honrado y probo, pero que en general es un elemento necesario a la hora de 
recibir el informe producto de las pericias. 
 
En el sistema procesal Ecuatoriano no podemos decir que no se ha abusado del contenido de los 
informes periciales y del actuar de los peritos, pues dado que en nuestra legislación permite que 
las partes puedan  designar peritos, los mismos pocas veces, emiten informes imparciales, ya 
que obedecen a las partes que les contrato y que cubren los gastos derivados de la pericia. 
 
Los problemas más comunes de la prueba pericial son: los peritos no se posesionan en el día y 
hora señalados por la autoridad competente, no emiten los informes en el tiempo determinado 
por la ley, de igual forma no emiten las ampliaciones y aclaraciones a tiempo, generando retraso 
en la administración de justicia, sin profundizar en el criterio de valoración jurídica que le dé el 
juez a los informes periciales. 
 
De acuerdo a lo establecido en el Código Orgánico de la Función Judicial, el servicio pericial 
debe ser organizado y controlado por el Consejo de la Judicatura, en base a la resolución 42-09: 
Normativa que rige las actuaciones y tabla de honorarios de los peritos de lo civil, penal, y 





Acreditación de Peritos 
 
“REQUISITOS PARA LA ACREDITACIÓN POR PRIMERA VEZ O RENOVACION 
DE PERITOS NACIONALES Y EXTRANJEROS 
 Solicitud de acreditación dirigida al Director Provincial (Dr. Hernán Calisto M.), 
especificando la especialidad pericial.  
Hoja de Vida actualizada (mail, n° telefónico, dirección domiciliaria y oficina) 
Copia de cédula de ciudadanía y última papeleta de votación NOTARIADAS, o 
VISA de trabajo para extranjeros.  
Copia certificada de los documentos que acrediten CAPACITACION EN LA 
MATERIA DE LA ESPECIALIDAD SOLICITADA, con un mínimo de carga horaria 
de 200 (doscientas) horas para las personas especializadas en artes u oficios; y, de 
400 (cuatrocientas) horas, que podrán ser sumadas por varios cursos o por un solo 
curso, para las personas que presenten título profesional. 
El comprobante de pago de la respectiva tasa de servicios administrativos (30 
dólares renovación y 50 dólares por primera vez) 
 Para los profesionales, COPIA NOTARIADA del o los títulos académicos 
otorgados por instituciones del sistema de educación superior del Ecuador o por 
centros de estudios superiores reconocidos en el extranjero, así como de su registro 
en la SENESCYT; y, DOCUMENTACIÓN QUE ACREDITE TRES AÑOS DE 
EXPERIENCIA PROFESIONAL a partir de haber obtenido el título, excepto para 
las personas especializadas en medicina legal y medicina forense, quienes estarán 
obligados a presentar el título profesional y será optativo demostrar la práctica 
profesional de tres años. 
 Para quienes se dediquen a las artes, sin título profesional, o a oficios, copia 
certificada del Certificado de Artesano Calificado otorgada por la Junta Nacional 
de Defensa del Artesano o del certificado otorgado por cualquier instituto de 
formación tecnológica debidamente acreditado o por institutos de capacitación 
acreditados por los Ministerios y documentación que acredite por lo menos tres 
años de práctica en la materia para la cual se solicite la acreditación. 
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 Se requerirá como requisito adicional para extranjeros, la justificación de su 
acreditación en razón a la falta de profesionales o de especialidad en la materia a 
la que solicita su acreditación, 
 Además es necesario efectuar una DECLARACIÓN JURAMENTADA, misma que 
deberá contener las siguientes cláusulas: 
 1.- Que no se ha dictado en su contra sentencia condenatoria. 
2.-  Que no adeuda más de dos pensiones alimenticias. 
3.- Que no ha sido eliminado/a del registro de peritos, según lo establecido en el 
Capítulo V de la normativa de peritos de la Función Judicial vigente”. 




Jueces y juezas de Pichincha designan peritos mediante el uso del sistema SATJE 
 
“El proceso garantiza la transparencia pues se realiza al azar. La distribución o 
asignación de peritajes se realiza de manera equitativa entre todos los profesionales 
registrados en la base de datos.   
La asignación de un perito se realiza por la especialidad requerida y en caso de no 
contar con un especialista para un determinado cantón, el sorteo se realiza de la 
localidad más cercana. 
En el área de Peritos de la Dirección Provincial del Consejo de la Judicatura de 
Pichincha, diariamente se receptan carpetas de aspirantes, a fin de proporcionar al 
sistema judicial de profesionales capacitados y con experiencia en las materias a 
las que aplica para su acreditación. 
 Los profesionales a aplicar, deben cumplir con los requisitos establecidos en la 
resolución No. 052-2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura. 
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 Según Santiago Cruz, responsable del área de Peritos de la Dirección Provincial 
de Pichincha, para que la carga pericial sea igualitaria para todos los 
profesionales acreditados, se capacitó a jueces de todas materias en el uso del 
módulo de peritos del Sistema Informático de Trámite Judicial SATJE. 
 Una vez designado el perito, el juez se encarga de notificarle con la providencia de 
designación al medio más efectivo e inmediato. De igual manera, en el acto de 
posesión se fijan los honorarios establecidos acorde a lo dispuesto en la Normativa 
que rige las actuaciones y la tabla de honorarios de los peritos en lo Civil, Penal y 
afines, dentro de la Función Judicial. 
 En el SATJE para designación de peritos, al igual que en la página Web 
http://www.funcionjudicial-pichincha.gob.ec/index.php/peritos se encuentra un 
listado consolidado de peritos acreditados en las siguientes especialidades: 
Contratación Pública, Derecho Penal, Zootecnia, Topografía, Lenguaje de señas, 
Idiomas, Medicina, Ingeniería, entre otros. 
 Desde septiembre del 2009 hasta la fecha, se cuenta con 1.602 profesionales 
registrados en el sistema de Peritos de la Dirección Provincial de Pichincha del 




Una vez sorteado el perito según el sistema SATJE, mediante PROVIDENCIA, el Juez señala 
día y hora para su posesionamiento, en la misma también se agrega los números de contacto del 
perito, con la finalidad de contactarle y darle a conocer de la pericia a él encomendada. 
 
El pedrito legalmente posesionado tiene la obligación de presentar al juez el informe pericial 
dentro de los plazos fijados, bajo la pena de caducidad de nombramiento, dicho incumplimiento 
será notificado al Director Provincial del Concejo de la Judicatura. 
 
La sanción que puede ser objeto el perito por la reincidencia en el incumplimiento es la 




Los valores regulados por la Normativa que rige las actuaciones y tabla de honorarios de los 
peritos de lo civil, penal, y afines, dentro de la función judicial, establecen un rango de valores 
según el  Art. 17 de esta norma.- 
 
 “Honorarios periciales.- Los Peritos que actúen en materia civil y materias afines, 
tendrán derecho a percibir honorarios periciales de conformidad a lo establecido 
en el presente artículo: 
a) Un mínimo de $ 50,00 hasta $2.000,00 de acuerdo a la cuantía del proceso. En 
casos excepcionales, de acuerdo a la importancia procesal del asunto motivo de la 
pericia el juez podrá incrementar hasta un 50 % el máximo del valor de acuerdo a 
la materia. 
b) El juez para fijar el honorario tomará en cuenta fundamentalmente los siguientes 
criterios: complejidad de la actividad, especialidad requerida y los aspectos 
técnicos que se hayan pedido por las partes. 
c) En los casos de mediación y justicia de paz las partes deberán convenir 
conjuntamente el pago de honorarios, previamente a que se practique la diligencia, 
tomando en cuenta los parámetros fijados en la presente resolución. 
d) En lo referente a jurisdicción voluntaria las partes deberán asumir el costo de las 
pericias, en base a ésta normativa. 
Art. 18.- Pericias Extraordinarias.- El valor de las pericias relacionadas con el 
medio ambiente, área hidrocarburífera, propiedad intelectual, sistemas 
informáticos, tecnológicos, minería, genética y aduaneros serán fijados por el juez o 
fiscal, tomando en cuenta la complejidad de la actividad, especialidad requerida, 
los aspectos científicos y técnicos que solicitan las partes y los productos materia 
del informe. 
El Fiscal General del Estado, en los trámites pre-procesal y procesal penal, en los 
que el Estado en representación de los intereses de la sociedad requiera de la 
práctica de pericias en estas materias y especialidades y otras de alta complejidad, 




2.4.3. El Informe Pericial como prueba dentro del juicio de prescripción 
adquisitiva extraordinaria de dominio  
 
Las partes, sus defensores, testigos o simplemente curiosos pueden concurrir a la diligencia de 
reconocimiento pericial y dirigir a los peritos las observaciones que estimen oportunas. 
Los peritos por su parte realizan el estudio minucioso y singularizado del problema 
encomendado, que será reflejado en un documento que fundamente el estudio efectuado, los 
métodos y medios importantes empleados, una exposición razonada y coherente, las 
conclusiones, fecha y firma. 
 
El informe pericial o dictamen pericial dentro del juicio de prescripción extraordinaria 
adquisitiva de dominio debe contener: 
 
a) La descripción objeto o materia de examen o estudio (el predio, construcciones, 
sembríos, linderos y dimensiones)  así como el estado y forma en que se encontraba al 
momento de la pericia. 
 
b) La relación detallada de todas las operaciones practicadas en la pericia (edad de las 
construcciones, sembríos, mediciones de los linderos, verificación de servicios básicos) 
 
c) Ubicación del predio, sector, ocupación, etc. 
 
d) Las conclusiones. 
 
La ampliación del dictamen  
 
Una vez que el perito presente al juzgado el informe, las partes en el término de tres días pueden 
pedir que se aclare o que se amplié el informe, no es usual que se repita la pericia pero de oficio 
o a petición de parte se puede realizar otra diligencia pericial, para agregarse al expediente y 
después oportunamente ser valorado. 
 
Las más comunes dentro del juicio de prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio: 
 
a) Sobre linderos y dimensiones. 
b) Sobre edad de las construcciones. 




En la doctrina se ha discutido en torno a si la prueba pericial debe considerarse como un medio 
de prueba del que se valen las partes para probar los hechos que se afirman, o si bien el perito es 
solo un asesor de la administración de justicia, quien lo nombra con independencia de la 
voluntad de las partes basándose en que la misma es solo un argumento que se le aorta al 
juzgador con el fin de formarle una opinión más acabada de algún elemento del que no tiene 
suficiente conocimiento. 
 
En este sentido, el peritaje constituye en la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio 
un auxilio a la administración de justicia, ya que el perito actúa como un intermediario que 
facilita noticias  sobre el estado de un inmueble, los linderos dimensiones, construcciones, 
ocupantes donde se presenta como medio de prueba. 
 
Resulta necesario en estas circunstancias dar un criterio respecto a esta importante institución, 
pues se denotan avances significativos en nuestra legislación ecuatoriana, pese a ello aun 
corresponde a la administración de justicia, hacer que el profesional llamado a emitir un 
dictamen lo realice  en forma profesional, imparcial y objetiva  despreocupados de aspectos que 
no deben influir en su dictamen como han sido hasta ahora los honorarios. 
 
La prueba pericial dentro del proceso de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio 
busca la transparencia en virtud de la cual ninguna legislación del mundo está exenta de 
introducir reformas positivas en sus legislaciones, por lo que consideramos que las normas en el 
ecuador deben ser revisadas prolijamente, y reformado las veces que sean necesarias, a fin de 
precautelar lo más sagrado, el derecho y la justicia. 
 
2.4.4. Dictamen o fallo final de los jueces en los juicios de prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio  
 
Como hemos visto, el medio de prueba pericial, ostenta de fuerza probatoria en los juicios de 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, que brindan a los jueces elementos de 
convicción para lograr una apreciación más acertada al objeto del dictamen. 
 
En la doctrina por regla general, la valoración que el juez efectúa del informe de peritos se 
realiza conforme a las reglas de la sana crítica, sin que ello signifique que esta prueba 





En este sentido el administrador de justicia está siempre obligado a la motivación racional de los 
criterios que adopte, atendiendo a los motivos que le indujeron a pronunciar su dictamen.  
 
Como consecuencia el juez al pronunciar sentencia en los juicios de prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio debe guiarse a las siguientes características: 
 
1.- Si el actor logra probar su posesión y la sentencia sea favorable, una vez inscrita 
automáticamente quedara cancelada la inscripción del título del anterior propietario. 
 
2.- La sentencia ejecutoriada que declare la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, 
hará las veces de escritura pública para la propiedad del inmueble, pero no valdrá contra 
terceros sin la correspondiente inscripción. 
 
3.- Estas sentencias también son apelables, en las formas determinadas por la ley. 
 
4.- En estas sentencias no se condenan al anterior propietario por perder la propiedad, sino que 
la ha perdido por el no huso durante el tiempo establecido por la ley. 
 
En la práctica procesal el actor al proponer la demanda de prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio, solicita que la sentencia a dictarse sea inscrita en el registro de la 
propiedad, sea está a petición de parte u ordenada por el juez, una vez que se haya protocolizado 
y catastrado. 
 
La sentencia de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, produce el efecto de cosa 
juzgada, se extiende no solo a las partes intervinientes en el pleito, sino también aquellos a 
quienes sean sus sucesores universales o particulares como también a terceros. 
Al respecto varios autores consideran que una vez que se ha declarado la prescripción sobre un 
bien inmueble, el poseedor es declarado como propietario, no solamente desde el último día de 
plazo, sino desde el momento mismo en que la prescripción comenzó a correr, por lo que, no 
solo alcanza a las personas que han litigado, es decir a quienes han sido parte en el juicio, sino 
contra terceros.  
 
En conclusión diremos, que la adquisición de dominio por prescripción, es una institución legal 
que permite pasar el bien de una persona que no lo explota a otra que si lo hace, de lo que se 
entiende que, la prescripción sea un modo de adquirir el dominio, para usar, gozar y disponer 






3. MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1.  Tipos de Investigación  
 
3.1.1. Investigación histórica – descriptiva  
 























































































































































































































































































































































































Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
Entrevista a Sr. Milton Chochos posesionario de un inmueble 
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La presente investigación se realizó en el cantón Quito, provincia de Pichincha, la información 
requerida fue obtenida a través de los funcionarios de la administración de justicia, los señores 
jueces de lo civil, al igual que de expertos y conocedores de la materia así como también de los 
profesionales del derecho en libre ejercicio.   
 
Las técnicas e instrumentos de investigación utilizados en esta investigación se han llevado a 




Realizar una investigación de campo con el fin de puntualizar los campos problemáticos que se 





1.- Diagnosticar la situación que genera la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio 
respecto de la propiedad. 
 
2.-Elaborar la norma jurídica que determinen los honorarios de los peritos para la correcta 
administración de justicia. 
 
3.- Informar y evaluar la actuación de los peritos designados por los jueces en la etapa 
probatoria, en los juicios de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio. 
 
4.- Establecer un proyecto de reforma para que el Consejo de la Judicatura regule a través de 
una tabla salarial los honorarios de los peritos, y de esta manera garantizar la imparcialidad de 




5.- Establecer medidas administrativas severas para los peritos, generando la correcta actuación 




Las variables que se han planteado en esta investigación son: 
 
1.- Aplicabilidad de la resolución expedida por el Concejo de la Judicatura en el cual rige las 










Aplicabilidad de la resolución expedida por el Concejo de la Judicatura en el cual se rige las 
actuaciones y tabla de honorarios de los peritos en lo civil, penal y afines, dentro de la función 
judicial. 
 Aplicabilidad  
 Ventajas  
 Desventajas 






 Ahorro procesal  
 Correcta administración de justicia 
 Disminución de la carga laboral 







Establecer medidas administrativas para los peritos, generando la correcta administración de 
justicia. 
  
 Sanción pecuniaria 
 Suspensión de actividades 
 Suspensión definitiva 
 
Población o Universo 
 
La población que va dirigida la investigación es:  
 
Magistrados de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha   5 
Jueces de los juzgados civiles de Pichincha     10 
Secretarios de los juzgados civiles de Pichincha     15 
Peritos           10 
Funcionarios del Registro de la Propiedad del cantón Quito   10 
Funcionarios de catastro del ilustre municipio de Quito    7 
Abogados en libre ejercicio profesional en Pichincha    23 





Se realizó entrevistas a los funcionarios judiciales, peritos, abogados en libre ejercicio 
profesional y partes procesales de la ciudad de Quito, para la obtención de información veraz 












ANÁLISIS DE LAS ENTREVISTAS REALIZADAS CON SUS RESPECTIVOS 
GRÁFICOS  
 
Magistrados de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha 
 
1.- A la pregunta: Cuál es su apreciación de la norma que regula los honorarios periciales 




Fuente: Corte Provincial de Justicia de Pichincha 
Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
 
Análisis e Interpretación 
 
En cuanto al análisis de las entrevistas realizadas a los señores Magistrados de la Corte 
Provincial de Justicia de Pichincha, todos coinciden que la prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio es una institución jurídica que permite la adquisición del dominio de 
un bien inmueble, siempre que concurran las circunstancias previstas en la ley, por lo que, 
establecer una norma que regulen los honorarios de los peritos es beneficiosa tanto para la 
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Esta totalmente de
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Falta de aplicación de la
norma
Contribuye a la economía
y celeridad procesal
Se debe difundir la norma
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Jueces y Secretarios de los juzgados civiles de Pichincha 
 
 
1.- A la pregunta: Usted considera que en la práctica procesal, en los juicios de 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, la prueba pericial es un aporte 





Fuente: Juzgados Civiles del cantón Quito 




















Es importante considerar todas las pruebas en conjunto
Es la prueba más requerida por las partes procesales
No la considera fundamental
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2.- A la pregunta: En su Judicatura cuantos procesos represados de prescripción 





Fuente: Juzgados Civiles del cantón Quito 




Análisis e Interpretación 
 
Los señores jueces y secretarios de los juzgados de lo civil de pichincha, se refieren a la 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio como un derecho de los individuos para 
obtener el justo título de un bien inmueble del cual se creen asistidos, sin embargo la prueba 
pericial se ha convertido en un factor que ha retardado la celeridad en los procesos,  pues los 
informes periciales pese a que la ley determina el tiempo para su presentación, son presentados 




















1.- A la pregunta: Considera que la normativa que rige las actuaciones y tabla de 
honorarios de los peritos en lo civil, penal y afines dentro de la Función Judicial, están de 





Fuente: Peritos acreditados por el Consejo de la Judicatura 
Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
 
Análisis e Interpretación 
 
Los peritos por su parte, al ser técnicos y conocedores en determinadas materias, son 
colaboradores dentro de la administración de justicia, cuyo objetivo es salvar una imposibilidad 
física o suplir una insuficiencia técnica del juez, por lo que, su actuar es de imparcialidad con 
respecto a las partes procesales y sus honorarios son de acuerdo a las tareas realizadas dentro de 
la pericia.  El gremio considera que, aun no se ha logrado encasillar el pago de honorarios con 
los gastos ocasionados en la realización de la pericia, de una forma clara, precisa y sin causar 








No está de acuerdo
En la norma no se han considerado muchos factores




Funcionarios del Registro de la Propiedad del cantón Quito y Funcionarios de catastro del 
Ilustre Municipio de Quito  
 
 
1.- A la pregunta: Conoce del proceso judicial de la prescripción adquisitiva 





Fuente: Funcionarios del Ilustre Municipio de Quito 
Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
 
Análisis e Interpretación 
 
Los funcionarios del Municipio del Distrito Metropolitano de Quito, al ser entrevistados, de 
forma general no conocen del proceso judicial de prescripción adquisitiva extraordinaria de 
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Abogados en libre ejercicio profesional en Pichincha  
 
1.- A la pregunta: En su experiencia como Abogado Patrocinador en los juicios de 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, en la prueba pericial se cumplen las 





Fuente: Abogados en Libre Ejercicio Profesional del Colegio de Abogados de Pichincha 
Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
Análisis e Interpretación 
 
 Los Abogados en libre ejercicio profesional, están convencidos que los informes periciales son 
susceptibles de imparcialidad dentro de un proceso, pues en la práctica diaria conocen de los 
inconvenientes desde el nombramiento de los peritos, así por ejemplo analizan que los peritos 
en su mayoría no se posesionan el día y hora señalados por los jueces, no  presentan los 
informes dentro del tiempo establecido por la ley, y en casos repetidos, si no se cancela sus 
honorarios en el momento mismo del peritaje no quieren realizar la pericia. 
 
De forma general conocen de la norma que rige los honorarios de los peritos pero afirman que 
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Partes Procesales  
 
1.- A la pregunta: Le ha sido satisfactoria y eficaz la práctica de la prueba pericial dentro 
del juicio  de prescripción extraordinaria de dominio. 
Gráfico 7 
 
Fuente: Corporación Jurídica Balseca, Despachos Jurídicos Privados 
Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 




Fuente: Despachos Jurídicos Privados 
Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
Análisis e Interpretación 
Las partes procesales en cambio, no conocen en su mayoría de la norma que rige los honorarios 
de los peritos, más sin embargo, en busca de hacer valer sus derechos, deben hacer lo posible 
por cancelar el valor que los peritos les exigen, pues la mayoría de sus Abogados Patrocinadores 
les dejan que los peritos y las partes se contacten personalmente y acuerden los valores a 
cancelarse.  
En varias encuestas a las partes no han quedado satisfechos con el actuar de los peritos, peor aún 
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4.3.  Encuestas 
 
Análisis de las encuestas realizadas a Jueces, Funcionarios Judiciales, Peritos, Funciones 
Municipales, Abogados en Libre Ejercicio Profesional y Partes dentro de un proceso de 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio. 
 





Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
Análisis e Interpretación 
 
En nuestro sistema legal se encuentra posesionada la prescripción como un medio muy 
recurrido para la obtención de un título, sobre un predio que  por derecho se considera señor y 
dueño, esto es, con los requisitos que la ley determina. Por lo que, en la encuesta realizada a 
nivel de conocedores del derecho  en su mayoría la prueba pericial es considerada la idónea para 
probar lo demandado. Sin embargo las partes procesales en su mayoría no conocen de la 






























Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
 
Análisis e Interpretación 
 
Al ser los informes periciales una herramienta muy importante para los administradores de 
justicia es trascendental analizar su veracidad y la forma en que en el Ecuador se emiten los 


































Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
Análisis e Interpretación 
 
La norma expedida por el Concejo de la Judicatura, debe ser difundida de manera tal, que se la 
pueda aplicar, pues es sorprendente al realizar esta encuesta que los mismos peritos no conocen 









































Autor: Wilmer Rolando Guerrero Montero 
 
Análisis e Interpretación 
 
La Constitución del Ecuador, manifiesta: “El sistema procesal es un medio para la realización de la 
justicia. Las normas procesales consagraran los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 
inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se 
sacrificara a la justicia por la sola omisión de solemnidades”. Por lo que, la falta de eficacia en el 
actuar pericial claramente advierte al sistema procesal de una violación a la carta fundamental, 




































 La institución jurídica de prescripción adquisitiva de dominio permite el efectivo goce 
de derecho a la propiedad de la tierra, como una forma de perpetuar el patrimonio que 
tiene cada persona. 
 
 La regularización de la tenencia de la tierra es la clave para asegurar la integridad de las 
personas, los recursos naturales, y salvaguardar el derecho a un plan de vida saludable,  
por lo que, la difusión de prescripción adquisitiva de dominio como modo obtener un 
justo título,  fortalecerá el derecho a una vivienda digna. 
 
 La prueba pericial se ha constituido en una herramienta fundamental en los juicios de 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio, que sirve fundamentalmente para 
que el juez pueda obtener elementos de convicción para emitir una sentencia. 
 
 La normativa que rige las actuaciones y tabla de honorarios de los peritos en  lo civil, 
penal y afines dentro de la función judicial, se interesa por regular directamente a los 
peritos, beneficiando así a los usuarios del sistema de justicia. 
 
 En el Ecuador, está muy poco difundida esta norma, y por lo tanto aún no aplicada. 
 
 Hace falta el cumplimiento de la norma, en el sistema de acreditación de peritos, para 

















 Hace falta que el Consejo de la Judicatura emprenda un proceso de capacitación a los 
operadores de la administración de justicia en la normativa de la Resolución No. 042-
2009 reformada por la Resolución No. 071-2010. 
 
 Es de imperiosa necesidad que, el actuar de los peritos  no vulnere el debido proceso y 
los principios de celeridad y eficacia dispuestos en la Constitución de la República del 
Ecuador. 
 
 Es necesaria la difusión, para el conocimiento de  jueces, funcionarios judiciales, 
peritos,  partes procesales y abogados patrocinadores de la norma dispuesta por el 
Consejo de la Judicatura que regula los honorarios periciales, con el objetivo de mejorar 
el sistema procesal. 
 
 La justicia en el Ecuador debe entrar en cánones de modernización, aplicando los 
principios de celeridad, eficacia, ahorro procesal. 
 
 Difundir el servicio que brinda la Universidad Central del Ecuador a través de la 
Facultad de Derecho mediante el consultorio jurídico gratuito, en cuanto al proceso de 
legalización de la tenencia de la tierra por prescripción extraordinaria de dominio, para 
que obtengan un justo título con los requisitos establecidos en la ley. 
 
 Tanto, funcionarios judiciales como funcionarios municipales (transferencia de dominio 
y Registro de la Propiedad) deben conocer la importancia y naturaleza de la 
prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio,  por cuanto se han constituido en 
















PROYECTO DE REFORMA A LA NORMATIVA QUE RIGE LAS ACTUACIONES Y 
TABLA DE HONORARIOS DE LOS PERITOS EN LO CIVIL, PENAL Y AFINES, 
DENTRO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL. 
 
La prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio es uno de los modos de adquirir el 
dominio, que prevé nuestro sistema jurídico, por lo que, los medios de prueba son la base para 
comprobar el derecho de una persona que se cree asistido. 
 
De ahí deviene la necesidad de plantear una propuesta de reforma a la norma que rige las 
actuaciones periciales así como sus honorarios. 
 
EL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el artículo 264, numeral 9, literal e del Código Orgánico de la Función Judicial establece: 
"9. Fijar y actualizar: ... e) el monto de las tasas y establecer las tablas respectivas por informes 
periciales, experticias y demás instrumentos similares necesarios en la tramitación de causas, así 
como sistematizar un registro de los peritos autorizados y reconocidos como idóneos, cuidando 
que estos sean debidamente calificados y acrediten experiencia y profesionalización 
suficiente.·~  
 
Que, el numeral 10 del artículo 264 del Código Orgánico de la Función Judicial, señala que es 
facultad del Pleno del Consejo de la Judicatura: "10. Expedir, modificar, derogar e interpretar 
obligatoriamente, reglamentos, manuales, instructivos o resoluciones de régimen interno, con 
sujeción a la Constitución y la ley, para la organización, funcionamiento, responsabilidades, 
control y régimen disciplinario':  
 
Que, el 15 de julio del 2009 el Consejo de la Judicatura expidió la Resolución No. 042-2009 que 
contiene la Normativa que rige las Actuaciones y Tabla de Honorarios de los Peritos en lo Civil, 




Que, la Resolución No. 042-2009 fue reformada por las Resoluciones Nos. 071-201 O, de 26 de 
octubre de 201 O y 169-2012, de 20 de noviembre de 2012; esta última modifica 
sustancialmente los requisitos para la acreditación de Peritos Nacionales y Extranjeros. Las 
mencionadas resoluciones reformatorias a la No. 042-2009 se encuentran en plena vigencia;  
 
Que, la Fiscalía General del Estado, mediante oficio No. 03254 de 9 de abril de 2013, puso en 
consideración de la Presidencia del Consejo de la Judicatura varios criterios respecto a las 
mejoras urgentes que deben implementarse en el sistema pericial, para cumplir a cabalidad con 
lo establecido en el Código Orgánico de la Función Judicial;  
 
Que, es necesario reformar la normativa que rige las actuaciones y tabla de honorarios de los 
peritos en lo civil, penal y afines, con la finalidad de que los peritos calificados acrediten 
experiencia y profesionalización, así como para mejorar el sistema de selección de los mismos, 
atendiendo a los principios de alternabilidad e imparcialidad; y,  
 




Reformar las resoluciones No. 042-2009, No. 071-2010 y No. 169-2012 que contiene la 
normativa que rige las actuaciones y tabla de honorarios de los peritos en lo civil, penal y afines, 
dentro de la función judicial 
 
Artículo 1.- Agréguese luego del Art. 7 inciso primero de la Resolución No. 42-2009 el 
siguiente inciso con el texto siguiente: 
 
“El perito legalmente posesionado tiene la obligación de señalar casilla judicial 
para sus notificaciones”. 
Artículo 2.- En el Art. 17 de la Resolución No. 42-2009 Reformado por la Resolución No. 071-
2010, agréguese el literal e), con el texto siguiente: 
 
“e) En los casos de pericias a inmuebles, el juez fijará los honorarios tomando en 
cuenta la extensión, ubicación, linderos y aspectos técnicos solicitados”.  




5.1.  IMPACTOS  
 
En medida que la ley constituye la delimitación del libre albedrio de las personas  dentro de la 
sociedad, toda reforma a un cuerpo legal está concebida para mejorar la calidad de vida de los 
individuos. 
 
La sociedad necesita de leyes que proporcionen el marco normativo para ejercer sus derechos 
con absoluta imparcialidad, gratuidad y con sujeción a los principios de celeridad y eficacia. 
 
La reforma de esta norma, tiene un impacto positivo, puesto que, la regularización de las 
actuaciones y honorarios periciales, permitirán el mejoramiento del sistema procesal, dentro de 
los juicios civiles y especialmente en los de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio.  
 
Es importante la reforma de esta norma para garantizar la transparencia en las decisiones 
judiciales, tanto más que, los operadores de la administración de justicia tienen la obligación de 
proseguir el trámite de los procesos dentro de los términos legales, por lo que las sanciones a los 
peritos por su ineficacia, reparen el daño causado. 
 
 
5.2.  EVALUACIÓN  
 
De la investigación realizada podemos afirmar que, la institución de la prescripción adquisitiva 
de dominio es un modo de adquirir el derecho sobre un bien inmueble constituido sobre 
elementos señalados en la ley, el desconocimiento de los requisitos hacen que los encuestados 
no aleguen este derecho. 
Del estudio de campo realizado, en su mayoría no conocen la norma que rige las actuaciones 
periciales, especialmente en los juicios de prescripción adquisitiva de dominio, en donde este 
medio de prueba se ha constituido en  fundamental para lograr una sentencia favorable. 
 
Algunos encuestados no están de acuerdo con la prescripción por considerarlo “apropiación de 
bienes ajenos”, más sin embargo, la propiedad debe cumplir con la función social, respetando la 
propiedad privada. 
 
Las personas que obtienen sentencia favorable en los juicios de prescripción adquisitiva 
extraordinaria de dominio, deben aportar al Estado con un porcentaje  del avalúo del bien 
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